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Toma en consideración de proposiciones 

Del Grupo Parlamentario Popular en el 
Congreso, sobre bases de protección de 
los animales ...................... 8328 

En nombre del Grupo Parlamentario Popular defien- 
de la proposición de ley el señor Lbpez Valdiviel- 
so, manifestando que probablemente nunca se ha 
defendido desde esta tribuna una iniciativa legis- 
lativa con menor contenido o carga política, ideo- 
lógica o partidista que la presente. Lo que pretende 
con esta proposición es que, efectiva y prácticamen- 
te, haya en España una n o m a  jurídica, una ley que 
proteja a los animales de los racionales. Son cons- 
cientes de que legislación sobre esta materia es 
competencia de las comuniddes autónomas y ésta 
es la razón por la que proponen una ley de bases 
que sirva de pauta para las iniciativas legislativas 
que puedan surgir a partir de ahora y que en todo 
caso sea supletoria de las dictadas o que puedan 
promulgar en lo futuro las comunidades autóno- 
mas en el ejercicio de sus competencias. Recuerda 
que ya hay comunidades autónomas que han legis- 
lado sobre la meteria, siendo la actual proposición 
de ley compatible con todas ellas y lo suficiente- 
mente amplia y flexible como para poder asegurar 

que no es previsible que se pudiese plantear nin- 
gún problema en el futuro. 
Añade que con la proposición que someten a apro- 
bación de la Cámara pretenden cubrir un vacío le- 
gislativo, sobre todo en una serie de cuestiones que 
están reguladas en cualquier país civilizado en re- 
lación con la protección de los animales, así como 
unificar una serie de normas y disposiciones dis- 
persas, ordenándolas y agrupándolas en un mismo 
texto legal. Otro objetivo de la proposición lo cons- 
tituye la imprescindible adaptación a la realidad 
española de las directivas y reglamentos promul- 
gados en la Comunidad Europea, cuya necesaria 
y obligatoria aplicación precisa de un marco legis- 
lativo adecuado que haga viables y efectivas las me- 
didas contenidas en la legislación comunitaria. 
Expone, por último, el contenido plasmado en el 
texto articulado de la proposición, al que califica 
de realista y nada radical, que no va a contra nada 
ni contra nadie y que, de ser tomado en considera- 
ción, es una iniciativa abierta a cualquier plantea- 
miento o enmienda que sirva para mejorarla con 
las aportaciones de los distintos grupos de la 
Cámara. 

Para fijación de posiciones intervienen los señores Fe- 
rrer Gutiérrez, del CDS; Caballero Castillo, de Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya; Vidal i 
Sardó, del Grupo Catalán (Convergencia i Unió), y 
LIorens Lloret, del Grupo Socialista. 

Sometida a votación, se rechaza la proposición de- 
batida por 103 votos a favor, 137 en contra y una 
abstención. 
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Solicitud de creación de una Comisión 
de Investigación relativa al Grupo 
Ibercorp ......................... 8334 

Se somete a la Cámara la solicitud formulada, al am- 
paro de lo dispuesto en el artículo 68.1 del Regla- 
mento, por ochenta y un señores Diputados del 
Grupo Popular, para que se incluya en el orden del 
día de la presente sesión un nuevo punto relativo 
a la creación de una comisión de investigación so- 
bre el Grupo Ibercorp. 

Sometida a votación, se aprueba la inclusión en el 
orden del día de la sesión del punto solicitado por 
248 votos a favov, uno en contra y una abstención. 
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Del Grupo Parlamentario de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya, por la 
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Orgánica 511985, de 19 de junio, del Ré- 
gimen Electoral General ........... 8334 

En nombre del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya interviene el señor Núñez Casal, ex- 
presando su convicción de que ha sido un acierto 
el reconocimiento del voto por correo en nuestra 
normativa electoral. Sin embargo, dicho acierto de- 
be ir acompañado de una rigurosa regulación del 
mismo para evitar el fraude. Quiere que quede cla- 
ro su convencimiento de que el fraude no es gene- 
ralizado en nuestro país, siendo voluntad de la 
proposición de ley eliminar las posibles bolsas de 
fraude que todavía puedan existir y parece claro 
que una de esas bolsas puede ser la deficiente re- 
gulación actual del voto por correo. 
Expone los requisitos que, a su juicio, deben con- 
currir en este voto para garantizar la pureza del su- 
fragio, para lo que propone que se establezca un 
sistema semejante al contemplado cuando el elec- 
tor deposita el voto en la mesa, evitando que la vo- 
luntad del elector sea suplantada por otra o bien 
que otra persona se aproveche de este sistema pa- 
ra expresar una pluralidad de voluntades y, por tan- 
to, quebrar de alguna manera la pureza del voto 
o bien utilizar un mecanismo claro de fraude. 
E n  la confianza de contar con el apoyo de la Cá- 
mara, expresa su agradecimiento anticipado a los 
grupos parlamentarios por su comprensión con es- 
ta proposición de Izquierda Unida. 

Para fijación de posiciones intervienen el señor Sou- 
to Paz, del CDS; la señora Cuenca i Valero, del Gru- 
po Catalán (Convergtncia i Unió), y los señores 

Aguirre Rodríguez, del Grupo Popular, y Paniagua 
Fuentes, del Grupo Socialista. 

Sometida a votación, se aprueba la toma en conside- 
ración de la proposición debatida por 260 votos a 
favor y uno en contra. 
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En turno a favor de la solicitud formulada por el Gru- 
po Popular interviene la señora Rudi Ubeda, que 
alude a la reciente petición del Banco de España 
de intervenir el Banco Ibercorp, asunto que es ne- 
cesario tratar en profundidad en la Cámara por- 
que así lo está demandando la sociedad. 
Menciona después el marco general que ha encua- 
drado el funcionamiento de nuestro mercado de ca- 
pitales y de nuestro sistema financiero en los 
últimos diez años, cuya regulación ha estado en- 
comendada prácticamente a quienes no poseen ca- 
pacidad legislativa, es decir, al Banco de España 
y a la Comisión Nacional del Mercado de Valores, 
lo que hizo que el Grupo Popular reiteradamente 
manifestase que era un craso error que el Parla- 
mento viviera de espaldas a esa regulación concre- 
ta, de la que no debía hacer dejación. Sin embargo, 
sus voces no fueron escuchadas, dejándose una ex- 
cesiva concentración de poder y discrecionalidad 
en las manos de la máxima autoridad monetaria, 
y lo mismo se ha hecho después respecto de la Co- 
misión Nacional del Mercado de Valores, institu- 
ciones ambas que dependen directamente del 
Ministerio de Economía. Este exceso de poder con- 
centrado en las manos de la autoridad monetaria 
conllevaba, lógicamente, un grado muy elevado en 
la exigencia de responsabilidades que se tienen y 
se deben exigir, tanto por omisiones como por ac- 
ciones realizadas. Añade que estas responsabilida- 
des no son sólo legales, para juzgar las cuales está 
el sistema judicial, sino que se trata de responsa- 
bilidades políticas y éstas si es necesario dilucidar- 
las en esta Cámara. 
La información privilegiada, la concentración de 
datos internos de empresas y su utilización para 
el enriquecimiento de unos pocos en detrimento y 
perjuicio de muchos han sido situaciones que se 
han prodigado en demasía, situaciones que además 
se han visto agravadas por la falta de diligencia de 
las autoriddes económicas. En los últimos años se 
ha transmitido a la sociedad española la sensación, 
equívoca o no, de que era muy sencillo hacer dine- 
ro a la sombra del poder, siendo necesaria mucha 
diligencia y efectividad de las autoridades en un 
país donde el Estado controla casi el 50por ciento 
de su riqueza a través del gasto público. 
Se refiere a continuación a la reciente comparecen- 
cia en la Comisión de Economía del Presidente de 
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la Comisión Nacional del Mercado de Valores y a 
los fallos puestos allí de manifiesto, mientras que 
un grupo de amigos de las autoridades económi- 
cas de este país, que además parece ser que son los 
administradores de algunos de los intereses perso- 
nales de esas autoridades, aparecen presuntamen- 
te impl icados  e n  operaciones de rápido 
enriquecimiento personal a costa de descapitalizar 
sociedades y perjudicando de manera muy  seria a 
los pequeños accionistas de las mismas. S in  em- 
bargo, las autoridades económicas de este país no 
se habían enterado de ello. 
A estas alturas, de lo que no cabe duda es de que 
no nos encontramos ante una operación discutible 
y quizás ilegal aislada sino, por desgracia, ante un 
conjunto de operaciones que demuestran una ma- 
nera de actuar muy determinada y continuada e n  
el tiempo y que conllevan la exigencia de respon- 
sabilidades políticas para las autoridades econó- 
micas de este país. Se trata de un conjunto de 
operaciones respecto de las cuales esta Cámara tie- 
ne que enfrentarse hoy a la necesidad de conocer 
cómo ha sido posible que una conducta continua- 
da desde tiempo haya sido consentida durante años 
por las autoridades económicas y financieras, que 
era a quienes correspondía evitarlas. 
Termina señalando que la actitud del Partido Po- 
pular ha sido hasta ahora prudente, recopilando 
información antes de hacer juicios de valor, pero 
e n  estos momentos la alarma social ha adquirido 
unos tintes que pide a los Diputados dar respuesta 
a los ciudadanos españoles. La credibilidad del sis- 
tema finaciero, dentro y fuera de España, está en  
entredicho, no siendo necesario que diga que esta- 
mos siendo portada de los principales diarios eco- 
nómicos del resto de Europa. A los miembros del 
Grupo Socialista quiere decirles que votar en  con- 
tra de esta propuesta es encubrir un entramado de 
intereses personales que, amparados en  el poderpo- 
lítico, se han ido desarrollando e n  nuestro sistema 
financiero. Si se oponen a la creación de la comi- 
sión de investigación e impiden que la verdad se 
conozca, serán los únicos culpables de que la so- 
ciedad española esté convencida de la existencia 
generalizad4 de corrupción. 

E n  nombre del Grupo Socialista interviene el señor 
Hernández MoltÓ, afirmando que comparten la 
preocupación por tantos problemas que surgen to- 
dos los días en  nuestra sociedad, y la comparten 
de manera especial por las características del sec- 
tor al que ahora se están refiriendo. Tanto la com- 
parten, que hace ya cuatro años que el Gobierno 
socialista promovió la Ley del Mercado de Valores, 
responsabilizándose de dar al sector financiero al- 
go que hasta el año 1988 no tenía, es decir, unos 
mayores elementos de control y de transparencia. 
Precisamente sin la existencia de aquella ley, que 
el Gobierno socialista trajo a la Cámara, no po- 

drían estar hablando hoy con conocimiento y con 
información de circunstancias, transacciones y si- 
tuaciones del sector financiero. Pieza central de 
aquella reforma era la creación de la Comisión Na- 
cional del Mercado de Valores, a la que se enco- 
mienda la supervisión y control de ese mercado, 
atribuyéndole múltiples competencias que recuer- 
da a la Cámara. Añade que, en  su opinión, el tiem- 
po ha dado la razón a quienes querían un 
mecanismo como instrumento de actuación bien 
dotado, no dejando el mercado exclusivamente al 
margen de la Administración pública. 
Respecto a la solicitud de creación de una comi- 
sión de investigación, su impresión es que no exis- 
ten motivos para ello, porque ya este Parlamento 
y este Gobierno se anticiparon a los problemas que 
pudieran surgir y se dotaron de los mecanismos 
oportunos, valorados muy  positivamente dentro y 
fuera de nuestro país, como sucede en  el espectro 
de la Comisión Nacional del Mercado de Valores. 
E n  consecuencia, pueden estar tranquilos los se- 
ñores Diputados porque el trabajo que tenga que 
hacerse se va a hacer, y no sólo porque existan ga- 
rantías jurídicas legales sino porque existe respues- 
ta a la iniciativa del Grupo Popular, y respuesta 
m u y  próxima, recogiéndose explícitamente e n  el 
«Diario de Sesiones» el compromiso del Presiden- 
te de la Comisión del Mercado de Valores en  rela- 
ción con el caso que les ocupa de comparecer 
nuevamente para informar de los resultados de las 
exhaustivas actuaciones que vienen realizándose. 

Replica la señora Rudi Ubeda, duplicando el señor 
He rnández Mol tó. 

Para fijación de posiciones intervienen los señores Pé- 
rez Bueno, del Grupo Mixto; Lasuén Sancho, del 
CDS; Martínez Blasco, de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya, y Homs i Ferret, del Gru- 
p o  Catalán (Convergencia i Unió). 

Sometida a votación, se rechaza la solicitud de crea- 
ción de una comisión de investigación por 127 vo- 
tos a favor y 155 e n  contra. 
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transcurrido siete años sin que se haya producido 
la necesaria analogía retributiva entre el profeso- 
rado de centros concertados y el profesorado de 
centros públicos, e incluso se han aumentado las 
diferencias salariales a partir de 1991 como conse- 
cuencia de la última revisión retributiva experi- 
mentada por el profesorado estatal, lo que justifica 
la propuesta que hoy elevan a la Cámara. 
Sucede también que en  1988 el Ministerio de Edu- 
cación firmó un acuerdo básico con las principa- 
les centrales en  relación con el cumplimiento de 
lo dispuesto en  la LODE, acuerdo básico al que asi- 
mismo da lectura, resultando que al cabo de tres 
años de la firma del mismo, concretamente en 1991, 
se produce el primer incumplimiento por parte del 
Ministerio de lo anteriormente firmado en  desarro- 
llo y aplicación de una ley orgánica. 
Termina exponiendo la urgente necesidad, a juicio 
de su Grupo Parlamentario, de adoptar medidas 
presupuestarias tendentes a establecer la analogía 
de las remuneraciones del profesorado de los cen- 
tros que se sustentan con fondos públicos, elimi- 
nando así las discriminaciones injustificables que 
dichos profesores sufren. 

Para la defensa de la enmienda presentada y fijación 
de posiciones del Grupo Socialista interviene el se- 
ñor Paniagua Fuentes. 

Asimismo intervienen, para fijación de posiciones, los 
señores Mur Bernad, del Grupo Mixto; Souto Paz, 
del CDS; Garzón y Garzón, de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya, y Rodríguez Espinosa, del 
Grupo Popular. 

Sometida a votación, se aprueba la proposición de- 
batida por 248 votos a favor. 
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Del Grupo parlamentario de CDS, sobre 
medidas de política económica general 
que piensa adoptar el Gobierno con las 
que pueda confeccionarse el Plan de 
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mica Europea (CEE) . . . . . . . . . . . . . . . 

En nombre del Grupo del CDS defiende la moción 
el señor Abril Martorell, manifestando que, des- 
pués de estudiar con detenimiento las intervencio- 
nes de los diversos Grupos Parlamentarios en  el 
debate de la semana pasada y también, natural- 
mente, la del Ministro que intervino en nombre del 
Gobierno, piensa que la moción que ahora formu- 
la podría ser suscrita por todos los Grupos de la 
Cámara y, además, correspondería a las expectati- 
va.~ que debe crear, en  la medida en  que todavía 
no está lo suficientemente creada en  la opinión pú- 

8359 

blica española la trascendencia que el Plan de Con- 
vergencia ha de tener para la economía española. 
En consecuencia, interviene con la esperanza de 
que la moción que defiende la van a suscribir to- 
dos los Grupos de la Cámara, incluido el que apo- 
ya al Gobierno. 
Aclara también que el Plan de Convergencia no es 
un plan económico cualquiera, sino que se va a rea- 
lizar a lo largo de cuatro o cinco años y tiene por 
objeto capacitar a la economía española para unir- 
se con el Grupo de países que lo hagan y, e n  pri- 
mer término, a la unión monetaria europea. 
Termina glosando brevemente los puntos que in- 
tegran la moción, aun pensando que ellos se expli- 
can por sí mismos suficientemente. 

Para la defensa de las enmiendas presentadas, inter- 
vienen el señor Martínez Blasco, de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya; la señora Mendi- 
zábal Gorostiaga, del Grupo Mixto, y el señor Al- 
munia Amann, del Grupo Socialista. 

E n  turno de fijación de posiciones hacen uso de la 
palabra el señor Homs i Ferret, del Grupo Catalán 
(Convergencia i Unió), y el señor Aguirre Rodrí- 
guez, del Grupo Popular. 

Sometida a votación la moción debatida, se rechaza 
por 94 votos a favor y 137 en  contra. 
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La señora Villalobos Talero defiende la moción del 
Grupo Popular, que responde a lo que, desde su 
punto de vista, deben ser una serie de medidas con- 
cretas tendentes a la creación de empleo. Después 
de escuchar la intervención del Ministro de Traba- 
jo la semana anterior tiene muchas dudas sobre 
que el propio Gobierno tenga presentes medidas ne- 
cesarias en  este momento en el mercado de traba- 
jo de cara a la reforma del sistema. A la vista de 
la ausencia de medidas porparte del Gobierno, es- 
pera que el Grupo Socialista sea capaz de enten- 
der las medidas que proponen en  la moción y el 
sentido en  que se plantean. 
Se refiere después a la absoluta desconexión de lo 
que está sucediendo en  nuestro país e n  torno a las 
políticas de empleo en relación con lo que está ocu- 
rriendo e n  el resto de los países de la Comunidad 
Europea, para exponer finalmente, de manera con- 
creta, las medidas contenidas en  la moción. 

Para la defensa de las enmiendas presentadas inter- 
vienen los señores Peralta Ortega, del Grupo de Iz- 
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quierda Unida-Zniciativa per Catalunya, y Neira 
León, del Grupo Socialista. 

Para fijación de posiciones intewienen los señores 
Abril Martorell, del CDS, e Hinojosa i Lucena, del 
Grupo Catalán (Convergencia i Unió). 

Sometida a votación, se rechaza la moción del Gru- 
po Popular. 

Se suspende al sesión a las nueve y cuarenta y cinco 
minutos de la noche. 

Se abre la sesión a las cuatro y cinco minutos de la 
tarde. 

TOMA EN CONSIDERACION DE PROPOSICIONES 
DE LEY: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL 
CONGRESO, SOBRE BASES DE PROTECCION 
DE LOS ANIMALES (Número de expediente 
122/000088) 

El señor PRESIDENTE Comienza la sesión. 
Punto 1 del orden del día: Toma en considerción de 

proposiciones de ley. Proposición de ley sobre bases de 
protección de los animales. 

En nombre del Grupo proponente, tiene la palabra 
el señor López Valdivielso. 

El señor LOPEZ VALDIVIELSO: Señor Presidente, es 
probable que nunca jamás más, ni en el pasado ni el 
futuro, se haya defendido o se vaya a defender desde 
esta tribuna una iniciativa legislativa con menos con- 
tenido, carga o significación política, ideológica o par- 
tidista que esta proposición de ley de bases de 
protección de los animales. Hay determinadas cuestio- 
nes... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE Un momento, señor López 
Valdivielso. (Pausa) Cuando quiera. 

El señor LOPEZ VALDIVIELSO Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Decía que hay determinadas cuestiones, y ésta es pa- 
radigma de ello, que no responden en absoluto a pun- 
tos de partida o a posicionamientos políticos o 
ideológicos. Al igual que sé es alto o bajo, listo o tonto, 
honrado o corrupto, independientemente de la ideolo- 
gía o el credo que se profese, ante cuestiones como la 
que plantea esta proposición de ley, tampoco las ideo- 
logías juegan papel alguno. Se trata, simplemente, de 
tener o no sensibilidad suficiente, de ser civilizado o 
no serlo en el más amplio sentido de la expresión; de 

ser inteligente o no serlo, porque eso sí que marca di- 
ferencias, pues para tener determinadas sensibilidades 
sí es necesario estar dotado de cierta inteligencia, y uti- 
lizo la expresión inteligencia aquí en el más estricto sen- 
tido de la palabra. 
Lo que se pretende con esta proposición de ley es que 

efectiva y prácticamente haya en España una norma ju- 
rídica, una ley que proteja a los animales; es necesario 
que una ley proteja a los seres irracionales de los exce- 
sos de los racionales. Esta es la idea, éste es el objeti- 
vo, la finalidad de esta iniciativa. Así, tan simple, tan 
sencillo: que una norma jurídica proteja a los animales. 

Somos conscientes de que la legislación sobre esta 
materia es competencia de las comunidades autóno- 
mas. Esa es la razón por la que presentamos una ley 
de bases que sirva de pauta para las iniciativas legisla- 
tivas que puedan surgir a partir de ahora y que, en to- 
do caso, tal y como se recoge en la disposición adicional 
primera, sea supletoria de las dictadas o que puedan 
dictar en el futro las comunidades autónomas, y que 
lo harán, naturalmente, en el ejercicio de sus compe- 
ten c i a s. 

Como sabe el señor Presidente, ya hay comunidades 
autónomas que han legislado sobre la materia. Esta pro- 
posición de ley es compatible con todas ellas, por lo que 
no hay razón para pensar que pudiese llegar a plantear- 
se ningún tipo de conflicto, siendo en todo caso la pre- 
sente proposición de ley lo suficientemente amplia y 
flexible como para poder asegurar que no es previsi- 
ble que se pudiese plantear ningún problema de incom- 
patibilidad o competencias. 

La exposición de motivos del texto, cuya toma en con- 
sideración sometemos a esta Cámara, refleja claramen- 
te las razones por las que consideramos necesaria esta 
iniciativa. Se trata de cubrir un vacío legislativo, sobre 
todo en una serie de cuestiones que están reguladas en 
cualquier país civilizado, cual es la protección de los 
animales, así como unificar toda una serie de normas 
y disposiciones dispersas por nuestro ordenamiento ju- 
rídico, ordenándolas y agrupándolas en un mismo tex- 
to legal. 

Otro de los objetivos de esta proposición de ley lo 
constituye la necesaria adaptación a la realidad espa- 
ñola de las directivas y reglamentos promulgados por 
la Comunidad Europea, cuya necesaria y obligatoria 
aplicación precisa de un marco legislativo adecuado 
que haga viables y efectivas las medidas contenidas en 
la legislación comunitaria. 

España es uno de los pocos países del mundo occi- 
dental que todavía no tiene en vigor una ley de bases 
de protección animal, disponiendo, por el contrario, co- 
mo decía, de una legislación en este sentido confusa, 
dispersa e incompleta, que ocasiona su no cumpli- 
miento. 

El espíritu de esta proposición, basada en la Decla- 
ración Universal de los Derechos del Animal de la 
UNESCO y en las legislaciones europeas más avanza- 
das, es el de consagrar en nuestra nación una nueva éti- 
ca del comportamiento y respeto debido a los animales 
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en general y a los domésticos en particular, consagran- 
do su derecho a una vida digna comos seres vivos que 
son y, en su caso, a una muerte indolora y carente de 
sufrimiento. 

Es cierto que hay quien plantea dudas sobre la opor- 
tunidad, sobre la propiedad de la expresión «derechos 
de los animales), pero es para mí, a estos efectos, una 
cuestión poco importante; es una polémica inútil en la 
que, desde luego, yo no voy a entrar. 

Está claro que un árbol, un río, una flor no son suje- 
tos de derecho uper se» y, sin embargo, nadie duda en 
calificar como una barbaridad talar el árbol, pisar la 
flor o contaminar el río y, por tanto, en prohibir que 
se tale el árbol, se pisotee la flor o se contamine el río. 
Al menos por las mismas razones -por muchas más 
creo yo, pero al menos por las mismas- no puede ad- 
mitirse que impunemente se maltrate a un animal. 

El artículo 1P de la proposición, que tiene por obje- 
to establecer normas adecuadas para la protección de 
los animales domésticos, contiene, en particular, regu- 
lación específica para la de los animales de compañía, 
debiendo entenderse como tal -por animales 
domésticos- aquellos pertenecientes a especies que el 
hombre cría y mantiene y de los cuales obtiene recur- 
sos y compañía. Queda, por tanto, excluida del ámbito 
de esta ley la protección y conservación de la fauna sil- 
vestre y de las especies de aprovechamiento piscícola 
y cinegético, materias ambas reguladas ya por su co- 
rrespondiente legislación específica. Constituye esto, se- 
ñor Presidente, un argumento más a favor de la 
necesidad de una iniciativa como ésta. Hay una ley de 
especies protegidas que se ocupa de determinadas es- 
pecies salvajes. Digo que es un argumento más, pues 
no hay razón para que la ley proteja al águila perdice- 
ra y no se dé la misma protección a la oveja churra, al 
gato de angora o al mastín de los Pirineos. 

La proposición de ley, a través de su articulado, se 
refiere, a nuestro juicio, de una forma detallada a to- 
das aquellas cuestiones que una ley de estas caracte- 
rísticas debe regular. Así, por lo que se refiere a los 
animales de compañía, regula todo lo relativo a su te- 
nencia, registro y documentación, vacunaciones y con- 
diciones higiénico-sanitarias, así como a su comercio, 
con prohibición expresa de su venta ambulante y de su 
venta a menores de edad. Recoge cuestiones tan impor- 
tantes como los medios y las condiciones que habrán 
de tenerse en cuenta para su transporte, dependiendo 
de las diferentes especies y razas, y las condiciones que 
habrán de reunir los locales destinados a acogerles, así 
como las condiciones en que tendrá que producirse su 
sacrificio, que será en todo caso por métodos indolo- 
ros, que produzcan la muerte instantánea, que se lleve 
a cabo previo aturdimiento y siempre bajo control ve- 
terinario. 

Estas cuestiones son importantes porque conviene se- 
ñalar que en la Comunidad Económica Europea existe 
en la actualidad una fuerte corriente de opinión en fa- 
vor no sólo de la protección de los animales de compa- 
ñía -que ya se viene defendiendo desde hace gran 

número de años-, sino de los que el hombre obtiene 
recursos. Así en el seno de la Comunidad Económica 
Europea se están estudiando y dictando normas, a tra- 
vés de las correspondientes directivas, para proteger los 
derechos de los animales de granja, de tal forma que 
se establezca una superficie mínima por cada animal 
que está estabulado; se prohíbe que dicho animal esté 
inmovilizado, y así se exige el establecimiento de par- 
ques para facilitar la movilidad de estos animales. 

Igualmente se está legislando en favor de estos ani- 
males -como decía antes- en relación con su trans- 
porte, exigiéndose una superficie mínima por animal 
en los camiones o vagones de transporte, un número 
de horas máximo de viaje, un número de abrevaderos 
suficientes para que el ganado pueda beber durante el 
transporte, etcétera. Finalmente, también se están to- 
mando decisiones legislativas importantes en relación 
con el sacrificio, en los términos en los que antes me 
he expresado. Todo esto lo contempla la proposición de 
ley cuya toma en consideración estamos debatiendo. 

En sus distintos capítulos del título referido a los ani- 
males de compañía, se refiere la proposición al aban- 
dono de los mismos y a los centros de recogida, a los 
establecimientos para su mantenimiento temporal, a los 
de cría y venta, así como a la regulación de la creación 
de un censo, a la inspección y a la vigilancia. 

Quiero hacer especial mención de la importancia que 
esta proposición presta a las asociaciones de protección 
y defensa de los animales, ya que les encomienda una 
serie de cometidos y que bajo el oportuno control de 
la Administración colaborarían de manera decisiva en 
el desdarrollo y puesta en práctica de la ley. 

He querido, señor Presidente, dejar casi para el final 
de mi intervención lo que puede ser el aspecto más po- 
lémico de esta iniciativa. El artículo 4." prohíbe la uti- 
lización de animales en espectáculos, como reclamo o 
en exhibiciones, fiestas populares y otras actividades 
que impliquen crueldad o maltrato y puedan ocasionar- 
les daño o sufrimiento. Está claro, señor Presidente, que 
uno, le guste o no le guste personalmente, no puede ol- 
vidar en qué país estamos y que la fiesta llamada na- 
cional consiste en la lidia y muerte de un toro, por lo 
que cualquier intento de legislación referido a la pro- 
tección de los animales en este país ha de hacer excep- 
ción expresa de la fiesta de los toros. Así lo hace esta 
proposición de ley, que excluye expresamente de la pro- 
hibición las corridas de toros que se celebren en los tér- 
minos que establece la propia proposición y de acuerdo 
con el reglamento taurino correspondiente. También ha- 
ce una excepción con otra tradición muy arraigada, cua- 
les son los encierros en las fechas y localidades donde 
vengan celebrándose, siempre y cuando en el transcurso 
de los mismos no se dañe o maltrate a los animales. 

Respecto a otra cuestión, como es el tiro de pichón, 
sobre la que me ha llegado alguna inquietud, quiero de- 
cir que si bien algunas comunidades autónomas lo re- 
gulan en su legislación específica, nosotros lo hemos 
excluido porque consideramos que entra más en lo que 
podía clasificarse como deporte de la caza y, por con- 
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siguiente, creemos que no tiene especial encaje en esta 
proposición. 

Estamos, pues, ante una proposición de ley realista, 
nada radical, nada fanática, señor Presidente, que qui- 
zá por eso no guste a determinados sectores, a unos por- 
que consideren que no llega y a otros porque, como en 
las siete y media, estimen que se pasa, pero creo que 
es una iniciativa que puede ser apoyada y aceptada por 
todos. Somos conscientes de que estamos ante una ley 
cuya aplicación no va a estar exenta de dificultades, an- 
te una ley cuyo cumplimiento implica la necesidad de 
una concienciación y una educación ciudadana que ten- 
dría que ir moldeándose. Estoy absolutamente seguro 
de que la gran mayoría de los ciudadanos considera 
inadmisible e inaceptable que se maltraten animales 
como motivo de diversión, que la agonía y la muerte 
de un animal nunca pueda ser un espectáculo popular, 
pero también sé que va a ser difícil llevar esto al áni- 
mo de algunas minorías. 

La más dura sensibilidad -o quizá habría que decir 
insensibilidad-, la más mínima sensibilidad hace acon- 
sejable que la tortura de un animal, sea éste toro, vaca, 
burro, cabra o gallo, no sea un ningún caso motivo de 
diversión. Vive el mundo y también afortunadamente 
España una época de especial sensibilidad hacia las 
cuestiones del medio ambiente: la ecología, la defensa 
y el respeto de la naturaleza. Hoy se da la paradoja de 
que en las escuelas se enseña a apreciar y a respetar 
la naturaleza, las plantas y los animales. Pues bien, esos 
niños, a los que tratamos de inculcar esas enseñanzas, 
no pueden dejar de sorprenderse, estoy seguro, de que 
el acontecimiento más importante, el plato fuerte de 
muchas de las fiestas de sus pueblos sea torturar a un 
animal en la plaza pública. 

Señor Presidente, he dicho que esta no es una propo- 
sición radical. Es cierto que no va contra nada ni con- 
tra nadie, pero en esto sí es necesario incluso que los 
que aquí estamos, que somos todos o al menos una gran 
mayoría unos políticos moderados, seamos radicales en 
esta cuestión, y no podemos seguir permitiendo que ba- 
jo el eufemismo de una pretendida cultura popular se 
sigan haciendo salvajadas con animales. Yo pido su voto 
para esta iniciativa. Ni que decir tiene que, de ser to- 
mada en consideración, es una iniciativa abierta a cual- 
quier planteamiento o enmienda que sirva para que esta 
proposición, en su día ley, si SS. SS. así lo estiman, pue- 
da ser la iniciativa de todos y que sirva para que tam- 
bién en esto estemos un poco más cerca de 
sensibilidades más acordes con los tiempos que 
vivimos. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor López Valdi- 

¿Turno en contra? (Pausa.) 
¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) 

vielso. 

Por el Grupo Parlamentario del CDS, tiene la pala- 
bra el señor Ferrer. 

El señor FERRER GUTIERREZ Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señoras y señores Diputados, intervengo para fijar 
la posición de mi Grupo Parlamentario, Centro Demo- 
crático y Social, en relación con la proposición de ley 
de bases de protección de los animales, que ha presen- 
tado el Grupo Parlamentario Popular. 

La proposición de ley que debatimos esta tarde, se- 
ñorías, tiene por objeto, como dice su propio artículo 
l?, establecer las normas adecuadas encaminadas a la 
protección de los animales domésticos y, en particular, 
contener la regulación específica para los animales de 
compañía. 

Este objetivo, es decir, la protección de los animales, 
en la opinión de mi Grupo Parlamentario, es comparti- 
do por gran parte de la sociedad, que repudia y desa- 
prueba comportamientos crueles con los animales que 
les puedan producir daños o sufrimientos. Mi Grupo 
Parlamentario sintoniza con este sentimiento genera- 
lizado y, por tanto, estará a favor de las medidas que 
puedan tomarse en este sentido. Por ello, esta proposi- 
ción de ley creemos que es conveniente y va a contar 
con el voto favorable de Centro Democrático y Social, 
aunque nos parece dudosa en algunos de sus aspectos 
y esperamos que, si es tomada en consideración por esta 
Cámara, con las aportaciones de los Grupos Parlamen- 
tarios podría ser realmente mejorada. 

El espíritu y la letra de esta proposición de ley van 
encaminados a garantizar una vida digna para los ani- 
males domésticos y de compañía, la defensa y protec- 
ción de los mismos y evitarles los malos tratos. Esto, 
a nuestro juicio, como decía antes, es la opinión mayo- 
ritaria de la sociedad. En esta misma línea de protec- 
ción a los animales, conviene recordar que algunas 
comunidades autónomas, a través de sus respectivos 
parlamentos, han aprobado leyes que van en este sen- 
tido, es decir, leyes de protección de los animales. Así, 
tenemos el caso del Parlamento de Cataluña, que en fe- 
brero de 1988 aprobó una ley en este sentido, e igual- 
mente en el año 1991 el Parlamento de Canarias 
también aprobó una ley de protección de los animales. 

Quiero recordar aquí que mi propio Grupo Parlamen- 
tario, Centro Democrático y Social, en la anterior legis- 
latura, concretamente en el año 1989, presentó a esta 
Cámara una proposición de ley sobre protección de ani- 
males en peligro de extinción y sobre la protección de 
los hábitat, de la flora y fauna. Es clara, por tanto, se- 
ñorías, la coincidencia de interés en dictar las normas 
de protección y salvaguarda de los animales que llene 
el vacío legislativo de carácter general que tenemos al 
respecto. 

Por estas razones, se observa gran coincidencia en es- 
ta proposición de ley con las que he citado anteriormen- 
te de los parlamentos de Canarias y Cataluña en 
relación con la protección de los animales. Van en la 
misma dirección, incluso las disposiciones generales, 
los títulos y el articulado son prácticamente coinciden- 
tes en algunos casos, concretamente, en el título corres- 
pondiente a infracciones y sanciones, la cuantía de las 
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mismas son muy parecidas, por no decir iguales, si bien 
observamos que la ley de protección de animales apro- 
bada por el Parlamento catalán es más amplia, ya que 
tiene algunos títulos que se refieren exclusivamente a 
la fauna autóctona y a la no autóctona. 

Hay que destacar también, señorías, que, en el ante- 
proyecto del nuevo Código Penal, uno de sus artículos 
recoge sanciones para los que maltrataren cruelmente 
a los animales domésticos o cualesquiera otros en es- 
pectáculo no autorizado legalmente, ofendiendo los sen- 
timientos de los presentes. 

Como vemos, repito, hay un interés generalizado en 
regular la protección de los animales. 

Por otra parte, señorías, nos encontramos ante la ne- 
cesidad de adaptar la realidad española a la normati- 
va existente en la legislación comunitaria. Hay 
reglamentos y directivas en defensa de los animales, 
si bien referidos a aspectos y situaciones concretas, 
como pueden ser el transporte de ganado para ma- 
tadero, el propio sacrificio del ganado y el man- 
tenimiento en jaulas de ganado de producción. En es- 
te sentido, hay que reconocer que, si bien la Co- 
munidad sólo posee competencias.jurídicas sobre un 
ámbito muy restringido en esta materia, tiene au- 
toridad moral suficiente, al igual que la tiene en las 
cuestiones referentes a los derechos humanos, para 
hacer un llamamiento o recomendación a los Esta- 
dos miembros de la Comunidad para que adopten las 
disposiciones pertinentes de protección y defensa de 
los animales. Hay, en este sentido, resoluciones de la 
Comunidad instando a los Estados miembros a tener 
la legislación necesaria en materia de protección de 
animales. Hay que recoger, por tanto, los principios 
de respeto y defensa sujetos a los tratados y conve- 
nios internacionales. En este sentido, SS. SS. cono- 
cen la Declaración Universal de los Derechos de los 
Animales, promulgada en el año 1987. 

En resumen, señorías, hay un sentimiento ético en la 
sociedad que demanda se dicten las medidas necesa- 
rias encaminadas a una protección, y ello hace oportu- 
na y conveniente una regulación que permita y 
posibilite esa defensa y protección. 

Por ello, señor Presidente, señorías, reitero la opinión 
de mi Grupo en favor de esa normativa en defensa 
y protección de los animales, ya plasmada en algu- 
nas comunidades autónomas, como decía anterior- 
mente, y en razón de que las propuestas comunita- 
rias van por ese camino y que el sentir generalizado 
de la opinión pública española, de la que esta Cáma- 
ra es representante y portavoz, demandan también 
en la misma dirección. Por todo ello, señorías, señor 
Presidente, nuestro Grupo Parlamentario, CDS, va a 
votar favorablemente esta proposición de ley. Lógica- 
mente, si la misma fuera tomada en consideración, 
tendrá carácter supletorio ante las disposiciones 
dictadas por las comunidades autónomas o las que en 
su día puedan dictar en el uso legítimo de sus compe- 
tencias. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ferrer. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra el señor Caballero. 

El señor CABALLERO CASTILLO: Señor Presidente, 
señorías, voy a fijar brevemente la posición de Izquier- 
da Unida-Iniciativa per Catalunya. Anunciamos de en- 
trada nuestro voto favorable a la proposición de ley que 
presenta el Grupo Popular sobre bases de protección 
de los animales. 

Nosotros entendemos que es una ley necesaria. Cree- 
mos que la proposición de ley presentada está bien es- 
tmcturada en su articulado y es necesaria por el vacío 
existente, como contempla la proposición de ley que de- 
batimos, sobre protección de los animales domésticos 
y especialmente de los animales de compañía. Con es- 
ta proposición de ley -y tenemos la esperanza de que 
será apoyada favorablemente por todos los grupos- en- 
tendemos que vamos a ganar todos los ciudadanos, van 
a sentirse en mejores condiciones los propietarios de 
los animales y, fundamentalmente, la vida de los ani- 
males en cuestión. Por todo ello, creemos que la pro- 
posición de ley es oportuna, interesante y beneficiosa 
y éstas son las razones fundamentales por las que la 
vamos a apoyar. No obstante, en Comisión tendremos 
ocasión de mejorar algunas de las imprecisiones que 
se contemplan y algunas lagunas en la redacción del 
articulado y de hacer que la ley sea más completa pa- 
ra que la apoye el conjunto de la Cámara. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Caballero. 
Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 

palabra el señor Vidal. 

El señor VIDAL 1 SARDO: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, intervengo para fijar la posición 
del Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i Unió), 
respecto a la toma en consideración de la proposición 
de ley de protección de los animales. Quiero adelantar 
que nuestro voto será favorable a su admisión a trámi- 
te, a pesar de las muchas discrepancias que mantene- 
mos respecto a su texto. Nuestro voto será favorable no 
sólo porque habitualmente apoyamos todas las propo- 
siciones de ley que se presentan debidamente justifi- 
cadas, y ésta lo es, sino por todo un conjunto de razones 
que citaré. 

En nuestra civilización industrial muchas especies 
animales cumplen una función importantísima en re- 
lación con la vida del hombre, que trasciende de los as- 
pectos meramente económicos de provisión de 
alimentos y de otros aprovechamientos para influir de- 
cisivamente en la mejora de la calidad de vida y para 
compensar, por ejemplo, con los animales de compa- 
ñía, el progresivo alejamiento de los ciudadanos del me- 
dio natural. Esta necesidad de mantener vínculos con 
los animales domésticos ha dado lugar en las grandes 
ciudades a un aumento muy considerable de la adqui- 
sición de animales de compañía, pero en muchas oca- 
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siones sin asumir sus propietarios, tal vez por desco- 
nocimiento, todas las responsabilidades que derivan de 
poseer y convivir con un animal. 

Esta relación del hombre con los animales domésti- 
cos ya está regulada en nuestro país por leyes y por nor- 
mativas de rango inferior, como la relativa al 
aturdimiento previo al sacrificio, la de protección de 
las gallinas ponedoras, la de transporte de animales, 
etcétera, pero es una legislación de aspectos parciales, 
inconexos entre sí, que es preciso completar y unificar 
en un solo texto para que permita una protección y de- 
fensa efectiva y real de los animales. 

La necesidad de tener un texto de estas característi- 
cas ha hecho que algunas comunidades autónomas, tal 
como se ha dicho ya desde esta tribuna, hayan legisla- 
do en el ámbito de sus competencias, adaptando sus tex- 
tos a las directrices de las legislaciones internacionales, 
a las resoluciones de las comisiones del Parlamento 
Europeo y a los convenios internacionales suscritos por 
nuestro país. 

Es, pues, necesario y oportuno que el Congreso de los 
Diputados tramite una ley que recopile en un solo texto 
toda la normativa dispersa y que abarque toda la amplia 
problemática de relación del hombre con los animales 
domésticos, con las especies que son protagonistas de los 
festejos ancestdes lúdico-deportivoctudes, con las es- 
pecies sujetas a explotaciones ganaderas y con las espe- 
cies de compañías, poniendo atención especial a sus 
necesidades etológicas, a la reproducción, nacimiento, 
transporte, sacrificio, etcétera, asegurándoles los cuida- 
dos mínimos y arbitrando los mecanismos de inspección 
y el régimen sancionador. 

Mi Grupo valora positivamente el énfasis especial que 
la proposición de ley pone en los aspectos divulgativos 
y educativos, sin los cuales no se lograría el incremen- 
to del respeto y aprecio de los ciudadanos hacia la vi- 
da de los animales, que es el gran objetivo de esta 
proposición de ley. Si prospera su toma en considera- 
ción, el Grupo Parlamentario Catalán de Convergencia 
i Unió participará con numerosas enmiendas para la 
mejora de varios aspectos del texto actual. Por ejem- 
plo, a nuestro juicio, la ley debería distinguir mejor en- 
tre el animal doméstico y el de compañía, y debería 
incluir a los animales salvajes no domésticos que cada 
vez conviven más con los seres humanos. La proposi- 
ción de ley, al excluir tratar de los aprovechamientos 
piscícolas, deja sin regulación todo el capítulo de los 
peces de acuario. Cuando habla de prohibición de rea- 
lizar mutilaciones, excepto por motivos sanitarios o fun- 
cionales, no soluciona, por ejemplo, los cortes de cola 
y orejas de determinadas razas de perros y de los cuer- 
nos de algunos bovinos. 

La obligatoriedad del aturdimiento previo al sacrifi- 
cio del animal no prevé la excepción de los animales 
deestinados a sacrificios religiosos de algunos ritos co- 
mo por ejemplo el de los musulmanes, que la prohíben 
expresamente. 

La proposición de ley no aclara tampoco si la prohi- 
bición de sacrificar animales fuera de locales apropia- 

dos alcanza a los animales sacrificados en la propia 
granja para consumo familiar del agricultor o ganadero. 
Tampoco entendemos la prohibición absoluta de la ten- 
dencia de animales en solares y terrazas, y nos parece 
una exigencia innecesaria que para salir a la calle un ani- 
mal de compañía, además de la placa de indentificación, 
deba ir provisto de documento de identidad, de cartilla 
sanitaria y del recibo fiscal de que está al corriente de 
pago de los arbitrios municipales. En contraste con esta 
exigencia, a nuestro juicio desmesurada, no voy a recor- 
dar al Grupo proponente su posición opuesta a la exigen- 
cia de la nueva Ley de Seguridad Ciudadana de que los 
ciudadanos fueran obligatoriamente portadores de algún 
documento de identificación porque me parece que aquí 
sí podríamos hallar alguna aproximación. 

Pensamos que la esterilización de animales como ope- 
ración quirúrgica que es debe ser realizada directamen- 
te por los veterinarios, no sólo bajo su control, como 
dice la proposición de ley. 

Mi Grupo tiene un profundo respeto por la labor al- 
truista de las asociaciones protectoras de animales y 
por la gran sensibilidad y dedicación de las personas 
que las integran, y precisamente por esto dudamos de 
que aceptenla imposición de la proposición de ley a 
los ayuntamientos, artículo 12.2, de otorgarles obliga- 
toriamente a las asociaciones el servicio de recogida 
de animales abandonados. 

Pero no es éste el lugar ni el momento apropiado pa- 
ra ser exhaustivos en la relación de las discrepancias. 
Permítanme añadir, no obstante, sólo la que es a mi jui- 
cio la más grave contradicción en que incurre la pro- 
posición de ley, a pesar de que el portavoz del Grupo 
Popular la haya negado. Por una parte, la disposición 
adicional primera autodefine la ley como supletoria de 
las dictadas o que dictaren las comunidades autónomas 
y, por otra, la disposición adicional tercera les ordena 
que sancionen según las disposiciones de esta ley. Re- 
corta las competencias autonómicas al recuperar para 
el Gobierno central la elaboración del registro estatal 
de asociaciones de defensa y protección de animales, 
y, como «guinda», la disposición transitoria segunda 
obliga, como si se tratare de una ley orgánica, a la rees- 
tructuración administrativa de las comunidades autó- 
nomas para adecuarla a las disposiciones de esta ley. 

En fin, señorías, a pesar de todas nuestras discrepan 
cias y reticencias respecto al texto, seguiremos pensan- 
do que es absolutamente necesaria una ley de protec- 
ción de los animales y que puede aprovecharse esta 
proposición debidamente corregida. Y en demostración 
de nuestra voluntad política de que el ordenamiento ju- 
rídico del país debe enriquecerse con una ley de defensa 
y protección de los animales, como la tienen la mayo- 
ría de los países desarrollados, votaremos a favor de 
su toma en consideración. 

Nada más, muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Vidal. 
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor 

Lloret. 
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El señor LLORET LLORENS: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Voy a intervenir para fijar la posición del Grupo Par- 
lamentario Socialista en la toma en consideración de 
esta proposición de ley que pretende regular las bases 
de protección de los animales y que ha defendido des- 
de esta tribuna el señor López Valdivielso. Y para que 
no haya lugar a equívocos, quisiera en primer lugar ma- 
nifestar desde aquí la posición del Grupo Parlamenta- 
rio Socialista, absolutamente sensible a la protección 
de los animales, de los animales domésticos, de los ani- 
males de compañía y, por supuesto también, de aque- 
llos otros como puedan ser los animales productivos 
en lugares de explotación. Y manifestamos asimismo 
lo que es el rechazo y la repugnancia que nos produ- 
cen determinados festejos bárbaros que aún tienen lu- 
gar en la realidad en nuestro país. 

Dicho esto, queremos saludar lo que es la loable 
intención con que el Grupo proponente, el Grupo Po- 
pular, eleva a la Cámara esta proposición de ley. Pe- 
ro, a renglón seguido, tenemos que manifestar y lamen- 
tar las dificultades que, desde la perspectiva del Gru- 
po Parlamentario Socialista, vemos en orden a hacer 
viable la toma en consideración de esta proposición 
de ley. 

Porque la cuestión central, señorías, es que, básica- 
mente, el único título que el Estado puede alegar co- 
mo competencia1 para abordar esta materia es el de la 
sanidad, sanidad humana o sanidad animal. Los restan- 
tes son competencias de desarrollo, de ejecución de las 
comunidades autónomas y no nos parece legítimo ni 
adecuado suplantar la voluntad de las comunidades 
autónomas en regular esta materia. 

El Grupo Popular lo que ha hecho en esta proposi- 
ción de ley ha sido reproducir casi íntegramente el texto 
de una ley aprobada en un Parlamento autónomo, que 
es el de la Asamblea de Madrid, y trasladarnos sus con- 
tenidos. Yo no voy a entrar, lógicamente, en lo que son 
contenidos sustantivos, precisamente por el respeto que 
me merecen otras Cámaras y, en concreto, la Asamblea 
de Madrid y que el proponente ha explicado muy bien 
desde la tribuna. Sí voy a entrar, lógicamente, en las 
razones que he señalado de competencia, que son las 
que me parecen claves a la hora de emitir y pronunciar 
un juicio en relación con esta proposición. 

Desgraciadamente, en esta cuestión no han estado ex- 
cesivamente afortunados los autores de la proposición 
de ley, porque, como ya ha dicho el portavoz del Grupo 
Catalán, se nos dice, de una parte, que estamos ante una 
ley de bases y, en la disposición adicional primera, cu- 
riosamente, se niega este carácter y la califica como su- 
pletoria en su totalidad. Aclárense, o una cosa o la otra; 
o una ley de bases o una ley supletoria, porque son co- 
sas distintas. 

Podemos ver, asimismo, en el texto propuesto, en las 
partes que no hacen referencia al texto copiado de la 
Asamblea de Madrid, que hay prescripciones que en- 
tran de lleno en materias en las que el Estado tiene com- 
petencias para dictar bases y en las que el pretendido 

carácter supletorio de la ley niega esta competencia. 
(Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Lloret. 
(Pausa.) Cuando quiera. 

El señor LLORET LLORENS: Gracias, sefior Pre- 
sidente. 

Estaba diciendo que el texto contiene prescripciones 
que entran de lleno en materias en las que el Estado 
tiene competencias para dictar bases, como las referi- 
das a la sanidad humana o animal, único título compe- 
tencial -decía al principio de mi intervención- para 
justificar una proposición de ley en esta materia. De 
igual manera, al pretender regular temas como la de- 
fensa de los consumidores con carácter supletorio, ello 
nos lleva a una grave incorrección jurídica, ya que no 
todas las comunidades autónomas tienen competencia 
normativa en la materia, pudiendo ser en este caso los 
preceptos de aplicación directa. 

La proposición de ley, por otra parte, impone o pre- 
tende imponer obligaciones a las comunidades autóno- 
mas -lo dice en su disposición adicional segunda-, 
e incluso a las corporaciones locales, no previendo en 
este último caso dicha imposición de obligaciones la 
correlativa financiación del gasto que a aquellas aca- 
rreen las funciones encomendadas que, como deberían 
saber los autores de la proposición, exige la legislación 
de régimen local, con lo cual nos encontraríamos ante 
una mera carga sin contraprestación, inasumible por 
la Administración local. 

En cuanto al ámbito de aplicación, sería también dis- 
cutible si es el contenido de la proposición referido a 
animales domésticos o animales de compañía o amplia- 
ble a otros posibles supuestos. Hay que decir, pues, que 
esta materia, la protección de animales, ha tenido ya 
un amplio desarrollo legislativo en donde debe tener- 
lo, en las comunidades autónomas, en los parlamentos 
autónomos. Ya hay varias leyes, como la indicada de Ma- 
drid, también la catalana, la de Murcia, la de Canarias 
y la de Castilla-La Mancha, y en Galicia también está 
en estos momentos en elaboración, y yo creo que ese 
es el camino correcto y adecuado para responder a esa 
idea de inteligencia y de civilidad que reclamaba el por- 
tavoz del Grupo Popular, que es, efectivamente, que 
quien tiene que regular la materia la regule correcta- 
mente y con prontitud, y en este caso, sin duda, son las 
comunidades autónomas. 

Pero el Estado no es insensible a este tema de la pro- 
tección de animales. El Estado está regulando aspec- 
tos contemplados en la proposición al trasponer 
directivas comunitarias, como por ejemplo la referida 
al aturdimiento de animales previo al sacrificio o la re- 
lativa a previsiones de protección de animales utiliza- 
dos para experimentación, en los correspondientes 
decretos, y ello creo que es un dato que permite com- 
probar lo que es una diligencia por parte del Gobierno 
de la nación en ser sensible a este tema de protección 
de los animales; también incorporando, como por ejem- 
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plo se hace en la orden ministerial de 9 de abril de 1990, 
del Ministerio de Asuntos Exteriores, el importante 
Convenio europeo de protección de animales. Y se ha 
citado ya, tenemos un punto de referencia que sí corres- 
ponde a esta Cámara, importante, y que, desde luego, 
por su rotundidad y su claridad sitúa perfectamente el 
tema. Es la referencia al artículo 598 del antepreoyec- 
to del Código Penal, el cual nos dice que se castigue con 
la pena de multa de diez a sesenta días a los que mal- 
tratasen cruelmente a los animales domésticos o a cua- 
lesquiera otros en espectáculos no autorizados 
legalmente. 

Concluyo, señor Presidente. En cualquier caso enten- 
demos que la materia que se nos ha planteado excede, 
como he señalado al principio de mi intervención, al 
nivel de competencias atribuibles al Estada Es una ma- 
teria propia de desarrollo de las comunidades autóno- 
mas y en el desarrollo de lo que es normativa con 
competencias transferidas. Creemos que precisamen- 
te por respetar estas competencias, por respetar el texto 
copiado por parte del Grupo Popular, que nos parece 
muy buen texto el de la Asamblea de Madrid, no debe- 
mos entrar en lo que es una cuestión en la que, afortu- 
nadamente, lo que no se desarrolle por las comunidades 
autónomas está suficientemente bien cubierto en estos 
momentos por normativa estatal, cumplimiento de di- 
rectivas comunitarias y también en previsiones de im- 
portantes reformas legislativas como es la del Código 
Penal y la moderna visión, en este sentido, de la nece- 
saria, adecuada y correcta protección de los animales 
domésticos y de los animales de compañía. 

Nada más, señor Presidente, y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Lloret. 
Vamos a proceder a la votación. 
Votación para la toma en consideración de la propo- 

sición de ley del Grupo Popular sobre bases de protec- 
ción de los animales. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: v e  
tos emitidos, 241; a favor, 103; en contra, 137; absten- 
ciones, una. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada la toma en 
consideración. 

- SOLICITUD DE CREACION DE UNA COMISION 
DE INVESTIGACION RELATIVA AL GRUPO IBER- 
CORP (Número de expediente 152/000015) 

El señor PRESIDENTE Al amparo de lo dispuesto 
por el artículo 68.1 del Reglamento de la Cámara, se so- 
mete al Pleno la solicitud formulada por 81 señores Di- 
putados del Grupo Popular de que se incluya en el 
orden del día de la presente sesión plenaria un nuevo 
punto consistente en la solicitud formulada por 82 se- 
ñores Diputados del Grupo Popular de creación de una 

comisión de investigación relativa al grupo Ibercorp. 
(El señor Martín Toval pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Martín Toval. 

El señor MARTIN TOVAL: Señor Presidente, es por 
precisar, porque no me ha parecido oírlo de las pala- 
bras de S. S. Parece que esta inclusión que se solicita 
lo es en sustitución de la primera de las proposiciones 
no de ley que hay en el orden del día. 

El señor PRESIDENTE Efectivamente, el Grupo Po- 
pular ha expresado su intención de retirar la proposi- 
ción no de ley que figura como número 3 en el apartado 
11 del orden del día. 

En el supuesto de que se aceptase la inclusión de es- 
te punto en el orden del día, se debatiría en el momen- 
to correspondiente a la tramitación del punto que acabo 
de señalar. 

Comienza la votación (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 250; a favor, 248; en contra, uno; absten- 
ciones, una. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobada la inclusión 
en el orden del día del punto indicado, que se tramita- 
rá una vez concluido el debate relativo a la siguiente 
proposición de ley. 

TOMA EN CONSIDERACION DE PROPOSICIONES 
DE LEY (Continuación): 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE IZQUIERDA 
UNIDA-INICIATIVA PER CATALUNYA, POR LA 
QUE SE MODIFICA EL ARTICULO 73 DE LA LEY 

MEN ELECTORAL GENERAL (ORGANICA) (Expe- 
diente número 122/000094) 

ORGANIZA 511985, DE 19 DE JUNIO, DEL REGI- 

El señor PRESIDENTE Proposición de ley del Gru- 
po de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, por la 
que se modifica el artículo 73 de la Ley Orgánica 511985, 
de 19 de junio, del Régimen Electoral General. 

Tiene la palabra el señor Núñez. (El señor Vicepresi- 
dente, Muñoz García, ocupa la Presidencia). 

El señor NUÑEZ CASAL: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, aunque es breve la proposición de ley que 

formula Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, su 
brevedad no es en absoluto obstáculo para la notable 
importancia que tiene. 

Creemos que ha sido un acierto el reconocimiento del 
voto por correo en nuestra normativa electoral, pero es- 
te acierto debe ir acompañado por una rigurosa regu- 
lación del mismo para evitar el fraude. Queremos dejar 
bien claro que estamos, por supuesto, convencidos de 
que el fraude no es generalizado en nuestro país, de que 
felizmente se han superado etapas históricas que qui- 
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zá pudieran ser resumidas con aquella famosa anécdota 
en la que se contaba que un candidato a Diputado Ile- 
gaba a su circunscripción y preguntaba a los campesi- 
nos: «Decidme, hijos míos, jcuánto dinero os ha dado 
el caradura de mi hermano para compraros el voto?» 
Y habiendo contestado los campesinos que tres pese- 
tas, él decía: «Tomad un duro, que es un tacaño mi 
hermano.» 

Superada esta situación, superada la situación de 
la sustitución de la voluntad del elector, y habiendo 
comprobado que la anécdota es evidentemente vieja 
y felizmente superada, queremos simplemente plan- 
tear esta proposición de ley con la voluntad de elimi- 
nar las posibles bolsas de fraude que todavía puedan 
existir. 

Parece claro que una de esas bolsas de fraude puede 
ser la deficiente regulación actual del voto por correo. 
Entendemos que el voto por correo debe asegurar, co- 
mo mínimo, las siguientes cosas: primero, la identidad 
del elector: segundo, debe ser un sistema eficaz en la 
remisión de la documentación al votante; tercero, tie- 
nen que existir fijados unos plazos razonables para la 
emisión del voto; cuarto, se debe garantizar el carácter 
personal y secreto del mismo y, quinto, debe estar tam- 
bién garantizada la pureza del sufragio. 

Pues bien, simplemente pretendemos que se establez- 
ca un sistema para el voto por correo semejante al con- 
templado cuando el elector deposita el voto en la mesa; 
es decir, que la remisión del voto se tenga que realizar 
de una manera pesonal por parte del elector. De esta 
manera, el funcionario de Correos, encargado de reci- 
bir esa documentación, esa expresión de la voluntad del 
elector, ese voto, podrá exigir al interesado la exhibi- 
ción del documento nacional de identidad, del pasapor- 
te o del permiso de conducir; en suma, el funcionario 
podrá comprobar la identidad del elector y se evitará 
de esta manera que su voluntad sea suplantada por otro 
o bien que otra persona aproveche este sistema para ex- 
presar una pluralidad de voluntades y, por tanto, que- 
brar de alguna manera la pureza del voto o bien utilizar 
un mecanismo claro de fraude. 

Estamos seguros de que al mismo tiempo que todos 
nos felicitamos porque esas épocas de fraude, a las que 
hacía referencia al principio de mi intervención, hayan 
quedado completamente desterradas, también vamos 
a estar de acuerdo en que es necesaria esta modifica- 
ción, que, aunque sea pequeña, es importante, y que la 
voluntad de todos los grupos coincide con la nuestra 
en que regular el voto por correo de manera que apa- 
rezca la transparencia y la limpieza, de que se cumpla 
correctamente la voluntad del elector, es algo que se 
va a plasmar hoy en una votación favorable a esta pro- 
puesta de ley. 

En esa confianza, en ese planteamiento, en esa con- 
vicción, mostramos de antemano nuestro agradecimien- 
to a la comprensión del resto de los grupos 
parlamentarios para la propuesta presentada por Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

jl’urno en contra? (Pausa.) 
jGrupos que desean fijar posición? (Pausa.) 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor Souto. 

cias, señor Núñez. 

El señor SOUTO PAZ: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, muy brevemente voy a fijar nuestra posi- 
ción en relación con la proposición de ley del Grupo 
Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa por Cata- 
luña relativa a la modificación del artículo 73 de la Ley 
Orgánica de Régimen Electoral General. 

En primer lugar, quisiéramos manifestar que el voto 
por correo es una cuestión que ha planteado problemas 
en las últimas elecciones, a pesar de mantener el prin- 
cipio de la limpieza en el proceso electoral. El voto por 
correo -y se ha señalado así en la Comisión de 
Investigación- ha sido motivo de irregularidades en 
algunos casos y ha dado lugar a algunos recursos in- 
terpuestos ante los tribunales de justicia. 

Así se puso de relieve también en alguna de las com- 
parecencias en el debate que tuvo lugar en la Comisión 
de Investigación del proceso electoral. Sin embargo, no 
se procedió a su reforma. Nos encontramos con el he- 
cho de que la reforma del propio sistema no es fácil, 
por algunas dificultades que el propio procedimiento 
del voto por correo lleva consigo. 

Por un lado, es un sistema que garantiza el derecho 
de voto a aquellos ciudadanos que no pueden acudir 
el día de la votación a las urnas; pero, al mismo tiem- 
po, sigue un sistema un tanto complejo que en ocasio- 
nes da lugar a que, iniciado el procedimiento del voto, 
por las dificultades que supone el que ese voto llegue 
hasta la mesa electoral, los ciudadanos no puedan votar. 

Según las informaciones que se dieron en el trámite 
de comparecencias en la Comisión, el 50 por ciento de 
los votos solicitados no llega a las urnas y, por tanto, 
se puede afirmar que el 50 por ciento de los ciudada- 
nos que eligen este procedimiento no puede hacer efec- 
tivo su derecho al voto. 

Por otro lado, plantea un problema adicional en la me- 
dida en que, siendo un tanto por ciento irrelevante el 
de aquellas personas que ejercen el derecho al voto por 
correo, sin embargo, en muchos casos deciden los es- 
caños que están en juego. Por tanto, habría que salva- 
guardar de forma muy cuidadosa este procedimiento 
electoral. 

En este sentido consideramos oportuna la presenta- 
ción de esta proposición de ley, si bien no podemos ol- 
vidar que entraña todavía algunas dificultades el 
planteamiento que se hace en el mismo texto. Por una 
parte, se resuelve uno de los problemas que conlleva 
el sistema actual, al exigir un procedimiento electoral 
para remitir el voto a la Mesa Electoral, que está esti- 
pulado en relación con la solicitud ante la oficina del 
censo. Sin embargo -y en el preámbulo del propio texto 
se señala-, se pretende la equiparación del voto por 
correspondencia con el voto en la Mesa Electoral; pero 
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hay un problema básico que no se resuelve con esta pro- 
posición de ley, dado que, en cualquier caso, no hay Me- 
sa Electoral. Es decir, frente a un órgano complejo, un 
órgano colegiado, como es la Mesa Electoral, que es el 
que recibe el voto, nos encontramos con que en el pro- 
cedimiento del voto por correspondencia sólo hay un 
funcionario que reciba el voto. Eso entraña una dificul- 
tad -salvando, por supuesto, la honorabilidad de to- 
dos los funcionarios de Correos- y es que la diferencia 
sustancial existente da lugar a que no ofrezca las mis- 
mas garantías que el voto ante la Mesa Electoral. 

Todo esto, junto a la idea antes anunciada e indicada 
de los retrasos que se producen en el envío y recepción 
del voto y que dan lugar a la pérdida de muchos votos 
que se emiten por correo, nos hace pensar que habría 
que reflexionar mucho más seriamente en torno a esta 
cuestión y, por tanto, si se toma en consideración esta 
proposición de ley, mi Grupo parlamentario tendría 
oportunidad para presentar nuevas iniciativas en tor- 
no a esta cuestión. Por tanto, desde este momento ma- 
nifestamos el apoyo del Grupo Parlamentario de CDS 
a la proporción de ley que acaba de defender el Grupo 
de Izquierda Unida. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió) tiene la 
cias, señor Souto. 

palabra la señora Cuenca. 

La señora CUENCIA 1 VALERO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Voy a fijar la posición de mi Grupo parlamentario. 
La finalidad de esta reforma del artículo 73 de la Ley 
Electoral a mi Grupo parlamentario le parece acerta- 
da, aunque no sabemos si es éste el procedimiento más 
idóneo para conseguir las cuatro causas que, como mí- 
nimo, el voto por Correo tenía que garantizar: La iden- 
tidad del elector, que los plazos fueran razonables, el 
carácter personal y secreto y la pureza del sufragio. En 
cuanto a esta última el portavoz de Izquierda Unida de- 
cía que no quedaba suficientemente garantizada con la 
Ley Electoral vigente. 

En definitiva, señor Presidente, señorías, creo que se 
trata de facilitar -y en esto pensamos todos- el dere- 
cho de voto a los ciudadanos que no puedan acudir per- 
sonalmente a votar el día de las elecciones, pero a la 
vez, facilitar este derecho al voto tiene que compaginar- 
se con una pureza en el sufragio, es decir, con la identi- 
ficación del elector. 

Mi Grupo parlamentario considera que quizá se de- 
bería realizar un estudio más en profundidad, como 
también decía el portavoz del CDS que me ha precedi- 
do en el uso de la palabra, puesto que quizá tendría -al 
menos mi Grupo así lo ve- más sentido modificar el 
artículo 72, que no la propuesta del artículo 73, que, 
en nuestra opinión, en vez de facilitar el voto por co- 
rreo complica más el proceso. La persona que el día de 
las elecciones tenga que estar ausente va a tener que 

personarse en dos ocasiones y la comprobación por par- 
te de un funcionario de Correos no tiene la misma le- 
gitimidad no añade más pureza al sufragio que el 
procedimiento tal y como está regulado hoy. 

Mi Grupo parlamentario, puesto que tiene costum- 
bre de facilitar la tramitación de las iniciativas de la 
oposición, va a votar a favor de esta proposición de ley; 
sin embargo, anuncia que cree que el sistema debería 
estudiarse más en profundidad y esperamos que pue- 
da hacerse, suponiendo que fuera estimada y hubiera 
lugar a diferentes enmiendas. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor 
cias, señora Cuenca. 

Aguirre. 

El señor AGUIRRE RODRIGUEZ Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Corresponde hacer uso de la palabra al Grupo Popu- 
lar para fijar su posición en relación con la toma en con- 
sideración de una proposición de ley por la que se 
solicita tramitar la modificación del artículo 73 de la 
Ley Orgánica 511985, de 19 de junio, del Régimen Elec- 
toral General. 

El mencionado artículo 73 en su actual redacción de- 
termina los trámites para el ejercicio del voto por co- 
rrespondencia, que queda definido en el anterior 
artículo 72. El voto por correspondencia es una figura 
electoral no muy empleada y algo discutida. No muy 
empleada pues tan sólo 400.000 electorales hacen uso 
de este derecho, que representa el 1 por ciento del elec- 
torado potencial. No muy empleada, decía, y tan sólo 
empleada por personas que tienen en ese momento su 
domicilio desplazado, por personas que se encuentran 
con enfermedades transitorias o con algún grado de in- 
capacidad y, por qué no decirlo, por algunas personas 
que lo utilizan para su comodidad. Decía también que 
es una figura electoral algo discutida por la calidad de 
nuestro servicio de Correos, por las garantías de los trá- 
mites que hay que efectuar para ejercitarlo y por la dis- 
cusión jurídica y política acerca de la posibilidad de 
delegar o no el trámite de manipular la documentación 
electoral. 

La modificación que ahora consideramos tiene en su 
fondo un sentido que mi grupo comparte: la búsqueda 
de mayores garantías en el ejercicio del voto por correo. 
Ahora bien, como ya han dicho otros portavoces, en su 
forma nos resulta insatisfactoria, dado que a nuestro 
entender propone unos términos que no se ajustan con 
la realidad del problema que se pretende solucionar. 
Tendrá que reconocer el grupo proponente, en primer 
lugar, que en el artículo que se pretende modificar se 
elimina la mención expresa de la no necesidad del fran- 
queo para el sobre en el que se materializa el voto por 
correo. De mantener esta ausencia estaríamos, a nues- 
tro entender, quebrando la gratuidad que preside todo 
el proceso electoral. Mi grupo quiere pensar que esta 
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ausencia es debida a una omisión, a un olvido, y desde 
luego no a una intención de quebrar esa gratuidad. 

En el fondo de la cuestión, señor Núñez, mi grupo 
ve con satisfacción que reforcemos las garantías para 
elaborar la mayor credibilidad del voto por correo, aun- 
que ya adelantamos que la redacción propuesta no nos 
parece la más adecuada, por lo que llegado el trámite 
correspondiente presentaremos las oportunas iniciati- 
vas para contribuir al sentido positivo que encierra es- 
ta proposición de ley. 

Esta proposición de ley nos trae a la reflexión que 
una ley orgánica, como la Ley del Régimen Electoral, 
está siendo objeto de modificación con relativa frecuen- 
cia. No hace mucho, con motivo del dictamen de la Co- 
misión de Investigación para las irregularidades del 
proceso electoral de 1989, se produjo una reforma. Si 
se acepta esta proposición volveremos a reformarla, 
aunque esta reforma haya de concretarse estrictamen- 
te al artículo afectado y, por ser sólo un artículo, pue- 
da ser considerada como una reforma mínima. 

Conocemos que ha entrado en la Cámara otra propo- 
sición de ley, en esta ocasión del CDS, que encierra en 
sí misma una reforma en los mecanismos de control de 
los gastos electorales. Podemos leer hoy mismo en la 
prensa escrita que existen conversaciones políticas que 
conllevarían reformas en lo concerniente a las partidas 
de gastos electorales y al tratamiento de las donacio- 
nes, todo esto dentro de conversaciones políticas su- 
puestas. 

Mi grupo entiende que una ley orgánica no debe ser 
sometida a un constante abrir y cerrar, aunque no se 
esté cuestionando en estas sucesivas reformas el siste- 
ma electoral y sí, por el contrario, se estén modifican- 
do mecanismos y figuras que se demuestran 
perfeccionables a la vista de la práctica. Es por ello que 
quisiéramos traer a la reflexión de otros grupos que se- 
ría prudente solicitar, con carácter anual, a la Junta 
Electoral Central un informe sobre asuntos concretos 
del procedimiento y de la práctica de los procesos elec- 
torales y de sus derivaciones. 

Señor Presidente, expuestas estas consideraciones, 
parece que deberíamos aprovechar esta oportunidad 
para poner el énfasis en un aspecto que no puede pa- 
sar desapercibido. Estamos debatiendo una vez más un 
asunto que toca la médula del sistema; estamos refirién- 
donos a algo que, por esencia, puede confundir el fon- 
do con la forma, y es necesario que nos paremos a 
pensar lo importantes que son las formas para que el 
fondo resulte aceptado, respetado y creíble en un mo- 
mento en el que a todos nos importa dotar a la socie- 
dad civil de argumentos para que participe activa y 
responsablemente en los procesos electorales. El fan- 
tasma de la abstención no es tal fantasma, sino senci- 
lla y lamentablemente, una realidad; y, en este instante 
en el que estamos instalados, a nuestro entender, se ha- 
ce absolutamente necesario cuidar exquisitamente las 
formas para garantizar el fondo. 

Mi grupo entiende que la transparencia, la claridad 
y el rigor constituyen la elemental exigencia del mo- 

mento que vivimos en la sociedad española. Nosotros 
zreemos que hay que apostar firmemente por salva- 
guardar los derechos electorales de los ciudadanos y 
por garantizar, no sólo el ejercicio del voto por correo 
sino, además, la credibilidad ante el resto del cuerpo 
Electoral. Por todo ello, mi grupo valora con especial 
sensibilidad este texto legal y apuesta por cualquier 
aportación que mejore esas garantías a las que hemos 
hecho referencia. Nuestra Constitución garantiza que 
todos somos iguales ante la ley y que nadie puede ser 
discriminado por razón de edad, sexo, raza, creencias 
D cualquier otra condición. No discriminemos, por tan- 
to, a quienes, por estar enfermos, desplazados de su do- 
micilio o impedidos, quieren votar. 

Mi grupo, señor Presidente, va a votar a favor de la 
toma en consideración de esta proposición de ley, por 
coherencia, por sentido común y por sensibilidad con 
lo que reclaman nuestros ciudadanos. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Pa- 
cias, señor Aguirre. 

ni agua. 

El señor PANIAGUA FUENTES Señor Presidente, se- 
ñorías, muchas y variadas anécdotas pueden contarse 
de la historia electoral española en esta relación, siem- 
pre extraña, con el voto, desde que el sufragio univer- 
sal -primero de los países europeos en conseguirlo, 
allá por 1890- hasta la actualidad. 

El señor Núñez ha tenido la amabilidad y gentileza 
parlamentaria de contarnos una de ellas. Yo podría ci- 
tar también aquélla del que declara que se hizo anar- 
quista porque el alcalde de su pueblo le obligó a estar 
durante cuatro horas en la cola para efectuar la vota- 
ción. La relación electoral, por tanto, siempre ha sido 
complicada en este país. Por eso, es fundamental esta- 
blecer un procedimiento adecuado que combine efica- 
cia y rigurosidad para la aplicación del sistema del 
sufragio por correspondencia y, sobre todo, que garan- 
tice al elector que emite su voto por correo su volun- 
tad política. Este es el propósito del artículo 73 de 
nuestra Ley Orgánica del Régimen Electoral General y 
habría que preguntarse si lo consigue realmente. 

De acuerdo con la proposición de ley de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya habría que añadir un 
elemento más de control para extremar las garantías, 
tal como la presentación personal del elector ante el 
funcionario de Correos encargado de la recepción del 
voto, o persona debidamente autorizada en el caso de 
incapacidad o enfermedad del ciudadano que hace uso 
de esta fórmula de sufragio. Pero, señorías, habría que 
preguntarse si ello sería suficiente, o si continuaríamos 
teniendo dificultades. 

Vaya por delante que nosotros vamos a apoyar esta prr, 
posición de b y  pero, junto a este apoyo, queremos abrir 
una serie de considemciones que comporta toda la situa- 
ción que lleva consigo la emisión del voto por correo. 
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En primer lugar, la emisión del voto por correo ha 
dado lugar a distintas interpretaciones jurídicas, por 
cuanto existen quienes defienden que el sufragio por 
correspondencia es un voto por procuración, ya que el 
elector lo emite por delegación de la oficina de Correos. 
Según esta interpretación un órgano de la Administra- 
ción se convertiría así en el intermediario entre el elec- 
tor y la mesa electoral correspondiente. Esta 
concepción, señorías, está desde luego superada por 
cuanto que un organismo público como es la oficina de 
Correos no puede equipararse a un mandatario 
electoral. 

Si nos remitimos a los precedentes históricos, el vo- 
to por correo tiene ya indiscutiblemente una amplia tra- 
dición: nace, como S. S. sabe, en Gran Bretaña, en 1918, 
en las llamadas circunscripciones universitarias, cuyo 
procedimiento ha ido depurándose hasta la actualidad. 
Tiene unas características muy parecidas a las que ri- 
gen nuestro sistema electoral a través del artículo 73, 
es decir, asegura la identidad del elector, la iniciativa 
parte de él y la Administración lo comprueba: estable- 
ce un sistema rápido en la tramitación de la documen- 
tación electoral: también fija los plazos razonables para 
la emisión del voto y garantiza el secreto del voto y el 
carácter personal. Haciendo Derecho comparado, en 
Alemania se exige, además, una declaración jurada en 
la que consta que la emisión del voto corresponde efec- 
tivamente a su voluntad. 

Señorías, jcumple el artículo 73 aquí discutido es- 
tos requisitos? Yo estimo que en gran parte sí, porque 
se acomoda a lo que establecen las garantías constitu- 
cionales: papeletas y sobre electorales, certificación de 
inscripción en el censo electoral, un sobre en el que fi- 
gura la dirección de la mesa donde le corresponde vo- 
tar y una hoja explicativa. 

Sin embargo, dicho todo esto, hay que relacionar es- 
ta proposición de ley con distintas situaciones de las 
pasadas elecciones. El procedimiento es, como sabe- 
mos, bien conocido. Hay una solicitud previa a la Dele- 
gación provincial de la Oficina del Censo Electoral, que 
deberá formularse personalmente: el Servicio de Co- 
rreos la recibe y exige al interesado la presentación o 
la exhibición del documento nacional de identidad. Sólo 
en los supuestos de enfermedad o incapacidad -como 
señala el artículo 72- es posible que la solicitud la haga 
una persona debidamente autorizada correspondiendo 
a la Junta Electoral comprobar las referidas circuns- 
tancias. 

Señorías, en las pasadas elecciones han podido pro- 
ducirse representaciones no concedidas con todos los 
requisitos legales, falsificaciones, etcétera, o bien no 
acreditación en las solicitudes realizadas de las cixuns- 
tancias de enfermedad o incapacidad. En el primer ca- 
so, aplíquese la Ley y dense las garantías para 
cumplimiento de lo establecido en las mismas, sancio- 
nándose a quien las haya contravenido. 

En el segundo caso, las cuestiones son más compli- 
cadas, y hay que matizar, porque en el caso concreto 
del Decreto 421/1991, de 5 de abril, se establece la soli- 

citud por medio de representación que requiere la pre- 
sentación junto con la solicitud de un poder notaria 
especial o de una autorización con la firma legitimada 
por notario o por cónsul, no citándose para nada la exi- 
gencia de aportar acta de notoriedad o justificante mé- 
dico de las circunstancias de enfermedad o 
incapacidad. En cualquier caso, no hay que olvidar que 
cada Junta Electoral tiene la facultad de comprobar la 
concurrencia o no de las referidas circunstancias, y así 
lo ha hecho la Junta Electoral en una última instruc- 
ción aparecida en el «Boletín Oficial del Estado», de 
14 de febrero del año en curso. 

Pero, señorías, hay otros elementos importantes a la 
hora de considerar la apertura del artículo 73, y su re- 
formulación. 

En primer lugar, el problema de la remisión de la do- 
cumentación necesaria para ejercer su derecho al su- 
fragio y personas que en su caso se pueden hacer cargo 
de la correspondencia del envío postal: aquí hay uno 
de los problemas que no señala esta proposición de ley 
pero que tendríamos que contemplar. En el artículo 73.2 
se especifica que las oficinas del Censo Electoral remi- 
tirán al elector, al domicilio por él indicado (puede ser 
cualquiera), la documentación adecuada. Esto supuso 
en los pasados comicios autonómicos y municipales la 
remisión a sedes de partidos políticos y la recepción 
de aquéllas por personas distintas al elector. 

Precisamente, la Junta Electoral Central se ha pro- 
nunciado en diferentes ocasiones y en distintos senti- 
dos. Hay acuerdos contradictorios. Hay un acuerdo de 
13 de mayo de 1991, ante la consulta de la Junta Elec- 
toral Provincial de Asturias, en el que se señala que el 
elector puede libremente designar el domicilio en 
orden a la remisión de la documentación necesaria 
-como lo dice el correspondiente artículo de la ley-, 
pero no designar persona distinta al elector a tal efec- 
to; es decir, la remisión de la documentación tiene que 
hacerla directamente el propio elector. 

Sin embargo, en la misma fecha, un acuerdo poste- 
rior de la Junta Electoral Central, ante la petición de 
representantes del Partido Nacionalista Vasco, del Par- 
tido Popular y de la Junta Electoral Provincial de Gui- 
púzcoa, señala un procedimiento distinto y aplica el 
artículo 268 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que, co- 
mo recordarán SS. SS., establece que podrá recibir la 
documentación el pariente más cercano, familiar o cria- 
do, mayor de dieciocho años, que se hallara en la habi- 
tación del que hubiera de ser notificado, y si no se 
encontrara nadie en ella, al vecino más próximo. Por 
tanto, aquí hay también otro problema, el de la recep- 
ción de la documentación y no sólo el problema de la 
entrega de esa documentación. Además, señorías, tene- 
mos la cuestión de la capacidad o incapacidad, que tie- 
ne siempre que ser notificada mediante firma 
legalizada por el notario. 

En conclusión, la documentación se ha de remitir al 
domicilio libremente indicado por los electores. No que- 
da claro si se puede designar libremente por parte del 
elector la persona encargada de recibir la documenta- 
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ción, pero sí parece queda claro que puede hacerse car- 
go del envío postal cualquier persona autorizada, de 
acuerdo con la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Puestos a hacer concresiones tendríamos que pensar 
sobre estos puntos y precisar si el elector puede o no de- 
signar a otra persona para recibir la documentación, y 
valorar la oportunidad de regular la prohibición de que 
tal documentación se remita a la sede de los partidos. 

Junto a ello está el problema de remisión de la docu- 
mentación, conteniendo el sobre de votación, a la me- 
sa electoral. La proposición de ley insta a que el elector 
se persone y se identifique ante el funcionario de Co- 
rreos. Este es un requisito formal que puede ser conve- 
niente, pero también hay que apuntar a posibles 
dificultades en el ejercicio del derecho de sufragio, por- 
que el derecho de sufragio mediante el sistema de co- 
rrespondencia o de correo es todavía restringido en 
España y no hay que dar, en ningún caso, la sensación 
de que es un voto diferente, que es un voto que no tiene 
todas las garantías necesarias por parte del que lo emi- 
te; tiene la misma consideración constitucional y el mis- 
mo derecho, con las mismas garantías con que se 
produce el voto en una mesa electoral, sobre todo para 
aquellas personas que no pueden emitir su voto el día 
señalado para las elecciones, pudiendo en la práctica 
hacerlo inutilizable, aumentando por tanto, en cierta 
manera, la burocratización del voto. 

Podríamos dar aquí un cuadro del voto por correo, 
pero creo que SS. SS. comprenden perfectamente que 
ello sería aumentar más el razonamiento en el que me 
he metido y no contribuiría para nada en cuanto a una 
mejor argumentación sobre la necesidad de alterar o 
no el artículo 73. 

Para mí, un cambio en una ley tan importante como 
es la Ley Electoral -aquí se ha dicho por algunos de 
los grupos que han participado- es necesario estudiar- 
lo con mayor profundidad y ver las consecuencias de 
la modificación y si ésta supone mejoras para el fin per- 
seguido. Recuérdese, por ejemplo, que no hubo propues- 
ta alguna de modificación por parte de la Comisión de 
Investigación, creada en este Congreso, sobre el proce- 
so electoral del 29 de octubre de 1989. 

Estimo, por tanto, que la capacidad de la Junta Elec- 
toral Central para dar instrucciones también es impor- 
tante. No obstante, señorías, cualquier cuidado, 
cualquier precisión, cualquier sentido de la responsa- 
bilidad que tengamos en la emisión del voto, tanto del 
voto directo, el voto presencial, como del voto por co- 
rrespondencia, será bienvenido en este grupo parlamen- 
tario por cuanto las garantías del sufragio universal, 
sufragio universal no sólo masculino, como se hizo en 
1890, sino un sufragio universal absolutamente para to- 
dos los ciudadanos mayores de dieciocho años, tendrá 
la consideración del Partido Socialista, que durante tan- 
tos años luchó por él. 

Muchas gracias, señorías. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señor Paniagua. 

Vamos a proceder a la votación. (El señor Presiden- 
te ocupa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE Votación relativa a la toma 
en consideración de la proposción de ley del Grupo de 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, por la que se 
modifica el artículo 73 de la Ley Orgánica del Régimen 
Electoral General. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 261; a favor, 260; en contra, uno. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la toma en 
consideración. 

- SOLICITUD DE CREACION DE UNA COMISION 
DE INVESTIGACION RELATIVA AL GRUPO IBER- 
CORP (Número de expediente 152/000015) 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo con lo anuncia- 
do con anterioridad, pasamos a debatir a continuación 
la solicitud de creación de una Comisión de Investiga- 
ción relativa al Grupo Ibercorp. 

¿Turno a favor de la solicitud? (Pausa.) Por el Grupo 
Popular, tiene la palabra la señora Rudi. 

La señora RUDI UBEDA Gracias, señor Presidente. 
Señorías, iniciamos esta tarde el debate planteado 

por mi Grupo solicitando la constitución de una Comi- 
sión de Investigación centrada principalmente en el 
asunto del llamado caso Ibercorp. Empezamos a hablar 
de ello esta tarde aquí cuando hace escasamente unas 
horas el Banco de España ha intervenido el Banco Iber- 
corp. Alguien dado a hacer frases hechas podría decir 
que el señor Gobernador, con su orden dada anoche, 
ha intervenido indirectamente parte de su propio pa- 
trimonio. Pero no he venido aquí a utilizar frases he- 
chas, sino hablar del tema con profundidad y a traer 
a la Cámara algo que está en la sociedad, y sobre lo que 
la sociedad a los Diputados que estamos sentados aquí, 
en todos los escaños, nos está pidiendo explicaciones 
e investigaciones. 

Empezaré hablando de cuál ha sido el marco gene- 
ral que ha enmarcado -y valga la redundancia- el fun- 
cionamiento de nuestro mercado de capitales y de 
nuestro sistema financiero en los últimos 10 años. La 
regulación de ambos, del sistema financiero y del mer- 
cado de capitales, ha estado encomendada prácticamen- 
te a quienes no poseen capacidad legislativa. Me 
explicaré. Tanto el Banco de España como la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores, desde su constitución 
en el año 1988, han venido «legislando» -entre 
comillas- de manera implícita a través de la emisión 
de circulares. 

Mi Grupo siempre que se han debatido en esta Cá- 
mara proyectos de ley, tanto en esta legislatura como 
en la pasada, relacionados con este asunto -y hago re- 
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ferencia a la Ley de Disciplina Bancaria, a la Ley del 
Mercado de Valores y, más recientemente, a la Ley de 
Recursos Propios-, insistió y manifestó que era un 
error -un craso error- que el Parlamento viviera de 
espaldas a la regulación concreta del sistema financie- 
ro y del mercado de capitales. Insistimos, una y otra 
vez -como viene siendo habitual en nosotros-, en que 
el Poder legislativo reside en el Parlamento y que en nin- 
gún caso, ni tan siquiera vía reglamentos, podíamos ha- 
cer dejación de él. Sin embargo, nuestras voces no 
fueron escuchadas y se ha dejado, a diferencia de lo que 
ocurre en otros países europeos, una excesiva concen- 
tración de poder y de discrecionalidad en las manos de 
la máxima autoridad monetaria, que ha podido ejercer 
como señor de vidas y haciendas, tomando decisiones 
que afectaban a la vida interna de la entidades banca- 
rias y financieras. Para ello solamente tenemos que re- 
cordar unos cuantos ejemplos. Basta recordar las 
potestades que tiene la autoridad monetaria sobre re- 
parto o no de dividendos; sobre quién se fusiona y quién 
no; sobre quién es el más adecuado para adquirir un 
banco en crisis o, incluso, para adquirirlo una vez que 
ha sido saneado por el Fondo de Garantía de Depósi- 
tos a costa de todos los españoles. 

Lógicamente, este modelo de concentración de poder, 
ustedes, señores socialistas, señores de la mayoría, lo han 
mantenido y lo han copiado para la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores. Y es necesario recordar aquí que 
no estamos hablando solamente del Banco de España, si- 
no que ambas instituciones, tanto éste como la referida 
Comisión, dependen directamente del Ministerio de Eccl 
nomía. Y cuando hablemos de responsabilidades políti- 
cas, por encima del Gobernador del Banco de España y 
por encima del Presidente de la Comisión del Mercado 
de Valores está el Ministro de Economía y Hacienda. 

Este exceso de poder concentrado en las manos de 
la autoridad monetaria conlleva, lógicamente, un gra- 
do muy elevado en la exigencia de responsabilidades, 
tanto como es el poder que se concentra en esas ma- 
nos, y estas responsabilidades se tienen y se deben exi- 
gir, tanto por omisiones como por acciones realizadas. 
Señores del Grupo mayoritario, estas responsabilida- 
des no son sólo legales. Nosotros no estamos aquí pa- 
ra juzgar en este aspecto, existe el sistema judicial, pero 
sí hay otro tipo de responsabilidades, las responsabili- 
dades políticas, y ésas sí es necesario dilucidarlas en 
esta Cámara. 

No es la primera vez que a lo largo de los últimos años 
han trascendido a la opinión pública hechos y casos con- 
cretos que han resultado sospechosos de prácticas ile- 
gales y contrarias a la ética. Así, la información 
privilegiada, el conocimiento de datos internos de em- 
presas y su utilización para el enriquecimiento de unos 
pocos en detrimento y en perjuicio de muchos han sido 
situaciones que se han prodigado en demasía. Además, 
estas situaciones -y mi Grupo quiere poner especial én- 
fasis en esta Cámara- se han visto agravadas por la falta 
de diligencia de las autoridades económicas. 

Señorías, en los últimos años a la sociedad española 

se le ha transmitido la sensación (equívoca o no, pero 
se le ha transmitido, y la máxima responsabilidad la 
tienen los miembros del Gobierno y el resto de las auto- 
ridades) de que era muy sencillo hacer dinero a la som- 
bra del poder. Y tengo que decir, señorías, que en un 
país donde el Estado controla casí el 50 por ciento de 
su riqueza a través del gasto público, hace falta mucha 
diligencia y mucha efectividad de las autoridades, por- 
que cuando esto no se controla adecuadamente resul- 
ta mucho más grave. 

Siguiendo con este análisis de los hechos y de la su- 
cesión de los mismos hasta ahora nos cabe formular 
aquí una pregunta: ¿qué es lo que ha hecho la Comi- 
sión Nacional del Mercado de Valores hasta ahora? 
Quiero recordar a sus señorías que esta Comisión tie- 
ne encargada desde su creación, cuando se aprobó la 
Ley del Mercado de Valores, velar por la transparencia 
de los mercados financieros, asegurar los derechos de 
los accionistas y, generalizando, conseguir que los mer- 
cados financieros funcionen con criterios de transpa- 
rencia. 

Pues bien, el señor Croissier, Presidente de la Comi- 
sión Nacional del Mercado de Valores desde su consti- 
tución, compareció el pasado día 20 ante la Comisión 
de Economía de esta Cámara, y de su intervención se 
puede deducir que hasta hace diez días la Comisión po- 
co o nada había hecho. Fue necesario -así lo recono- 
ció el señor Croissier y consta en el «Diario de 
Sesiones, de esa Comisión- que un medio de comuni- 
cación publicase la lista con los nombres falsificados 
de los vendedores de las acciones de Sistemas Finan- 
cieros en la constitución de la autocartera de esta so- 
ciedad para que por parte del señor Croissier, insisto, 
nombrado por el Ministro señor Solchaga, se iniciase 
un expediente. El señor Croissier también tuvo que re- 
conocer, a preguntas de esta Diputada, «que se enteró,, 
entre comillas, del asunto tan traído y llevado y tan gra- 
ve de la formación de la autocartera de Sistemas Finan- 
cieros, hechos ocurridos en el primer semestre de 1990, 
cuando la Comisión Nacional del Mercado de Valores 
entra en la auditoría realizada por una firma privada 
correspondiente al ejercicio de 1990 de esa sociedad. 
Insisto, la auditoría entra en julio de 1991 y el señor Pre- 
sidente de la Comisión Nacional del Mercado de Valo- 
res, órgano encargado por la ley que trajo el Gobierno 
socialista de velar por la transparencia de los merca- 
dos financieros, se entera un año después de lo que ha- 
bía sido un trasiego -por utilizar una palabra común- 
de acciones que se habían vendido en un número muy 
importante y que habían llegado a formar una autocar- 
tera superior en un 20 por ciento a la cifra admitida 
por la Ley de Sociedades Anónimas. Estas cifras fue- 
ron confesadas por el señor Croissier en la Comisión 
de Economía. Insisto, no son cifras que dio mi Grupo, 
fueron cifras recnocidas por el señor Croissier. Siste- 
mas Financieros, en junio de 1990, había llegado a te- 
ner una autocartera igual al 28 por ciento de su capital. 
Les recuerdo, señorías, que la Ley de Sociedades Anó- 
nimas permite un tope del 5 por ciento. 
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Pues bien, el señor Presidente de la Comisión -¡qué 
le vamos a hacer!-, ocupado por otros asuntos, tarda 
un año en enterarse de este asunto. Y sigo recordando 
aquí, para las señorías que no estuvieron presentes en 
esa comparecencia, palabras del señor Croissier. Una 
vez que conoce este asunto o que tiene las primeras re- 
ferencias, decide esperar porque ha oído que va a ha- 
ber una solicitud de fusión de tres sociedades del grupo 
Ibercorp, y entonces piensa que le va a ser más senci- 
llo -insisto, son palabras registradas en el «Diario de 
Sesiones»- para realizar su trabajo esperar a tener la 
documentación de la fusión y decide esperar hasta esa 
fecha. Sigo insistiendo: dejación de funciones, señor 
Croissier. Se lo dije en la Comisión y lo repito aquí. 

Es más, el señor Presidente de la Comisión del Mer- 
cado de Valores confesó a esta Diputada que se había 
encontrado con un problema en la venta de estas ac- 
ciones, porque llegaba a dos sociedades de las que des- 
conocía todo. Una de ellas es una sociedad extranjera, 
pero la otra, según sus propias manifestaciones, es una 
sociedad española, Inversiones Padilla, y el señor Pre- 
sidente de la Comisión Nacional del Mercado de Valo- 
res reconoció que no sabía quién estaba detrás de esa 
sociedad. A mi Grupo y a esta Diputada les queda una 
duda: jno lo sabía o no lo ha querido saber? De la mis- 
ma manera que se lo recordé al señor Croissier en la 
Comisión, se lo recuerdo aquí a todos los componen- 
tes del Grupo Socialista y a los miembros del Gobierno. 

En España existe una institución, que se llama Re- 
gistro Mercantil, abierta a todas las personas, con un 
reglamento, complementario de la Ley de Sociedades 
Anónimas, que exige a todas las sociedades estar regis- 
tradas en él, y tienen que constar en el Registro los da- 
tos de la escritura de constitución, los estatutos de las 
sociedades, quiénes son los apoderados y quién com- 
pone el consejo de administración. Cada vez que la so- 
ciedad toma un acuerdo que modifica cualquiera de 
estos puntos, está obligada a hacerlo en escritura pú- 
blica e inscribirlo en el Registro Mercantil. 

Creo, señores de la mayoría, que si el señor Presidente 
de la Comisión Nacional del Mercado de Valores hubie- 
ra tenido interés en aclarar el asunto, tenía muy fácil 
haber mandado a alguien para que preguntase y pidie- 
ra el certificado -como hace cualquier persona de la 
calle, aunque tiene métodos más sencillos- de los da- 
tos registrales de esta sociedad. Parece ser que el se- 
ñor Croissier estaba muy ocupado en otras cuestiones 
o quizá, por su capacidad, no dedujo cuáles eran los 
pasos a seguir. 
Lo importante, señores de la mayoría, es que, mien- 

tras estos dimes y diretes, mientras la Comisión Nacio- 
nal del Mercado de Valores se enteraba un año después 
de lo que estaba ocurriendo, y mientras el señor Crois- 
sier, a pesar de ello, decidía esperar a tener los datos 
de la fusión, un grupo de amigos de las autoridades eco- 
nómicas de este país, que parece ser -y me guío por 
manifestaciones públicas de estas autoridades- son los 
administradores de algunos de los intereses persona- 
les de estas autoridades, algunos de estos amigos, di- 

go, aparecen presuntamente implicados en operaciones 
de rápido enriquecimiento personal a costa, eso sí, de 
descapitalitar sociedades y perjudicando de manera 
muy seria a los pequeños accionistas de la misma. In- 
sisto, las autoridades económicas de este país no se ha- 
bían enterado de ello. 

Lo cierto, señoras y señores Diputados, de lo que no 
cabe ninguna duda a estas alturas, es de que no nos en- 
contramos, por desgracia, ante una operación discuti- 
ble y quizás ilegal, aislada, sino, insisto, por desgracia, 
ante un conjunto de operaciones que demuestran una 
manera de actuar muy determinada y, además, conti- 
nuada en el tiempo. 

Señorías, voy a referir a continuación una serie de 
circunstancias que, analizadas por separado, pueden no 
parecer muy significativas, pero que ordenadas crono- 
lógicamente y vistas en su conjunto, no se pueden in- 
terpretar, de ninguna manera, como el resultado de un 
cúmulo de casualidades, sino más bien como un indi- 
cio de conductas -y quiero ser suave en su 
calificación- cuando menos imprudentes, que conlle- 
van la exigencia de responsabilidades políticas para las 
autoridades económicas de este país. Insisto, para las 
autoridades económicas de este país. Hablo en plural, 
no en singular. Me explicaré. 

Como diría un cronista, corría el año 1983 y era Mi- 
nistro de Economía el señor Boyer. El Banco Urquijo 
entra en aquellos momentos en reconversión, forzado 
por la autoridad monetaria y es comprado por el Ban- 
co Hispano Americano, que comienza a recibir ayudas 
públicas. Y sigo con la crónica. En 1985, tras un ejerci- 
cio especialmente duro para el Banco Hispano Ameri- 
cano y para su filial el Banco Urquijo, el Banco de 
España, ejerciendo esa potestad que yo comentaba al 
principio, impide el reparto de dividendos y obliga a 
aplicar a provisiones la totalidad de los resultados. En 
aquellos momentos se produce la fusión de los Bancos 
Urquijo y Unión y nace una nueva entidad bancaria, el 
Banco Urquijo Unión. Es precisamente ahí, en ese mo- 
mento, cuando el entonces Subgobernador del Banco 
de España promueve un cambio en el equipo dirigente 
y ambos, Banco Hispano y Banco Urquijo Unión co- 
mienzan a recibir ayudas públicas valoradas en cifras 
cercanas a los 60.000 millones de pesetas. Este nuevo 
equipo dirigente, el promovido por el Gobernador del 
Banco de España, en aquellos momentos decide la venta 
de las sociedades industriales pertenecientes a la car- 
tera del antiguo Banco Urquijo. Entre este paquete de 
sociedades figuran Sistemas AF, antecedente de lo que 
luego sería Sistemas Financieros, e IB-Mei, ambas par- 
ticipadas por el Banco Urquijo al cien por cien. Estas 
sociedades, las dos, habían pasado en años anteriores 
por situaciones de suspensión de pagos, pero, en esas 
fechas, ambas estaban totalmente saneadas y algo ha- 
bía tenido que ver en ese saneamiento dinero público. 

Pues bien, ambas sociedades, Sistemas AF e IB-Mei 
son adquiridas, en julio de 1986 -hay que recordar que 
en estos momentos ya era Ministro el señor Solchaga-, 
por un grupo de personas entre los que aparecen los 

b 
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máximos responsables del grupo Ibercorp. Alguna de 
ellas, para más «inri», hasta hacía pocos meses había 
formado parte del equipo dirigente de los Bancos His- 
pano Americano y Urquijo Unión, promovido por el 
Banco de España. Los precios pagados por estas sacie- 
dades fueron los siguientes: por Sistemas AF se paga- 
ron 1.200 millones de pesetas y por IB-Mei, 550 
millones. Tres meses después -insisto, tres meses 
después-, Sistemas AF, antecedente de Sistemas Finan- 
cieros, sale a Bolsa al 575 por ciento, generando una 
plusvalía de 2.000 millones de pesetas, e IB-Mei lo ha- 
ce al 800 por ciento, lo que significa una plusvalía de 
4.000 millones de pesetas en ocho meses. 

Para quienes les haya sido muy costoso hacer el se- 
guimiento de la historia que yo contaba aquí, se la re- 
sumo. En 1983, el Banco Urquijo es comprado por el 
Banco Hispano Americano tras una intervención de las 
autoridades económicas. El Ministro de Economía en 
aquella época era el señor Boyer. Tras varios aconteci- 
mientos, se cambia al equipo de dirección y es promo- 
vido por parte de las autoridades económicas un nuevo 
equipo. Este nuevo equipo decide vender, una vez sa- 
neadas, sociedades que habían pertenecido al Banco Ur- 
quijo y en ese momento eran del Banco Urquijo Unión. 
La venta de esas sociedades se hace a personas integran- 
tes en estos momentos del grupo Ibercorp y que, ade- 
más, habían sido dirigientes o miembros de los consejos 
de administración y del equipo dirigente de ambos Ban- 
cos. En tres meses ... 

El señor PRESIDENTE: Señora Rudi, le ruego 
concluya. 

La señora RUDI UBEDA Concluyo enseguida. En tres 
meses y en ocho meses, respectivamente, ese grupo de 
señores ganan unas plusvalías de 2.000 y 4.000 millo- 
nes de pesetas. Pero la historia tiene un broche, y es el 
siguiente: al final de todo este proceso aparecen los se- 
ñores Boyer y Rubio, ex Ministro de Hacienda y ex Pre- 
sidente del Banco Exterior, el primero, y Gobernador 
del Banco de España, el segundo, como accionistas de 
Sistemas Financieros, y parece ser que también apare- 
ce como accionista de Sistemas Financieros la perso- 
na que en aquellas fechas era Subgobernador del Banco 
de España. 

Si a esto, señorías, le añadimos el supuesto trato de 
favor dispensado en 1987 a la sociedad Ibercorp Bolsa 
por la dirección General del Tesoro y Política Financie- 
ra, dependiente del Ministerio de Economía, como con- 
secuencia de su incumplimiento en el aseguramiento 
de la ampliación de capital de IB-Mei, realizado en di- 
ciembre de dicho afio, y lo que podríamos denominar 
de una forma suave también exceso de instinto finan- 
ciero de los dirigentes de Ibercorp, que les llevó a com- 
prar un paquete importante de acciones del Banco 
Hispano Americano justo una semana antes de su fu- 
sión con el Banco Central, momento a partir del cual 
estas acciones tuvieron una subida importante, pode- 
mos llegar, señorías, a la conclusión de que nos encon- 

tramos no ante una operación aislada, sino ante un 
conjunto de operaciones y, por tanto, esta Cámara tie- 
ne que enfrentarse hoy a la necesidad de conocer có- 
mo ha sido posible que una conducta continuada de 
este tipo haya sido consentida durante años por las 
autoridades económicas y financieras del país, que era 
a quienes correspondía evitarlo. 

Señorías, la actitud del Partido Popular y del Grupo 
Popular en su nombre ha sido hasta ahora prudente, 
y en la comparecencia de hace una semana lo que pre- 
tendió fue recopilar información antes de hacer juicios 
de valor. Pero, en estos momentos la alarma social, que 
ya entonces fue reconocida por el señor Croissier, ha 
adquirido unos tintes que nos pide a todos los Diputa- 
dos de todos los grupos de esta Cámara dar respuesta 
a los ciudadanos españoles. 

La credibilidad del sistema financiero, dentro y fue- 
ra de España, está en entredicho, y no hace falta que 
les diga a todos ustedes que estamos siendo portada de 
los principales diarios económicos del resto de Europa. 

Señores de la mayoría, señores del Grupo Socialista 
que sustentan al Gobierno, he oído esta mañana que es- 
taban dispuestos a votar en contra de la propuesta que 
mi Grupo trae esta tarde aquí. Quiero recordarles una 
cosa: votar en contra de esta propuesta es encubrir un 
entramado de intereses personales (Aplausos en los ban- 
cos del Grupo Popular.) que, amparado en el poder po- 
lítico, se ha ido desarrollando en nuestro sistema 
finaciero. Querría que con su voto demuestren que se 
han acabado los tiempos en los que un Ministro de Eco- 
nomía dijo en esta Cámara en la pasada legislatura que 
España era el país en donde era más fácil y más rápi- 
do enriquecerse. Querría también que demostrasen que 
se han acabado los tiempos en los que ese mismo Mi- 
nistro dijo que mientras él lo fuera no se constituiría 
en esta Cámara una Comisión de Investigación. 

Señores de la mayoría, en estos momentos la única 
prudencia que cabe es la verdad. Si ustedes, insisto, se 
oponen a la creación de esta Comisión de Investigación 
e impiden que esa verdad se conozca, ustedes serán los 
únicos cumpables de que la sociedad española esté con- 
vencida de la existencia generalizada de corrupción, 
convencimiento al que la han llevado ustedes como con- 
secuencia de su gestión realizada más que entre som- 
bras, entre tinieblas. 

Muchas gracias, señor Presidente. (Varios señores Di- 
putados: ¡Muy bien!, ¡muy bien! Aplausos en los ban- 
cos del Grupo Popular.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Rudi. 
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Her- 

nández Moltó. 

El señor HERNANDEZ MOLTO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señoras y señores Diputados, salía a esta tribuna pa- 
ra oponerme, efectivamente, a la constitución de una 
Comisión, por las razones que vamos a exponer segui- 
damente. No sabía que iba a tener que salir a oponer- 
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me a las aparentes conclusiones de una Comisión de 
Investigación que parece que se ha votado y se ha pues- 
to en marcha, al menos por algún Grupo de la Cámara 
(Rumores. El señor Martín Toval: ¿Se podrán callar?), 
en la medida en que el rosario de intenciones o de mo- 
tivos que parecen justificar una Comisión poco tienen 
que ver con el motivo real de la petición del Grupo Par- 
lamentario. (Rumores.) Más bien parece que tengan que 
ver con una segunda oportunidad por considerar que 
lo que la portavoz del Grupo Popular señalaba con 
acierto en esta tribuna sobre la prudencia de su Gru- 
po en la anterior Comisión, acontecimientos, circuns- 
tancias o ambientes que mi Grupo desconoce, han 
obligado al Grupo Popular a plantear ante esta Cáma- 
ra una posición bien distinta. 

En cualquier caso, señoras y señores Dputados, lo que 
quiero decir claramente es que mi Grupo comparte 
-¡cómo no!- la preocupación por éste y por tantos 
otros problemas que surgen todos los días en nuestra 
sociedad. La comparte de una manera... (Rumores. Un 
señor Diputado pronuncia palabras que no se perciben.) 
Me voy a bajar de esta tribuna con muy mal concepto 
de todos ustedes (dirigiéndose a los bancos del Grupo 
Popular. Rumores. Aplausos en los bancos del Grupo 
Socialista.) Decía que nosotros compartimos realmen- 
te su preocupación por el problema y por las caracte- 
rísticas del sector al que nos estamos refiriendo, y tanto 
lo compartimos que hace cuatro años el Gobierno so- 
cialista trajo a esta Cámara un proyecto de ley, hoy Ley, 
del Mercado de Valores que no sólo compartía la preo- 
cupación, sino que se responsabilizaba de darle al sec- 
tor financiero algo que hasta 1988 no tenía: unos 
mayores elementos de control y de transparencia. 
Y tanto es así que de aquella Ley y de algunos ele- 

mentos que están en esa misma Ley, trae causa el que 
hoy podamos estar hablando, con conocimiento y con 
información, de circunstancias, de transacciones, de si- 
tuaciones del sector financiero que, indiscutiblemen- 
te, sin la Ley que el Gobierno socialista trajo a esta 
Cámara, no podríamos haber discutido. 

Por tanto, yo quiero poner el problema en su contex- 
to y hacer partícipe a toda la Cámara de la importante 
decisión que adoptó cuando trajo y aprobó en este mis- 
mo Parlamento una Ley de estas características. Una 
Ley que, quiero recordarles a todas SS. SS., traía ya en 
sí misma el instrumento que garantizaba la transparen- 
cia, el control, la dedicación, la investigación e incluso 
la facultad de sanción para cuestiones que, en el ámbi- 
to financiero privado, tuvieran un comportamiento di- 
gamos poco transparente o irregular. 

En su propia exposición de motivos, la Ley (y creo que 
es una buena ocasión para recrearnos en lo que fue un 
acierto de este Parlamento) decía que pieza central de 
esa reforma será la creación de una Comisión Nacio- 
nal del Mercado de Valores, a la que se encomienda la 
supervisión y el control de ese mercado. Y tenía múlti- 
ples competencias; se las recordaré. Las competencias 
serán: velar por la transparencia de los diversos mer- 
cados, la correcta formación de los mismos, la protec- 

ción de los inversores, y velar por el cumplimiento de 
las normas de conducta para cuantos intervienen en el 
mercado de valores. Es decir, suficientes garantías que, 
si no recuerdo mal, por el «Diario de Sesiones» y por 
el espíritu del «Diario de Sesiones», a todas SS. SS. les 
parecía bien, sólo que no querían tanta intervención del 
sector público para controlar el sector financiero. 

Yo traigo esto a colación en este momento porque, evi- 
dentemente, el tiempo ha dado la razón a quien quería 
un mecanismo, un instrumento de actuación bien do- 
tado, y a quien no quería dejar el mercado exclusiva- 
mente al margen de elementos de actuación de la 
Administración pública. 

Pero esta Comisión Nacional del Mercado de Valores 
tiene facultades, tiene competencias legislativas. Su se- 
ñoría hacía una intervención que yo no he terminado 
de entender, probablemente porque no he estado muy 
atento a ella, en el sentido en que se contraponía en es- 
te momento el control del sector financiero, las facul- 
tades que tienen órganos legalmente constituidos, con 
la misión que realmente tienen que hacer. A S.  S .  le ex- 
traña que el Banco de España, la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores, el propio Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda tengan facultades ejecutivas, pero 
que no vienen de ninguna voluntad ni de ninguna in- 
tención perversa, se desprenden siempre de iniciativas 
legislativas que desde aquí han sido encomendadas pa- 
ra que tengan su actuación. 

Por tanto, señoras y señores Diputados, ante la soli- 
citud de SS. SS. para la constitución de una comisión, 
tengo la impresión de que no es que no existan moti- 
vos suficientes, simplemente no existen motivos, por- 
que ya este Parlamento, este Gobierno se anticipó a las 
cuestiones, a los problemas que pudieran surgir y se 
dotó de los mecanismos oportunos, por cierto, valora- 
dos muy positivamente dentro y fuera de nuestro país, 
y me estoy refiriendo a la Comisión Nacional del Mer- 
cado de Valores, y algunos de los comentarios jocosos 
de S. S .  sólo los puedo entender en la medida en que 
desconozca su existencia y su funcionamiento. Créame, 
existe y se les valora. Además, en la Comisión de Eco- 
nomía y Hacienda hemos podido tener oportunidad de 
conocer la valoración de la objetividad de ese trabajo. 

Por consiguiente, estén tranquilos, señoras y señores 
Diputados, porque el trabajo que tenga que hacerse se 
va a hacer, y se va a hacer no sólo porque existen ga- 
rantías jurídicas y legales, sino porque existe respues- 
ta a su iniciativa, y respuesta muy próxima. Yo recuerdo 
una canción de Bob Dylan de los años 70 -para mu- 
chas de SS. SS., sin duda, fue una etapa importante-, 
que decía que la respuesta a muchas preguntas está en 
el viento. En este caso está mucho más cerca, está en 
el «Diario de Sesiones», y vamos a hacer un buen ejer- 
cicio de la lectura del «Diario de Sesiones» para com- 
probar cómo mi Grupo Parlamentario no encuentra 
motivos para acceder a lo que se pide no sólo por la 
seguridad y garantía de la actuación del órgano perti- 
nente, de la Comisión Nacional del Mercado de Valo- 
res, sino por el propio criterio político de los grupos 
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expresado en esa misma Comisión, en primer lugar, del 
propio Presidente de la Comisión, porque parece lógi- 
co que si una sociedad, un Estado, se dota de leyes, y 
los ciudadanos se ven obligados a cumplirlas, desde es- 
te Parlamento, por lo menos, hagamos también el es- 
fuerzo de impulsar a la utilización de esas leyes, al 
funcionamiento de la Comisión. 

Pero es que, además, el «Diario de Sesiones» recoge 
explícitamente el compromiso, la voluntad política y las 
actuaciones que la Comisión está haciendo en relación 
al caso que nos ocupa, y yo creo que eso es una garan- 
tía más para el Parlamento, sobre todo después de ha- 
ber tenido ocho horas de debate sobre el asunto y haber 
recogido, cuando menos, cuatro compromisos y, repi- 
to, relación exhaustiva de las actuaciones del Presidente 
de la Comisión Nacional en base a lo que está hacien- 
do, además del compromiso de comparecer ante la pro- 
pia Comisión de Economía y Hacienda para comentar 
e informar de sus resultados. Yo pienso que si eso es 
lo que se ha producido, entenderán perfectamente 
SS. SS. que, para el Grupo Socialista, el calendario, el 
tiempo y la oportunidad estén sujetos, cómo no, a los 
trabajos que en este mismo momento se están rea- 
lizando. 

Pero por si no hubiera suficientes elementos de con- 
fianza -que yo estoy seguro de que los hay- en el com- 
promiso del propio Presidente de la Comisión Nacional, 
no será malo recordar lo que opinan todos los grupos 
parlamentarios que tuvieron la oportunidad de fijar su 
posición en la Comisión en relación a este asunto, ya 
que, evidentemente, para el Grupo Socialista también 
es un referente, cómo no, pensar, conocer e intuir por 
qué hace unas semanas se decían unas cosas y ahora 
podrían decirse cosas distintas, puesto que, para noso- 
tros fue un debate clarificador. 

Será bueno recordar lo que el propio Grupo de Con- 
vergencia i Unió, en boca del señor Homs, con mucho 
sentido común, decía al respecto, cuando recordaba que 
creía que era necesario continuar intensamente en la 
línea de actuaciones que se había expuesto, que era ne- 
cesario conocer exhaustivamente le proceso de gene- 
ración de la autocartera de Ibercorp, y que el Grupo de 
Convergencia i Unió instaba al Presidente de la Comi- 
sión Nacional del Mercado de Valores para que el pro- 
ceder que tengan la obligación de desarrollar en las 
próximas semanas se haga con toda urgencia, y que 
pongan todos los medios a su alcance para culminar 
ese expediente informativo. Y continuaba el señor por- 
tavoz de Convergencia i Unió: Nuestro Grupo cree que 
es necesario que cuanto antes puedan resolver las ac- 
tuaciones que llevan a cabo y comparezcan nuevamen- 
te ante esta Comisión para conocer el resultado final 
de esas actuaciones. Sinceramente, compartimos ese 
criterio, esa opinión. 

Y compartimos también, cómo no, la opinión del Gru- 
po de Izquierda Unida, cuando manifestaba su porta- 
voz que coincidían y compartían que la voluntad del 
Presidente de la Comisión Nacional expresada se cum- 
pliera exhaustivamente y que está en condiciones, si no 

hoy en otra comparecencia, de darnos absoluta y cum- 
plida información de todo lo que hoy nos ha convoca- 
do aquí. Decía, acabando: No haga usted conclusiones; 
las hará cuando termine su investigación. Le emplaza- 
mos a la información conclusiva de esta investigación, 
que creemos debe ser exhaustiva, rápida y muy exacta. 

Esta posición es también muy puesta en razón, y el 
Grupo Socialista sin duda alguna comparte. Decía tam- 
bién que el conjunto de las opiniones es la opinión de 
la Cámara, no que el conjunto de los titulares es la rea- 
lidad del país, pero el conjunto de las opiniones sin du- 
da alguna recoge la opinión de la Cámara. 

Y decía el portavoz del Grupo del CDS, con acierto, 
como siempre (Risas. Rumores.): Nuestro Grupo quie- 
re afirmar que las Cortes Españolas no son un juzga- 
do de guardia popular acerca de las faltas más o menos 
graves que los intermediarios financieros hayan podi- 
do o puedan producir en el futro respecto a lo legisla- 
do en la Ley del Mercado de Valores, ni mucho menos 
de los delitos financieros que quepa juzgar a los tribu- 
nales. Para eso están las entidades de supervisión, co- 
mo es la propia Comisión Nacional del Mercado de 
Valores. 
Yo me quedo con todas esas opiniones, pero me que- 

do, si cabe algo más, con la opinión de una ilustre Di- 
putada de la oposición que en la misma Comisión vino 
a emplazar al señor Presidente de la Comisión Nacio- 
nal. Decía así: Tiene usted una magnífica oportunidad 
para ganar credibilidad. Póngase a trabajar en serio y 
en un plazo relativamente corto tráiganos a esta Cámara 
toda la información clarificada. 

Esa ilustre Diputada no se les escapa a S S .  SS. que 
era usted misma, señora Rudi. Yo comparto tanto su 
opinión que creo que esa es la posición que debe tomar 
el problema en este momento. No comparto que ese cor- 
to plazo de tiempo que S.  S .  señalaba se refiera tan só- 
lo a los cinco días transcurridos desde la celebración 
de la Comisión hasta la celebración de este Pleno. 

Nada más y mucha gracias. (Aplausos en los bancos 
del Grupo Socialista.) 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Hernández 

Tiene la palabra la señora Rudi. 
Moltó. 

La señora RUDI UBEDA Señor Presidente, señorías, 
inicio mi réplica, señor Hernández Moltó, por donde us- 
ted ha empezado su intervención, para facilitar al res- 
to de los Diputados y a usted mismo, si se distrae, que 
me entienda mejor que me ha entendido en mi prime- 
ra intervención. 

Usted dice que venía aquí dispuesto a argumentar en 
contra de la creación de una comisión de investigación 
y que se ha encontrado con que yo he expuesto unas 
conclusiones de esa comisión de invetigación y un ro- 
sario de intenciones. Craso error, señor Hernández Mol- 
tó. Yo lo único que he relatado aquí son una serie de 
hechos conocidos y publicados. Y no me refiero a pu- 
blicados por la prensa, sino publicados en los registros 
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oficiales de compra, venta, fusiones de bancos, etcéte- 
ra. Lo único que he hecho ha sido reconstruir esos he- 
chos y relatarlos de manera cronológica, comparando 
y haciendo especial hincapié en quién era la autoridad 
económica de este país en cada momento de los suce- 
sivos pasos de esta historia. Luego no son ni conclusio- 
nes de comisión de investigación ni rosario de 
intenciones: simplemente recopilación de datos que fi- 
guran en los registros públicos y oficiales. 

Respecto a la segunda oportunidad, yo soy aficiona- 
da a los toros, pero le aseguro que nunca he bajado al 
ruedo, y no necesitábamos ni yo ni mi grupo, una se- 
gunda oportunidad, señor Hernández Moltó, ni ha ha- 
bido circunstancias ni ambientes desconocidos que nos 
hayan exigido esto. Yo he dicho que mi grupo había si- 
do muy prudente y había tenido una gran cautela al 
analizar este asunto. Lo que nosotros en un principio 
pedimos fue la comparecencia del Presidente de la Co- 
misión Nacional del Mercado de Valores y del Gober- 
nador del Banco de España con los datos que hasta ese 
momento teníamos, los publicados y conocidos por no- 
sotros hasta el viernes 14 de febrero. Y la comparecen- 
cia, si mal no recuerdo, fue el jueves 20. Sin embargo, 
allí consideramos que era el primer paso, insisto, para 
recopilar información y para que las dos autoridades 
se manifestasen públicamente. Prueba de que esa com- 
parecencia sirvió para lo que nosotros pretendíamos es 
que, como contestación de los datos que le expusimos 
al señor Croissier, éste no tuvo más remedio que reco- 
nocer toda la serie de cuestiones a las que en mi pri- 
mera intervención he hecho referencia, que fueron muy 
aclaratorias de su labor y que constan en el «Diario de 
Sesiones)). 

Luego, por tanto, ahuyentemos, señores socialistas, 
la idea de fantasmas, circunstancias o ambientes des- 
conocidos. Simplemente es que la dinámica de los he- 
chos nos ha obligado a tomar esta iniciativa, y 
seguramente continuarán otras iniciativas más de mi 
Grupo. 

Referente a compartir preocupación, la verdad es que 
me resulta muy agradable oír decir a los señores so- 
cialistas que comparten las preocupaciones del Grupo 
Popular; lo que ya me parece menos agradable es que 
se queden en las meras palabras. Porque ya sabe usted 
que hay dos viejos refranes que dicen que el movimiento 
se demuestra andando y que obras son amores y no bue- 
nas razones. Cualquiera de los dos sirve; quédese con 
el que mejor le parezca. (Rumores.) Esa preocupación 
del Grupo socialista y del Gobierno socialista les acon- 
sejó traer en el año 1988 el proyecto de la Ley del Mer- 
cado de Valores, para tener un conocimiento más exacto 
de la situación del sector financiero. 

Me dice cuáles son las funciones de la Comisión Na- 
cional del Mercado de Valores. Si usted, en lugar de leer 
solamente el final de mi intervención, cuando el señor 
Croissier estuvo en la Comisión el pasado día 20, hu- 
biera leído el principio, se hubiera dado cuenta de que 
precisamente leyéndole ese contenido empecé yo mi in- 
tervención, para, a continuación, decirle que me expli- 

case qué es lo que había hecho para cumplir esas 
funciones que le encomendaba la Ley. 

Cualquiera que lea el «Diario de Sesiones» y la com- 
parecencia entera -no a trozos, como usted ha hecho-, 
podrá deducir de ella que lo realizado hasta esos mo- 
mentos por el señor Croissier era muy poco o casi na- 
da, insisto, y como muestra basta un botón. Se entera 
del trasiego de acciones de Sistemas de Control y de 
la constitución de la auto-cartera ilegal un año después 
de que estos hechos hayan ocurrido. Y lo má grave: no 
se entera por unos datos que él pida, sino que se ente- 
ra cuando le entra en la Comisión la auditoría realiza- 
da por una firma privada de la empresa Sistemas 
Financieros. 

Además, señor Hernández Moltó, con lo que usted di- 
ce se me plantea una duda, y es muy grave. Si el instru- 
mento que garantiza la transparencia viene 
contemplado en la Ley del Mercado de Valores y es la 
Comisión Nacional, ¿por qué no ha ejercido? ¿Por qué 
no se enteró? Luego, si no se enteró, hay dos cosas: o 
no vale el Presidente, o no vale el instrumento legal que 
le permite ejercer su función. Y si se enteró, peor me 
lo pone, señor Hernández Moltó; mucho más grave me 
lo pone todavía. 

Usted dice que nos quejamos, cuando se debatió esa 
Ley, del excesivo intervencionismo del sector público 
para controlar al sector financiero. Pero es que yo no 
sé si ustedes se han dado cuenta de un matiz, y es que 
aquí no estamos hablando, y mi Grupo no lo ha traído, 
de que se investiguen únicamente las acciones cometi- 
das por unos señores del sector privado, sino que lo que 
hemos traído aquí es que se investiguen las acciones 
cometidas por unos señores del sector privado en rela- 
ción con la información privilegiada o el trato de favor 
que hayan podido tener con unos señores que son auto- 
ridades económicas de este país. Esa es una diferencia 
muy importante, señor Hernández Moltó; una diferen- 
cia de matiz que precisamente es el nudo de toda nues- 
tra intervención. (Varios señores Diputados del Grupo 
Popular: ¡Muy bien! ¡Muy bien!) 

Si el Grupo Socialista y el Gobierno socialista traje- 
ron aquella Ley intervencionista, indudablemente ten- 
drán que asumirla, así como lo que yo le decía en mi 
primera intervención: el exceso de concentración de po- 
der exige, por correlación, un grado de responsabilidad 
muy elevado, y ese es el que en estos momentos esta- 
mos pidiendo aquí. 

Usted dice que no entiende mi posición sobre el Ban- 
co de España. Otra vez escuche quizá con mayor aten- 
ción lo que yo digo, pero es muy claro, e insisto en mis 
últimas palabras. No es que yo sea crítica con el actual ... 
Un momento, vamos a ver si se lo digo con mayor clari- 
dad. (Rumores.) Voy a hacer un esfuerzo, porque en mi 
primera intervención el señor Hernández Moltó pare- 
ce ser que no me ha entendido, y yo creí que se lo ha- 
bía dicho muy claro. Quizá consiga decírselo más claro 
en este momento. (Aplausos. Rumores.) 

Señor Hernández Moltó, si el Banco de España y la 
persona que está a su frente concentra un exceso de PO- 
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der, según nuestra interpretación, poder que, por otra 
parte, en el resto de los países europeos no es el mis- 
mo, indudablemente habrá que pedirle responsabilida- 
des por ese poder que ejerce y que ostenta. 

Dice usted que no existen motivos para crear la co- 
misión de investigación. Creo que el relato de los he- 
chos ha sido suficientemente claro. Ha citado a Bob 
Dylan y dice que la respuesta a muchas preguntas está 
en el viento. Efectivamente, en el viento está la respues- 
ta a la Comisión Nacional del Mercado de Valores. 

El señor PRESIDENTE Señora Rudi, le ruego que 
concluya. 

La señora RUDI UBEDA Estoy termninando. Me que- 
da plantear dos cuestiones muy breves y termino, se- 
ñor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Estamos en turno de répli- 
ca, señora Rudi. Insisto en que le ruego que concluya. 

La señora RUDI UBEDA Gracias, señor Presidente. 
Para terminar su intervención, usted utilizaba la opi- 

nión de los otros grupos vertida en la sesión de la Co- 
misión. Yo preferiría oír la opinión de los grupos ahora 
aquí. No se convierta usted en el portavoz del resto. Yo 
sé que a usted le gustaría, pero usted es portavoz de lo 
que es, no del resto, 

Dice que yo insistí al señor Croissier en que tenía una 
magnífica oportunidad de conseguir la credibilidad. Se- 
ñor Hernández Moltó, eso lo sigo manteniendo, pero la 
investigación que pueda estar haciendo la Comisión Na- 
cional del Mercado de Valores -que, insisto, hasta aho- 
ra parece que no lo ha hecho, pero aún concediéndole 
la gracia de que lo va a hacer a partir de ahora- nada 
tiene que ver con la comisión de investigación que yo 
estoy pidiendo aquí. La Comisión Nacional del Merca- 
do de Valores investigará las acciones de los interme- 
diarios financieros en esas operaciones. Yo estoy 
pidiendo aquí que se investiguen las relaciones de auto- 
ridades públicas económicas de este país con esas ope- 
raciones. Creo que son dos cuestiones muy distintas. 
Estoy hablando de responsabilidad política, no de res- 
ponsabilidad legal, que ésa, efectivamente, se la dejo 
a la Comisión Nacional. 

Por último, señores socialistas, yo les decía anterior- 
mente que votar en contra de esta comisión era encu- 
brir un entramado de intereses personales, y voy a 
hacerles una reflexión continuación de ésta. Ustedes, 
negándose a que se investiguen estos asuntos, no pue- 
den seguir utilizando en la calle el discurso de la ética. 
Yo sé que muchos de ustedes sí pueden hacerlo indivi- 
dualmente, uno a uno, pero cuando en bloque siguen 
encubriendo actuaciones de este tipo, que probable- 
mente son de una minoría entre ustedes, no podrán sa- 
lir jamás a decir al pueblo español un discurso sobre 
ética. (Aplausos en los bancos del Grupo Popular. 
Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Rudi. Tie- 
ne la palabra el señor Hernández Moltó. 

El señor HERNANDEZ MOLTO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Para un turno de réplica es difícil, porque no ha ha- 
bido ningún contraargumento que se haya expuesto ha- 
cia una posición, que yo creo que ha sido muy clara, 
del Grupo Socialista; que ha quedado mucho más de 
manifiesto después de la segunda intervención de la se- 
ñora portavoz del Grupo Popular. 

Nosotros estamos absolutamente persuadidos de la 
eficacia y del interés que tiene el que los organismos 
y los instrumentos que se crean por ley cumplan real- 
mente sus funciones. Y estamos seriamente preocupa- 
dos por la permanente puesta en tela de juicio no sólo 
de la eficacia, sino de la honorabilidad de las personas 
que ocupan esas responsabilidades políticas, como 
aquí, leyendo en líneas y entre líneas, se ha podido po- 
ner de manifiesto al dudar de las actuaciones de algún 
organismo cuando se pudiera tener conocimiento de de- 
terminados hechos. Nos preocupa eso. Nos preocupa 
que el tipo de esfuerzo parlamentario que esta Cáma- 
ra pueda hacer distraiga el trabajo de otras priorida- 
des, de otros temas importantes que sin duda alguna 
deben ser los que ocupen el espacio, la imagen y la preo- 
cupación de esta Cámara. 

Tenemos la absoluta garantía ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: jSilencio, señorías! 

El señor HERNANDEZ MOLTO: Primero habrá que 
tener el respeto a la Cámara y después concederle que 
hay la absoluta garantía de que cuando un aparato po- 
lítico, con responsables políticos al frente, respaldados 
por un grupo político, por votos y por esta Cámara, ejer- 
ce sus actuaciones, indiscutiblemente las ejerce hasta 
el final, siendo poco prudente el intentar mancharlas 
con acusaciones que en ningún caso se demuestran, que 
en ningún caso se han podido poner encima de la me- 
sa, incluso cayendo en alguna tentación de mala volun- 
tas política al narrar los acontecimientos sucedidos en 
los últimos años. (Rumores y protestas.) 

Esas son nuestras preocupaciones. Y nuestra preo- 
cupación estable, permanente e histórica por la ética. 

No ha estado S.  S .  al nivel que suele estar en sus in- 
tervenciones en cuanto a su correción por la duda que 
al final ha planteado de que este Grupo y este Partido 
pueda, en estos momentos, tener resortes, impedimen- 
tos o dificultades para hablar de ética y dotarnos de 
un discurso político. (Rumores) 

Créame, señora Diputada, que para nosotros es una 
gran satisfacción que habiendo mamado ética, como he- 
mos mamado toda la vida (Rumores y protestas.), al- 
gunos de ustedes, con el tiempo, la vayan aprendiendo. 
(Rumores y protestas. Aplausos en los bancos del Gru- 
po Socialista.) 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Hernández 

¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) 
Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Pérez 

Moltó. (Rumores.) ¡Silencio, señorías! 

Bueno. 

El señor PEREZ BUENO: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, el Partido Andalucista, a través 
del Grupo Mixto y junto con el CDS, ha pedido también 
la creación de una comisión de investigación en una 
proposición no de ley que, naturalmente, no ha podido 
entrar en el orden del día de esta sesión plenaria. 

Es obvio que mi Partido va a dar su voto favorable 
a la creación de esta comisión de investigación. Los he- 
chos reales podemos interpretarlos o no en esta Cáma- 
ra como justificadores de esa comisión de investigación, 
pero creo que en la calle y en la opinión pública existe 
preocupación, y en algunos ambientes indignación, que 
ponen a prueba este Parlamento. 

No creo que el PSOE quiera que los grupos políticos 
de la oposición vengamos aquí con una investigación 
previa, que es precisamente el objeto de esa comisión 
de investigación. N o  es, por tanto, nuestra misión aquí 
dar las conclusiones, porque sería lógico esperar a que 
lo hiciera esa comisión de investigación, pero sí a dar 
datos reales, sí a dar incidios, sí a dar aquellos elemen- 
tos que induzcan a ver necesaria la creación de esta co- 
misión de investigación. 
Yo creo que el problema de Ibercorp hay que enmar- 

carlo dentro de lo que entiendo que es la crisis de los 
nuevos bancos creados al amparo de la legislación so- 
cialista de 1986. Este es el caso de Ibercorp; es el caso 
del Banco Europeo de Finanzas, que fue apoyado por 
Unicaja; es el caso de Abbeycor -nuevo también- que 
hace unos días se ha publicado en los medios de comu- 
nicación, uno de cuyos accionistas y promotores prin- 
cipales, el Grupo Cor, Sociedad Anónima, ha sido 
también declarado en quiebra por un juez de Barcelo- 
na en estos días. 

Por tanto, ante esta situación que puede evolucionar 
en el tiempo, aun apareciendo nuevos casos como és- 
tos de pequeños bancos que entran en crisis, la pregun- 
ta es la siguiente: ¿Cuánto nos va a costar a los 
españoles esta situación? La crisis de los bancos que 
se crearon durante la etapa de gobierno de UCD nos cos- 
tó más de un billón de pesetas. La pregunta ahora es 
cuánto nos va a costar la situación que va a generar ese 
proceso de quiebra y de crisis de numerosos bancos pe- 
queños que fueron creados al amparo de la legislación 
socialista de 1986. Cómo se autorizó, bajo qué condi- 
ciones y qué supervisión han tenido. Todo esto está, na- 
turalmente, en cuestión. 

Por ello no está mal este debate, porque de alguna ma- 
nera, si es posible, tiene que incentivar a intentar evi- 
tar esta situación. Quizá bueno sería dejarlos quebrar 
-naturalmente con el menor perjuicio posible al pe- 
queño accionista- cuando en el mercado no tienen po- 
sibilidades de subsistir, puesto que estamos en un 
sistema de economía de mercado. ¿Por qué sus promo- 

tores salen enriquecidos y tenemos que pagar los es- 
pañoles? Esto es lo que sucede con estas entidades 
financieras. Sus promotores salen enriquecidos o cuan- 
do menos muchos de ellos salvan su situación perso- 
nal, y somos los españoles, en definitiva, los que 
pagamos la situación que origina la gestión de estas en- 
tidades financieras. Esto creo que está implícito en lo 
que dijo el señor Rubio en su comparecencia en la Co- 
misión, cuando advirtió que el Banco de España había 
concedido una línea de crédito de hasta 58.000 millo- 
nes a entidades financieras pequeñas, lo cual pone en 
evidencia esta situación. Por cierto, advirtió que 28.000 
millones eran sólo para una de estas entidades, no in- 
dicó cuál, aunque bueno sería saberlo. 

En segundo lugar, creo que estamos ante la quiebra 
de confianza en el Gobernador del Banco de España, 
y esto es algo grave e importante. Si el prestigio y la 
credibilidad de las instituciones es fundamental para 
cualquier democracia, en el caso de la española, y da- 
das las vicisitudes por las que atraviesa, el cese de don 
Mariano Rubio es, cuando menos, una medida política 
necesaria para el prestigio y credibilidad de nuestras 
instituciones. No se trata de un problema de honorabi- 
lidad personal, que yo desconozco, y desde luego no voy 
a poner la mano en el fuego por el señor Rubio; se tra- 
ta de un problema de honorabilidad institucional, y esta 
es una cuestión, a mi modo de ver, sumamente impor- 
tante. N o  basta con la palabra del señor Rubio, si el se- 
ñor Rubio dio instrucciones a su administrador, señor 
De la Concha, para que no invirtiera en títulos de enti- 
dades bancarias, será un problema suyo con su admi- 
nistrador, pero el problema del Banco de España es que 
está gobernado por un hombre sobre el que se sospe- 
cha que no actúa transparentemente. 

Con independencia de la importancia cuantitativa 
que tenga el montante de operación personal que afec- 
ta al Gobernador, si su inversión en Sistemas Financie- 
ros se saldó con pérdidas, como dice, a veces, como 
justificativo de la situación en la que está, no oculta que 
se salvó, desde luego, del quebranto que sufrieron otros 
accionistas que no eran privilegiados. Por tanto, resul- 
ta cuanto menos incomprensible que el Presidente del 
Gobierno le respalde, en vez de cesarle, que es lo que 
yo creo que procedía. ¿Qué se oculta detrás de esta co- 
media de enredo del poder socialista ante estas cues- 
tiones? 

Es evidente, y los hechos así lo señalan, que hemos 
asistido, y son hechos y datos reales, a la violación de 
la Ley del Mercado de Valores en su artículo 80, por pro- 
vocar en beneficio propio o ajeno una evolución artifi- 
cial: en el artículo 81, por la existencia de información 
privilegiada, y en el 82, por falta de información públi- 
ca sobre cotización de la sociedad Sistemas Financie- 
ros. Todo eso está relacionado con el Código Penal en 
su nueva redacción, en los artículos 368 y 390. Aquí tam- 
bién habrá que plantearse la omisión del Gobierno ins- 
tando al Ministerio Fiscal a que abra diligencias. 

En cuarto lugar, hay también una violación de la Ley 
de Sociedades Anónimas, y esto es algo evidente. Al 
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mantener alta la cotización artificalmente, aparentan- 
do la existencia de una demanda en el mercado que no 
existía, ya que compraba la propia sociedad emisora, 
no eran compradores, ha habido claramente una actua- 
ción irregular. Y hay numerosos interrogantes, como, 
por ejemplo, ¿tenía la Sociedad la autorización de la 
junta gneeral para formar autocartera en los términos 
que lo hicieron? Es decir, hay que investigar la conducta 
de estos agentes financieros y sus conexiones con el po- 
der político, que aparentemente parece que existen. Las 
acciones de algunos de estos agentes, al menos en opi- 
niones que yo he oído en la calle en determinados círcu- 
los, les convierte casi en presuntos delincuentes 
comunes de alta élite. Es preocupante que el Goberna- 
dor del Banco de España se siente todas las semanas 
en la misma mesa con quienes se presupone que están 
teniendo actuaciones como las que se están conocien- 
do a través de la información que periódicamente va- 
mos teniendo. 

Por tanto, en todo este proceso existe responsabili- 
dad de la Administración pública, por lo menos por ne- 
gligencia: por negligencia del Banco de España, de la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores y del Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda. Cuando han llegado 
las notificaciones de Ibercorp, ¿qué es lo que se ha he- 
cho? El señor Rubio no ha presionado suficientemen- 
te para que se investigue; hay una pasividad, una 
permisividad, un dejar hacer, un tiempo. Lo mismo el 
señor Croissier, que hace la vista gorda cuando llegan 
los nombres falsos, hasta que pasa un tiempo determi- 
nado y con el pretexto de la información ofrecida por 
los medios de comunicación social es cuando se ve obli- 
gado a salir al paso de la situación. 

¿Es que sólo se actúa impresionado por los medios 
de comunicación, cuando realmente hay que tener una 
confianza absoluta en este tipo de instituciones? Hay 
una omisión clara de todo el sistema de control del Es- 
tado, que exige investigar para ver si existen conexio- 
nes con el poder político y para ver si existen 
responsabilidades. 
Yo no sé si, en lugar de la Comisión Nacional del Mer- 

cado de Valores -que desde hace un año tiene un ex- 
pediente de esta Sociedad y que no comprueba nada, 
reaccionando tan sólo presionada por los medios de co- 
municación social-, sería mejor lo que existía antes, 
la Sociedad Rectora de la Bolsa de Madrid, porque, por 
lo menos, parece que había más transparencia. En cam- 
bio, ahora, nos encontramos ante un sistema de inter- 
vencionismo nuevo que confiere más poder, pero un 
intervencionismo que no es neutral, que no es transpa- 
rente: un intervencionismo partidista, y esto es lo preo- 
cupante de la situación. La independencia de la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores tiene que 
ser intachable, y tiene que serlo no sólo interiormente, 
sino también ante la opinión pública. Y, desde luego, 
no es de recibo que se actúe o que se dé la impresión 
de que se actúa dando carpetaza a los asuntos que no 
interesan. Hay una responsabilidad del Ministerio de 
Economía y Hacienda, y hay una responsabilidad tam- 

bién del Fiscal General del Estado, puesto que, cuando 
haya apariencia de que existe algún tipo de tráfico de 
influencias o de información privilegiada, tan sólo con 
que exista esa apariencia, tiene que instruir diligencias; 
y nos consta que no se ha hecho, y el Gobierno ni se 
inmuta ni pone en marcha ningún tipo de diligencias 
a través del Ministerio Fiscal. Hay una acción encubri- 
dora y relajante ante todo este asunto que resulta muy 
sospechosa y, en todo caso, preocupante. 

Por tanto, es necesario, a mi juicio, la creación de una 
comisión de investigación para depurar responsabili- 
dades políticas. Es necesario hacerlo. La impunidad es 
el mejor campo abonado para que se reproduzcan las 
conductas corruptas y mafiosas de un país; esto es lo 
que no se debe de permitir, y esto es lo que puede per- 
mitir el Partido Socialista. La técnica que han utiliza- 
do hasta ahora los socialistas de intentar tapar todo 
cuanto huele mal no es bueno para la democracia: no 
lo es, y no le permite acusar a los Grupos de la oposi- 
ción cuando éstos intentan, con otra actitud distinta, 
conseguir que no se tape lo que huele mal, sino todo 
lo contrario. Es obligación del Partido Socialista tam- 
bién prestigiar las instituciones democráticas hacien- 
do que brille la transparencia. 

El señor PRESIDENTE Señor Pérez Bueno, le rue- 
go concluya. 

El señor PEREZ BUENO: Termino ya, señor Pre- 
sidente. 

Ustedes no pueden o no deben dejar flotar en el am- 
biente que el poder político es permisivo, tolerante o 
encubridor de sus amigos. Si no hay nada que ocultar, 
el PSOE debe de apoyar la creación de la comisión de 
investigación. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Pérez Bueno, 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor 

Lasuén. 

El señor LASUEN SANCHO Señor Presidente, seño- 
rías, mi Grupo está a favor de la creación de la comi- 
sión de investigación; no así con el texto presentado por 
el Grupo Popular, sino con el que nosotros hemos in- 
corporado en nuestra propia petición. Pero debo adver- 
tir que aceptaríamos cualquier contenido razonable de 
consenso y cualquier norma de comportamiento para 
la comisión que fije el Presidente, porque lo que que- 
remos, efectivamente, es que se cree la comisión, y no 
creemos que exista ningún impedimento de tipo formal 
e incluso material que lo impida. 

Quiero explicar las razones por las que estamos a fa- 
vor de la creación de esta comisión, que son distintas 
de las que hasta ahora se han expuesto. 

El señor Hernández Moltó, portavoz del Grupo Socia- 
lista, con una finta divertida, ha hecho un halago de mi 
posición en la última comparecencia, probablemente 
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con el intento de cerrarme un poquito la boca. Obvia- 
mente] a esa finta es muy fácil de responder. 
Sí, señorías, nosotros pensamos que esta Cámara no 

tiene como función específica] aunque también puede 
hacerlo si así lo juzga oportuno, ni investigar, ni super- 
visar ni juzgar, ya que para eso está la policía, los juz- 
gados, las comisiones, etcétera. Lo que sí debe hacer 
esta Cámara, es su responsabilidad estricta, es saber 
si las leyes que aprueba y el Gobierno que las aplica 
son eficaces o no para el propósito que motivó la legis- 
lación, y eso es lo que nosotros creemos que esta Co- 
misión debe averiguar. 

Hace unos días, el 20 de febrero, hubo una compare- 
cencia en la Comisión de Economía del Presidente de 
la Comisión Nacional del Mercado de Valores y del Go- 
bernador del Banco de Espazña, a petición de otros par- 
tidos y del nuestro propio, en la que tratamos de alguno 
de los problemas que se están debatiendo esta tarde. 
El Presidente de la Comisión y el Gobernador del Ban- 
co de España respondieron a nuestras cuestiones, ad- 
mitiendo que, efectivamente, podía haber un problema, 
una discontinuidad e incluso una contradicción entre 
las piezas y los componentes legislativos de las piezas 
financieras aprobadas en los últimos años. Confirma- 
ron en alguna medida, tanto el Gobernador como el Pre- 
sidente, que nuestras sugerencias podían ser ciertas, 
pero los dos argumentaron que la Comisión estaba in- 
vestigando las faltas potenciales de Ibercorp y que, por 
otra parte, el Banco Ibercorp era suficientemente sol- 
vente, que había perdido escasamente trescientos mi- 
llones de pesetas y que no causaba ningún problema 
la solución de su caso. ¿Qué ha pasado desde entonces? 
Ha pasado que ha habido nuevas acusaciones sobre la 
conducta del Gobernador del Banco de España; no se 
trata ya de una falta, sino de un delito potencial 
-tráfico de influencias e información privilegiada, so- 
bre todo-] que el Gobernador ha negado y que debe 
sustanciarse esta cuestión no en esta Cámara, puesto 
que se trata de un delito potencial, sino en un juzgado, 
tanto por los informantes como por los denegantes, y 
ha habido una intervención de Ibercorp: una interven- 
ción tanto más sorprendente cuanto que se produce es- 
casamente diez o doce días después de que el 
Gobernador diga que no hay problemas fundamenta- 
les de solvencia en el Banco, que sólo se han perdido 
trescientos millones y que la situación es manejable. 

Si esa manifestación del Gobernador ha tenido lugar 
hace diez o doce días, ¿por qué se produce esta situa- 
ción en este momento? 

A mi entender ha habido otro problema mucho más 
grave, que es la pérdida de autoridad moral del Banco 
de España. Si el Banco de España, un banco central de 
un país civilizado y moderno es incapaz de convencer 
al sistema financiero español de que de una forma u 
otra arregle el problema de la compra de un banco por 
la cantidad de 2.500 millones de pesetas, evidentemen- 
te el sistema financiero español está revelando clarísi- 
mamente que no tiene confianza en la gestión del Banco 
de España, lo cual es grave. Pero yo no quiero exagerar 

la gravedad del problema, no quiero argumentar catas- 
tróficamente. No creo que este caso esté poniendo en 
cuestión la solvencia del sistema financiero español, 
que es saneitdísima -lo reconocen todos los evaluado- 
res internacionales de movimientos de capitales-, no 
creo tampoco, en absoluto, que esto revele la incapaci- 
dad de los mecanismos de control españoles, en abso- 
luto tampoco, y, por consiguiente, volvemos a nuestra 
cuestión esencial del día anterior: ¿se trata de un fallo 
de personas o se trata de un fallo de legislación? 

Tampoco quiero exagerar sobre las conclusiones po- 
tenciales de un fallo de legislación: no quiero exagerar 
y quiero evitar cualquier catastrofismo al respecto. 
Otros países, con tasas de crecimiento altísimas, tienen 
escándalos financieros infinitamente mayores que los 
españoles. Cito, de pasada, algunos países europeos: Ita- 
lis, el mejor comportamiento de crecimiento de renta 
en los últimos diez años; Japón, el país de más creci- 
miento del mundo de la OCDE. Todos estos países tie- 
nen escándalos financieros más grandes. Todos ellos 
tienen tasas de crecimiento más altas. Por consiguien- 
te, tampoco quiero dramatizar en ese sentido. Quiero 
evitar cualquier tipo de catastrofismo. Quiero centrar- 
me en una cuestión muy pertinente y muy relevante. 

Los cuidadanos españoles están pagando con impues- 
tos los malos resultados financieros, grandes o peque- 
ños, del sistema financiero español. Sea la situación 
grave o menos grave, ningún español debe estar obli- 
gado a pagar por la ineficiencia, por la incompetencia 
o por la falta de control de algunos de los intervinien- 
tes en el sistema financiero. Mucho menos si esta con- 
ducta es arrogante, impertinente y, además, va 
acompañada de actitudes chocantes y remuneraciones 
altísimas. Esto no está en absoluto justificado. Dije el 
otro día, y sigo diciéndolo hoy cada vez con más énfa- 
sis, que si los financieros y los banqueros españoles no 
pueden quebrar porque los españoles queremos que no 
quiebren, evidentemente no se les debe permitir cual- 
quier tipo de acción. Si son un bien público (como casi 
se dijo en el decreto de expropiación de Rumasa), de- 
ben comportarse como un bien público. Si los españo- 
les deben cubrir todos sus defectos, su comportamiento 
debe estar regulado por quienes pagan estos defectos 
en última instancia. Esto me lleva al centro de la cues- 
tión que quería tratar como tema principal de la comi- 
sión de investigación. 

Lo que queremos que en esa comisión se investigue, 
señores, es si es compatible -como se incorpora en la 
legislación española- que haya una liberalización y 
desregulación total del sistema financiero y, al mismo 
tiempo, haya sistemas de control, como la Comisión Na- 
cional del Mercado de Valores o los mecanismos del 
Banco de España, que corresponden a una legislación 
opuesta, reglada y reglamentada. Porque la realidad es 
que la Comisión Nacional del Mercado de Valores y los 
instrumentos de control del Banco de España son co- 
pia de los mecanismos norteamericanos, que están di- 
señados para un mundo financiero y bancario 
absolutamente intervenido y reglado. Los bancos nor- 
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teamericanos no pueden saltar de Estado a Estado, son 
limitados geográficamente, como si en España fueran 
válidos solamente para una comunidad autónoma y no 
para todo el Estado. Se refieren solamente a determi- 
nadas funciones. Hay bancos comerciales, bancos de 
inversión. No pueden tener compañías de seguros, no 
pueden tener sociedades de valores, etcétera. En Espa- 
ña pueden tener todo y hacer todo. 

Es obviamente incompatible tener un mecanismo ab- 
solutamente liberal y desregularizado, como el mode- 
lo de banco alemán, que es el que hemos copiado, con 
un sistema de intervención montado para un sistema 
reglado e intervenido. Ese es nuestro problema. El he- 
cho de que la Comisión Nacional del Mercado de Valo- 
res no sepa lo que hay detrás de Inversiones Padilla y 
sobre Shaft Investments es absolutamente normal, in- 
dependientemente de que puede haber defectos o no en 
la conducta de las personas. El mecanismo de control 
no está adecuado al esquema de funciones y libertades 
que hemos establecido. Queremos que en esa comisión 
de investigación se averigüe, a través de los propios ope- 
rantes privados y públicos en el mercado, si efectiva- 
mente todo el mecanismo de intervención financiera y 
de libertades financieras españolas es el adecuado o no, 
porque, si no es el adecuado, habrá que cambiarlo y mo- 
dificarlo. A este respecto dije en la comparecencia del 
Gobernador del Banco de España, y éste admitió, que 
como después de todo la pauta del comportamiento fi- 
nanciero en el mundo la establece Estados Unidos, en 
los últimos seis meses el Congreso de los Estados Uni- 
dos ha cambiado totalmente la legislación norteame- 
ricana del mercado financiero, pero no hacia más 
liberalización, sino hacia más regulación. ¿Por qué? 
Simplemente, porque han quebrado alrededor de 1,000 
cajas de ahorro y están a punto de quebrar muchos ban- 
cos, muchas compañías de seguros, ettetera, y los con- 
gresista americanos, obviamente, no quieren que los 
ciudadanos norteamericanos paguen los excesos, los 
errores o las malas conductas de sus gestores finan- 
cieros. 

Dije que el Banco de la Reserva Federal ha estableci- 
do una división de cinco tipos de bancos e institucio- 
nes financieras en función de su solvencia, y que el 
préstamo del Banco de la Reserva Federal no es auto- 
mático, ni las intevenciones ni las salvaciones de las ins- 
tituciones financieras, porque depende de cómo se 
comporten esos bancos y qué tipo de solvencia les ten- 
gan atribuida los reguladores. 

En definitiva, señores, nosotros creemos que ésta es 
una ocasión perfecta para evaluar la validez de la le- 
gislación financiera española y de los organismos de 
control. Lo apuntamos en la comparecencia del Gober- 
nador del Banco de España. Los intervinientes en aquel 
momento, el presidente y el gobernador, dijeron que po- 
díamos tener razón. Los hechos, en los últimos días, 
prueban que efectivamente tenemos alguna razón, y 
creemos que si en una situación normal, de absoluta 
sanidad y estabilidad del sistema financiero, tres o cua- 
tro bancos, porque no es uno sólo, pueden entrar en esta 

situación, ¿qué podría pasar en un momento de crisis 
con esta legislación vigente? Pensamos que es necesa- 
rio modificarla y, por supuesto, apoyamos la posición 
de todos, como el PP, que piden la Comisión de Investi- 
gación, pero queremos advertir que no queremos de- 
magogias de ningún tipo. 

Hemos estado votando en la Comisión Mixta 
Congreso-Senado un estatuto de bancos europeos cen- 
trales donde el banco central tiene mucha más autori- 
dad, infinitamente más autoridad que la que 
actualmente tiene el Banco de España. Por consiguien- 
te, tenemos que ser coherentes: queremos la indepen- 
dencia del último elemento rector del sistema 
financiero, ¿sí o no? Si lo queremos a nivel europeo, evi- 
dentemente lo tenemos que querer igual a nivel espa- 
ñol. No podemos decir por una parte más regulación 
y por otra menos; tenemos que tener un modelo clara- 
mente definido: más regulación o menos regulación, 
más libertad o menos libertad. Hasta que no seamos 
coherentes en esos dos aspectos, podremos tener pro- 
blemas en el futuro como éste, que es pequeño o grande. 

Gracias, señorías. 

El señor PRESIDENTE. Gracias, señor Lasuén. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra el señor Martínez. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Señor Presidente, se- 
ñorías, nuestro grupo también va a votar a favor de la 
creación de una Comisión de Investigación. Podríamos, 
incluso, argumentar con una razón formal que nuestro 
grupo ha sido -y de ahí algunas de las enmiendas ten- 
dentes a modificar el Reglamento de esta Cámara- par- 
tidario de que sea más fácil crear comisiones de 
investigación, porque son necesarias en esta sociedad. 
Pero es que, señorías, este tema que nos trae aquí esta 
tarde nos parece muy grave. No compartimos la idea 
del portavoz socialista de que esto es distraernos. Esta 
Cámara no puede distraerse. 

A la sociedad española, en su conjunto, creemos que 
le preocupa este tema, le preocupa lo que está pasan- 
do y por eso el Parlamento está obligado a pronunciar- 
se como representación legítima suprema que somos 
de los ciudadanos. 

También nos parece que del tema Ibercorp sólo co- 
nocemos algunos de sus aspectos. Se ha dicho ya que 
cada día aparecen nuevas cuestiones. Por eso es nece- 
sario seguir investigando. Además, la creación de la Co- 
misión de Investigación no es la única iniciativa que se 
puede tomar. Nuestro grupo, hace muy pocas fechas, 
ha presentado en el Registro de la Cámara una propo- 
sición de ley para modificar el régimen de incompati- 
bilidades del Gobernador del Banco de España. Son 
muchas, pues, las iniciativas que se pueden tomar. Pe- 
ro creemos que esta iniciativa, en estos momentos, es 
oportuna. Es más, nos parecería, si se nos acepta por 
parte del Grupo Socialista, un error político -si se nos 
permite ese consejo- por parte del Partido Socialista 
el no entrar en este tema. Porque en este tema creemos 
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que es más fácil que pierda la derecha económica que 
no que pierda la Administración del Estado. Es más el 
barro que hay en manos de la derecha económica, de 
los poderes económicos, de los «lobbyes» del sistema 
financiero, que en la propia Administración del Esta- 
do. Por eso, esa negativa del Partido Socialista 
-permítasenos- nos perjudica a la izquierda y cree- 
mos que se debería entrar de lleno en todas las consi- 
deraciones que trae consigo el tema Ibercorp y todo lo 
que significa. Porque, {de qué estamos hablando? Cuan- 
do los ciudadanos leen lo que se publica, dicen: Y aquí 
no pasa nada. Sí que está pasando. iY qué es lo que es- 
tá sucediendo? Pues que estamos viendo -y en eso hay 
que reconocer que la legislación de los últimos años 
permite una mayor transparencia, lo que nos permite 
entrar en lo que está ocurriendo- es que en el sistema 
financiero hay corrupción como en otros sistemas eco- 
nómicos o de cualquier otro tipo de la sociedad espa- 
ñola. Pero que, además, esa corrupción no la pagan los 
afectados con la cárcel; la pagan todos los ciudadanos. 
De eso se quejaba también algún otro portavoz. Resul- 
ta que si alguien comete una infracción en su negocio, 
pierde su patrimonio, etcétera, puede incluso ir a la cár- 
cel o quedarse sin patrimonio. Pero en el sistema finan- 
ciero lo peor de todo es que lo pagan los pequeños 
accionistas, los depositantes, pero sobre todo el erario 
público, porque al final vamos al erario público. 

Hay una cosa muy curiosa que hace pocas fechas aquí 
hemos oído, que determinados sectores económicos hay 
que dejarlos a su suerte cuando pierdan, abandonar- 
los, porque no son competitivos, porque tienen enormes 
pérdidas. Y siempre en los últimos años con el sistema 
financiero se tiene una especial predilección, de tal for- 
ma que se acude inmediatamente en cuanto se tamba- 
lea. Y nosotros podemos estar de acuerdo, porque 
forma parte de la estructura, de la organización eco- 
nómica y administrativa de España, pero quiero decir 
que esa responsabilidad, la de que al final quienes pier- 
den son todos los ciudadanos, a través de los presupues- 
tos públicos, nos obliga a intervenir. No es un problema 
de que ellos, entre ellos, se degüellen; no es un proble- 
ma de que ellos, entre ellos, se engañen; no es sólo ese 
problema. Es un problema que afecta a todos los ciu- 
dadanos, porque nos están engañando a todos, porque 
se están enriqueciendo a nuestra costa. 

Se ha dicho por parte del portavoz socialista que en 
estos momentos los instrumentos en vigor son eficaces. 
Señorías, yo creo que hay que constatar una primera 
impresión, y es la de que por lo menos no han sido lo 
suficientemente ágiles, y probablemente tampoco son 
eficaces. Porque los entramados a que nos estamos re- 
firiendo -que son sociedades de valores, pero al mis- 
mo tiempo son bancos, son sociedades de inversión- 
están dentro del ámbito de intervención de distintas ad- 
ministraciones: el Banco de España, la Comisión Na- 
cional de Valores, etcétera, y, por tanto, hay incluso esa 
dispersión a la hora de entrar a investigar. Creemos, 
además -lo ha señalado el propio Gobernador del Ban- 
co de España-, que probablemente sea ineficaz en es- 

tos momentos parte de la legislación, porque no sabe 
responder a los retos, por ejemplo, por el volumen del 
mercado financiero en materia de bolsa o de seguros, 
que es otro tema que hemos estado tratando estos días. 

Por tanto, tal vez haya que volver la vista sobre la es- 
tructura legal para ver qué es lo que está fallando. In- 
sisto, señorías, en que a nosotros nos parece que no cabe 
decir que aquí no pasa nada y que las medidas son per- 
fectamente posibles. Además, no se trata de sustituir. 
No  pretendemos -y por eso no hay contradicción en- 
tre lo que dijimos el otro día en la Comisión de Econo- 
mía y Hacienda y lo que decimos hoy- sustituir a la 
Comisión Nacional de Valores, no pretendemos hacer- 
lo. Lo que ocurre es que la Comisión Nacional de Valo- 
res ya ha anunciado a quién ha abierto un expediente 
por infracción grave y que ha abierto una serie de in- 
vestigaciones muy concretas sobre infracciones come- 
tidas en el ejercicio de la actividad de la bolsa. Pero no 
es sólo ése el problema; no es el problema fundamen- 
tal el de la sociedad de bolsa; no es el problema funda- 
mental el propio perfeccionamiento del banco, en el que 
puede intervenir el Banco de España, sino que en es- 
tos momentos estamos hablando aquí de la participa- 
ción de la Administración por acción o por omisión. 

Efectivamente, aquí se han señalado algunas acusa- 
ciones de participación por acción, de una preferencia 
de privilegios, de información privilegiada; y también 
por omisión, pues no se ha sabido responder, cuando 
se hubiera debido dar respuesta porque estaba ya la in- 
formación depositada en la Comisión Nacional de Va- 
lores, porque el Banco de España tenía conocimiento 
de auditorías, etcétera. Por tanto, hay responsabilida- 
des por acción o por omisión, pero también de diferen- 
tes órganos de la Administración pública. Por eso, 
señorías, creemos que afecta a este Congreso, porque 
somos al final los afectados de lo que ocurra en el sis- 
tema bancario -y podemos discutir de si es un proble- 
ma de que se han dado licencias, fichas bancarias a 
entidades que lo único que hacen, al final, es darse cré- 
ditos a sí mismos, etcétera; todo eso es un problema del 
sistema financiero, en el que no vamos a entrar-, por- 
que al final pagamos todos los ciudadanos las crisis de 
los bancos porque está inmersa la Administración por 
acción u omisión. 

El que alguien pueda descolgarse días antes de la caí- 
da de unas acciones y si eso lo hizo porque estaba en 
posesión de información privilegiada por el cargo que 
tenía o no, todo eso es lo que hay que investigar, todo 
eso es lo que hay que averiguar. Si el Banco de España 
da créditos por encima de lo que sea razonable en rela- 
ción con el valor del banco, todo eso es lo que hay que 
investigar. Hay que dejar bien claro de una vez por to- 
das que si hay determinados cargos, actuales o pasa- 
dos, que usan o han usado el enorme poder que los 
ciudadanos les hemos dado entre todos para beneficio 
propio, o para beneficio de un grupo de amigos o de 
amiguetes, deben responder por ello. Deben responder 
en los tribunales, estamos de acuerdo; deben respon- 
der en la Comisión Nacional del Mercado de Valores, 
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estamos de acuerdo; pero deben responder también en 
esta Cámara, porque son cargos políticos, son cargos 
administrativos del Estado, y este Congreso es el que 
debe investigarlo. 

Nos estamos jugando la credibilidad del Parlamen- 
to los ciudadanos no pueden entender que a lo que ellos 
leen se les conteste que aquí no pasa nada, se les con- 
teste que el sistema tiene suficientes elementos para po- 
der contrarrestar lo que está ocurriendo. Eso no es 
posible porque los ciudadanos ven que al final no pa- 
gan los que deberían hacerlo porque son los responsa- 
bles. Efectivamente, es necesario una mayor in- 
formación. Por eso se hace la investigación, pero no se 
puede dar como respuesta que todo está caminando y 
que ya se están realizando las investigaciones. Insisto, 
las investigaciones de la Comisión Nacional no impi- 
den las de este Parlamento. 

Señorías, es un reto político fundamental en estos 
momentos y, además, estamos en campaña electoral. Si 
todas las fuerzas hemos apreciado, como lo ha hecho 
Izquierda Unida, que los ciudadanos empiezan a estar 
hartos del sistema político, pero no por ineficaz, sino 
porque resulta que al final, denunciadas las responsa- 
bilidades, no se toman las medidas pertinentes; si al fi- 
nal resulta que eso es lo que entienden los ciudadanos, 
estamos haciendo un flaco servicio al sistema demo- 
crático, y los instrumentos los tiene esta Cámara como 
es la creación de una comisión de investigación. Por tan- 
to, señoras y señores Diputados, no defraudemos a los 
ciudadanos. 

Permítaseme manifestar, para terminar, que no es un 
problema de legalidad, sino de dignidad, de ética, y eso 
lo entienden los ciudadanos. No entienden que ande- 
mos con triquiñuelas legales haciendo referencia a uno 
u otro artículo. Lo que entienden los ciudadanos es que 
nadie puede llevarse en el bolsillo el dinero de todos 
y que si eso ocurre aquí no pase nada. Eso es lo que 
no entienden los ciudadanos y piden al Congreso de los 
Diputados que tomemos las medidas, que determine- 
mos las resposabilidades y que, como también se ha di- 
cho, enmendemos, modifiquemos las leyes para que no 
vuelva a pasar esto. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Martínez. 
Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i 

Unió), tiene la palabra el señor Homs. 

El señor HOMS 1 FERRET Gracias, señor Presidente. 
Señorías, nuestro grupo parlamentario va a votar a 

favor de la iniciativa que propone el Grupo Popular. No 
obstante, vamos a emitir nuestro voto afirmativo des- 
de la confianza en que esta comisión de investigación 
sirve de poco. Nuestro grupo no tiene confianza en el 
objeto y finalidad ni de ésta que se nos propone, ni de 
otras que se pudieran constituir. Siempre hemos ma- 
nifestado nuestra desconfianza sobre la viabilidad de 
este instrumento que se nos propone. Precisamente ha- 
cemos esta afirmación desde la autoridad moral que 
nos proporciona que cuando se trate de investigar al- 

guna circunstancia que nos afecte no nos oponemos a 
que se cree una comisión de investigación, como se ha 
hecho en el Parlamento de Cataluña. No obstante, en 
este caso no podemos dejar de manifestar nuestra po- 
sición: consideramos inapropiado que se constituya una 
comisión específica de investigación de Ibercorp en esta 
Cámara. Señorías, si por cada empresa privada o insti- 
tución financiera en crisis se constituyera una comisión 
de investigación específica en esta Cámara, desnatura- 
lizaríamos el Congreso de los Diputados. Me consta que 
este pensamiento es el de la mayoría de los miembros 
de esta Cámara y de los grupos parlamentarios; inclu- 
so de los que ahora proponen constituir esta comisión 
de investigación. No obstante, creemos que existen ins- 
tancias específicas para afrontar la situación genera- 
da por Ibercorp. 

Dada la situación en la que nos encontramos en el 
momento actual, corresponde que la Comisión Nacio- 
nal del Mercado de Valores y el Banco de España pro- 
cedan a investigar la crisis de Ibercorp e informen a 
esta Cámara posteriormente de sus resoluciones, o, en 
todo caso, se proceda por parte de los órganos judicia- 
les a analizar si proceden las responsabilidades corres- 
pondientes. Así nos expresamos ya en la Comisión de 
Economía en relación con el expediente sancionador 
y con el expediente de investigación de los hechos acon- 
tecidos. Como de lo que se trata en estos momentos, a 
nuestro entender, es de iniciar la carrera de ver quién 
investiga más o quién no investiga, vamos a decir que 
sí a esta iniciativa, pero sin ningún tipo de entusiasmo 
ni convicción. Es más, con un deseo muy limitado de 
participar en esta comisión, por los apriorismos que 
hoy ya se han manifestado en este debate y que los Gru- 
pos Parlamentarios conocemos sobradamente. 

No obstante, al final de esta breve intervención, quie- 
ro manifestar que nuestro Grupo desea indicar a la Cá- 
mara que, para el supuesto de que no proceda la 
iniciativa que se está debatiendo en estos momentos, 
es nuestra voluntad proponer que en el seno de la Co- 
misión de Economía de esta Cámara se constituya una 
ponencia formada por representantes de todos los Gru- 
pos Parlamentarios, con objeto de efectuar el segui- 
miento del proceso en el que se encuentra Ibercorp, 
conocer las actuaciones de la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores y sus resoluciones y, en todo caso, 
instar y adoptar las medidas necesarias para resolver 
la crisis en que se encuentra en estos momentos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Homs. 
Vamos a proceder a la votación relativa a la creación 

de una comisión de investigación de los extremos rela- 
cionados con el grupo Ibercorp. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 282; a favor, 127; en contra, 1§5. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la so- 
licitud. 
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PROPOSICIONES NO DE LEY 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO CATALAN (CON- 
VERGENCIA 1 UNIO), POR LA QUE SE INSTA AL 
GOBIERNO A CUMPLIR LO ESTABLECIDO EN EL 

RECHO A LA EDUCACION (LODE) EN RELACION 
ARTICULO 49.4 DE LA LEY ORGANICA DEL DE- 

A LA NECESARIA ANALOGIA RETRIBUTIVA EN- 
TRE EL PROFESORADO DE CENTROS CONCER- 
TADOS Y EL PROFESORADO DE CENTROS 
PUBLICOS (Número de expediente 1621000169) 

El señor PRESIDENTE: Punto 11 del orden del día: 
Proposiciones no de ley. Proposición del Grupo Cata- 
lán (Convergencia i Unió), por la que se insta al Gobier- 
no a cumplir lo establecido en el artículo 49.4 de la Ley 
Orgánica del Derecho a la Educación en relación a la 
necesaria analogía retributiva entre el profesorado de 
centros concertados y el profesorado de centros pú- 
blicos. 

En nombre del Grupo proponente, tiene la palabra 
la señora Cuenca. (El señor Vicepresidente, Muñoz Gar- 
cía, ocupa la Presidencia. Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Rue- 

Tiene la palabra la señora Cuenca. 
go silencio a SS. SS. 

La señora CUENCA 1 VALERO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, voy a comenzar dando lectura al texto de 
la proposición no de ley presentada por mi Grupo Par- 
lamentario. El texto dice: «El Congreso de los Diputa- 
dos insta al Gobierno a dar cumplimiento urgente a lo 
establecido en el artículo 49.4 de la Ley Orgánica 8/1985, 
de 3 de julio, Reguladora del Derecho a la Educación, 
en relación a la necesaria analogía retributiva entre el 
profesorado de centros concertados y el profesorado de 
centros públicos ». 

Señorías, el artículo de la LODE que acabo de men- 
cionar en el texto de esta proposición no de ley fue apro- 
bado en el año 1985, y en él se establece que los salarios 
del personal docente de los centros concertados tende- 
rán a que gradualmente sean análogos a los que perci- 
be el profesorado estatal de los respectivos niveles. He 
tenido interés en leer tanto el texto de la proposición 
no de ley, como el del artículo de la LODE a que se re- 
fiere, para que vean ustedes que lo que estamos pidien- 
do es simplemente el cumplimiento de una Ley orgánica 
en lo referente a la analogía retributiva del profesora- 
do público. 

Desde 1985 han transcurrido siete años sin que se ha- 
ya producido esta necesaria analogía, al menos sin que 
ésta se haya alcanzado, acentuándose a partir de 1991 
las diferencias salariales como consecuencia de la ú1- 
tima revisión retributiva que ha experimentado el pro- 
fesorado estatal. 
Tres años más tarde de aprobarse la Ley Orgánica del 

Derecho a la Educación, en 1988, el Ministerio de Edu- 

cación firmó un acuerdo básico con las principales cen- 
trales sindicales sobre el cumplimiento de este artículo. 
Este acuerdo básico tiene diferentes apartados. El pri- 
mero de ellos decía: en el plazo de seis años a contar 
desde el 1 de enero de 1988, por lo cual ya las centrales 
sindicales aceptan que el artículo 49 de la Ley se em- 
piece a aplicar tres años más tarde de su aprobación. 
Por tanto, hay una cierta aceptación y también sacrifi- 
cio por parte de los sindicatos al aceptar que se comien- 
ce a aplicar este artículo tres años más tarde. Este 
primer acuerdo básico del mes de marzo de 1988 dice 
que a partir del 1 de enero de 1988 las remuneraciones 
del personal docente de centros privados concertados 
serán equivalentes al 95 por ciento de la que percibe 
el profesorado estatal de los respectivos niveles de en- 
señanza objeto del concierto. Por tanto, en 1994 tendría 
que cumplirse el acuerdo de que el profesorado priva- 
do de centros concertados habría alcanzado el 95 por 
ciento en las retribuciones del profesorado público. 

Otro apartado de este acuerdo básico es que para ha- 
cer progresivo, gradual, este acercamiento entre el sa- 
lario del profesorado privado concertado y del 
profesorado público supondría en las remuneraciones 
un incremento porcentual para equipararlos con los 
funcionarios públicos, pero además un porcentaje adi- 
cional del 3,39, y así sucesivamente hasta llegar hasta 
1994. Por lo tanto, cada año se habría de producir en 
los Presupuestos Generales del Estado un incremento 
porcentual y además, según el acuerdo básico tercero, 
lo siguiente, de lo que voy a dar lectura: a tales incre- 
mentos -al porcentual- se añadirán los adicionales 
tendentes a alcanzar la analogía retributiva con el pro- 
fesorado público. 

En 1991, tres años más tarde de haberse firmado es- 
te acuerdo básico con las centrales sindicales, se pro- 
duce el primer incumplimiento por parte del Ministerio 
de Educación respecto a la analogía retributiva; acuer- 
do que fue firmado en desarrollo y aplicación de una 
ley orgánica. iPor qué hago esta afirmación de que se 
produce un incumplimiento por parte del MEC de esta 
analogía retributiva? Porque el profesorado público ex- 
perimenta un incremento lineal, en razón de un com- 
plemento específico, por el que las retribuciones del 
profesorado de centros concertados se alejan cada vez 
más de aquella analogía retributiva de la LODE y de 
aquel acuerdo que el Ministerio de Educación había fir- 
mado para cumplir con las centrales sindicales. 

El acuerdo con las centrales sindicales del sector pú- 
blico se firma en junio y es a partir de 1991, repito, cuan- 
do se produce una mayor diferencia entre los salarios 
de la privada concertada y de la pública. Este distan- 
ciamiento se acrecienta más en 1992, cuando se aplica 
al profesorado privado el incremento porcentual corres- 
pondiente, creo que el 5 por ciento, pero no se le aplica 
el porcentaje lineal necesario para ir gradualmente 
acercándose a la analogía retributiva con el profesora- 
do público. 

Además, en 1992 se produce un incumplimiento del 
Ministerio consigo mismo. El Ministerio, por medio de 
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la Dirección General de Programación, entrega una car- 
ta a las diferentes centrales sindicales en la que les se- 
ñala las cantidades de incremento para el profesorado 
de centros concertados privados de los diferentes ni- 
veles educativos. Tengo la carta aquí con las cantida- 
des. Les leeré una, pero se puede aplicar a cualquiera 
de los diferentes niveles educativos. Por ejemplo, el Mi- 
nisterio, mediante la comunicación de la Dirección Ge- 
neral de Programación en el mes de julio, asegura que 
para el profesorado público de EGB y educación espe- 
cial el incremento será de 97.762 pesetas, y cuando lle- 
gan los Presupuestos Generales del Estado el aumento 
para este mismo nivel es de 51.114 pesetas, por lo cual 
esta analogía gradual, firmada, repito, en un acuerdo 
con las centrales sindicales, todavía se aleja mucho más 
del acuerdo que había sido tomado en su momento con 
ellas en cumplimiento de la Ley Orgánica del Derecho 
a la Educación. 

Ya en su momento tuvimos una participación activa 
en la negociación y debate de las enmiendas a la Ley 
Orgánica del Derecho a la Educación, introduciendo, 
precisamente a petición de mi Grupo y con el apoyo del 
Grupo Socialista, la enmienda al artículo 49.4, que pre- 
veía esta analogía retributiva del profesorado privado 
concertado con el público. Por ello tenemos interés en 
que se cumpla esta Ley Orgánica, como espero que así 
ocurra por parte de los demás Grupos. Pero no sólo por 
eso, sino porque creemos que el profesorado privado 
tiene el derecho de recibir un salario digno para que, 
precisamente ahora que estamos a punto de empezar 
la reforma educativa, esté esperanzado e ilusionado y 
no se decepcione, no sólo por no ver la reforma sino 
por no recibir un salario digno como le corresponde. 
Pero también porque tiene el mismo derecho que el pro- 
fesorado público a recibir el mismo salario. 

Por tanto, señorías, mi Grupo Parlamentario cree que 
es urgente adoptar medidas presupuestarias tendentes 
a establecer la analogía de las remuneraciones de los 
profesores de los centros que se sustenten con fondos 
públicos, de los concertados, según terminología de la 
LODE, y eleminar así las discriminaciones injustifica- 
bles que sufren estos profesores de centros concerta- 
dos; centros que, junto con los públicos, y porque fue 
una opción de la Ley Orgánica del Derecho a la Educa- 
ción y de esta Cámara, por tanto, contribuyen a hacer 
eficaz el derecho a la educación gratuita. Esta frase que 
acabo de mencionar se contiene en el preámbulo de la 
propia LODE y, por tanto, es una señal de que, tanto 
el profesorado privado de centros concertados, como 
el público, son los dos garantes que hacen eficaz el de- 
recho a la educación gratuita. 

Hace quince días en una comparecencia del Minis- 
tro de Educación (que lamento que ahora no esté pre- 
sente, porque siempre me gusta más referirme a lo que 
el señor Ministro dice con él presente), después de una 
intervención de mi Grupo Parlamentario, concretamen- 
te mía, decía que serían necesarios sacrificios en la edu- 
cación. Esto lo respondía porque yo le decía que, en la 
cumbre de Maastricht, el Ministro planteaba la gran re- 

. 

levancia de la formación profesional, y yo le contesta- 
ba que cómo se puede casar esto con otro principio de 
otro acuerdo de Maastricht de una drástica reducción 
del déficit público. También le preguntaba cómo eran 
sus relaciones con el Ministro de Economía, que supon- 
go que estaba interesado en la reducción del déficit pú- 
blico, pero quizá no tanto en la formación profesional. 
Al final, el señor Ministro reconoció que serían nece- 
sarios sacrificios en la educación. Me temo que estos 
sacrificios necesarios en la educación han empezado 
por incumplimientos en el salario del profesorado pri- 
vado concertado. Después, que no se extrañen SS. SS. 
de que se produzcan manifestaciones y reivindicacio- 
nes, puesto que en este caso no es una petición de las 
centrales sindicales a negociar, sino simplemente es un 
acuerdo incumplido firmado en el año 1988. 

Señorías, y acabo, señor Presidente, mi Grupo Parla- 
mentario desearía seguir dando el apoyo al Ministerio 
de Educación en cumplimiento y en ejecución de la Ley 
Orgánica del Derecho a la Educación, puesto que la 
votamos -concretamente en este punto se aceptó una 
enmienda de mi Grupo-, y nos congratularíamos de 
que el Grupo Socialista, así como todos los demás Gru- 
pos de esta Cámara (pero evidentemente mucho más el 
Grupo Socialista, porque es necesario para que esta 
proposición sea aprobada), votase esta proposición, pe- 
ro que fuera un poco más allá de la mera ratificación 
del compromiso legal y sindical que en su día el Minis- 
terio de Educación adquirió. 

Muchas gracias, señor Presidente, señoras y señores 
Diputados. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señora Cuenca. 

A esta proposición no de ley ha presentado una en- 
mienda el Grupo Socialista. Para su defensa y fijación 
de posición sobre la proposición no de ley, tiene la pa- 
labra el señor Paniagua. 

El señor PANIAGUA FUENTES Señor Presidente, se- 
ñorías, en orden a fijar la posición de mi Grupo y esta- 
blecer, además, la defensa de la enmienda, quisiera 
hacer una serie de consideraciones. Tras la lectura del 
artículo que ha hecho la representante de Convergen- 
cia i Unió, señora Cuenca, creo que se ve perfectamen- 
te la evolución de las cantidades que han ido recibiendo 
los profesores de los centros concertados desde que se 
firmó el acuerdo. 

Es importante señalar que la propia ley habla de ha- 
cer posible gradualmente. El acuerdo es de 1988 y tie- 
ne su vigencia hasta finales del año 1993. También se 
pueden leer cantidades en cuanto a percepciones por- 
centuales que han recibido estos profesores desde el 
año 1988, comparándolas, por ejemplo, con los funcio- 
narios públicos, y se puede ver cómo estas cantidades 
han ido creciendo a lo largo de los años. 

Si en el año 1988 el crecimiento de los sueldos de los 
funcionarios fue de un 4 por ciento, en el caso de los 
profesores de EGB de los centros concertados fue del 

, 
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7,39; en el año 1989 fue del 10,73. Para los profesores 
de Formación Profesional fue del 7,39 también en el año 
1988 y en 1991 del 15,72 por ciento. 

En términos globales, si consiguiéramos todas las 
cantidades que se han ido dando porcentualmente en 
estos años, apreciaríamos que ha habido un incremen- 
to de las percepciones salariales que han recibido es- 
tos profesores; en EGB por ejemplo, del 9,94 por ciento; 
en Formación profesional, del 12,60 por ciento; en agre- 
gados de Formación Profesional, del 14,31 por ciento 
y en titulares de Formación Profesional de segundo gra- 
do, del 11,64 por ciento. Si esto, además, lo traducimos 
a millones de pesetas vemos, por ejemplo, que en el año 
1984 fueron 108.408 millones, que en el año 1988 fue- 
ron 165.189 millones y que en al actual asciende a 
223.503 millones. Quiero decir, señorías, que, efectiva- 
mente, el Ministerio de Educación, el Gobierno en su- 
ma, está haciendo factible, en primer lugar, lo que dice 
el artículo correspondiente de la LQDE en su apartado 
cuatro, cuando habla de gradualidad. Punto primero. 

Punto segundo. Esta gradualidad ha sido concerta- 
da con los sindicatos, es decir, ha habido una mesa de 
negociación que se estableció en su día, en el año 1988, 
con el Ministerio de Educación y los sindicatos y, por 
tanto, se ha fijado un tiempo, que terminará en el año 
1993, para que se pueda producir esta analogía con las 
retribuciones, que, según se establece, alcanzará a fi- 
nales del año 1993 el 95 por ciento de analogía. Esta- 
mos todavía en el año 1992 y, por tanto, se podrá decir 
si se cumple más o menos. Habrá que fijarse fundamen- 
talmente cuando el proceso se acabe, porque esta ha 
sido la negociación con los sindicatos. 

Además, me interesa constatar que el término aana- 
logían no es lo mismo que el término «igualdad». Es 
decir, existen dos mesas sindicales, una para los fun- 
cionarios públicos, que tienen sus propias condiciones, 
con su sistema de selección en la función pública do- 
cente, que es distinto del de los centros concertados, 
que tienen su sistema retributivo, sus agentes propia- 
mente representativos. Por tanto, en este sentido hay un 
sistema educativo que difiere en cuanto a la selección 
del propio profesorado y en cuanto a los derechos que 
este profesorado tiene con respecto a los centros con- 
certados, donde no hay que olvidar que hay un patrón, 
un interlocutor diferente e incluso una representación 
sindical diferente. Por tanto, la expresión que utiliza 
-yo creo que por eso la LODE lo contempla así y uste- 
des la votaron- no indica igualdad; indica tendencia 
hacia que las percepciones salariales que reciben hoy 
día los profesores de los centros concertados sean apro- 
ximadamente iguales. Yo creo que no solamente se apro- 
ximan, sino que, además, se ha hecho durante estos 
años, como les repetía antes, un esfuerzo considerable 
que usted misma ha valorado. Le agradezco esta valo- 
ración porque el Gobierno ha tenido el interés funda- 
mental de acercar esto y cumplir el 95 por ciento a 
partir del año 1993, que es como está establecido en el 
acuerdo. 

Pero para no poner ningún tipo de obstáculos, como 

usted sabe -porque de alguna manera la LODE esta- 
blece este principio en ese artículo- nosotros hemos 
presentado una enmienda a su proposición no de ley, 
y estamos dispuestos, según su redacción, a que se dé 
cumplimiento, eliminando o cambiando algunas expre- 
siones, siempre que precisemos con exactitud y no ha- 
gamos recaer en el Gobierno la irresponsabilidad de 
no haberse cumplido, cuando todavía el término de fi- 
jación en el cual los sindicatos pactaron en su día con 
el subsecretario no se ha acabado como período glo- 
bal de concertación. 

Podrá decirme que realmente ha habido una bajada, 
pero usted tendrá que ver los términos de la concerta- 
ción al final del trayecto y en el proceso del mismo. Na- 
turalmente, yo le puedo decir que en tal año hubo más 
incremento que otro, y al final del año 1993 esta analo- 
gía se producirá, recabando que la analogía no signifi- 
ca exclusiva igualdad con otros niveles educativos, 
como es el nivel público, porque tienen condiciones de 
selección, de trabajo incluso o de historia diferente que 
hacen que se hable -y por eso así lo señala la propia 
ley- de analogía y no de igualdad. Pero, repito, señora 
Cuenca, con estas modificaciones que hemos estable- 
cido a través de la enmienda, estamos dispuestos a vo- 
tarla favorablemente porque creemos que estamos 
cumpliendo estrictamente con lo que dice la LODE y 
cumpliendo, además, con los profesores de los centros 
concertados, con las percepciones que, afortunadamen- 
te, a través de la JBDE las reciben directamente del pro- 
pio Ministerio de Educación o de las comunidades 
autónomas correspondientes. Esto puede ser en el fu- 
turo, a través de los créditos indiferenciados, una com- 
petencia que ustedes mismos tengan, y que también 
tengan la propia responsabilidad de gobierno, ustedes 
o los que pudieran venir, para llevar a cabo la analogía 
con respecto a los centros públicos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

¿Grupos que desean intervenir en el debate? (Pausa.) 
Por el grupo Mixto, tiene la palabra el señor Mur. 

cias, señor Paniagua. 

El señor MUR BERNAD Gracias, señor Presidente. 
Muy brevemente, para manifestar nuestro apoyo a la 

proposición no de ley presentada por el Grupo Catalán, 
porque nos parece sumamente razonable y hasta sor- 
prendente que haya que instar al Gobierno para el cum- 
plimiento de una ley con el rango, además, de orgánica, 
como dice el propio texto de la proposición no de ley 
presentada. 

Nos parece que en estas cuestiones retributivas hay 
que tener la sensibilidad en cada momento de intentar 
comprender a todas aquellas personas que se ven afec- 
tadas, y en este caso creo que son muchas las que se 
sienten discriminadas por el sistema retributivo. No- 
sotros, que además no tenemos en nuestra Comunidad 
Autónoma competencias en materia de educación y por 
tanto somos calificados como territorio MEC lo vemos 
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todavía con mayor preocupación e interés, dado que na- 
da podemos hacer desde nuestra propia autonomía y 
sí instando al Gobierno desde aquí en propuestas, en 
iniciativas parlamentarias como esta, primero a que se 
tenga la sensibilidad necesaria para que esta discrimi- 
nación sea lo menor posible. Ya se ha dicho aquí que 
la analogía no es igualdad, pero habría que buscar que 
la analogía fuera lo menos desigual posible, porque es- 
to afecta a algo tan sensible como es el derecho a ele- 
gir el tipo de educación que se quiere, a la libertad de 
elegir el centro. Detrás de esa discriminación a los pro- 
fesores por razón del centro de trabajo, puede haber 
también una discriminación que afecte a los alumnos. 
Y eso parece que ocurre, por lo menos hasta ahora es- 
tá ocurriendo de manera preocupante. 

Nosotros creemos que hay que basarse en que a igual 
trabajo tiene que haber igual retribución, pero eviden- 
temente ese podría ser otro debate que no es el de este 
momento. Si los centros concertados tienen obligacio- 
nes derivadas precisamente del concierto, yo creo que 
deben tener también por parte de la Administración, 
de los Presupuestos Generales del Estado, los mismos 
derechos económicos que tienen los centros públicos 
para evitar lo que pudiera ser una competencia desleal 
y, por tanto, una injusticia que pudiera llevar a poner 
en riesgo o en peligro la reforma educativa porque los 
profesores no se sintieran suficientemente atendidos en 
sus demandas laborales. Yo quiero hacer aquí hinca- 
pié en que el profesorado es una pieza básica, impres- 
cindible para que la reforma sea un éxito y creo que 
en eso estamos todos comprometidos y de acuerdo. 

No vamos a traer aquí la discusión sobre los costos 
reales de la plaza escolar a efectos de la analogía en 
la retribución. Algún día convendrá analizar la efica- 
cia del gasto público en función del tipo de centro so- 
bre el que se está operando, si es público o es privado 
concertado. Hasta que llegue ese debate y esa clarifi- 
cación, bueno sería que se impulsara el cumplimiento, 
ya que no de la literalidad de la ley, por lo menos del 
espíritu de la misma y se fuera avanzando, con la ma- 
yor rapidez posible, para que esas diferencias fueran 
las menores que se pudiera conseguir y para que el pla- 
zo que está establecido en este momento, si no puede 
acortarse, al menos se cumpla en el tiempo que está 
marcado actualmente. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor Souto. 
cias, señor Mur. 

El señor SOUTO PAZ: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, muy brevemente para manifestar el apoyo 

de mi Grupo Parlamentario a la proposición no de ley 
del Grupo Catalán, por la que se insta al Gobierno a 
cumplir lo establecido en el artículo 49.4 de la LODE. 

En este caso tenemos que decir que, además de la cor- 
tesía parlamentaria al apoyar una iniciativa de la opo- 
sición, nuestra posición viene exigida por lo que se 

denomina obligado cumplimiento de la ley, dado que, 
en síntesis, lo que pide esta proposición no de ley es 
que se cumpla la ley. 

Evidentemente, aquí entramos en un problema, y es 
el de la interpretación de la propia ley. Ya en la enmien- 
da que acabamos de escuchar, propuesta por el Grupo 
Parlamentario Socialista, se observa una cierta mati- 
zación interpretativa en relación con lo que pretende 
el propio Grupo Catalán; porque cuando estamos ha- 
blando de analogía, las interpretaciones pueden ser dis- 
tintas, pero cuando se trata de explicar el proceso 
gradual de aplicación de esta analogía. Todavía pode- 
mos dar interpretaciones muy diversas. 

Por tanto, esperamos que el apoyo del Grupo Socia- 
lista que parece intuirse permita que este colectivo del 
profesorado, que es un profesorado privado que no go- 
za, sin embargo, de los beneficios del profesorado pri- 
vado, de libertad de percepción de haberes, sino que son 
los que vienen fijados por la propia Administración, por 
lo menos no se sienta excesivamente discriminado en 
relación con el sector público, porque como muy bien 
dice la propia LODE, estos profesorados, en la medida 
en que pertenecen a este sector de centros concertados, 
están colaborando a la enseñanza gratuita en nuestro 
país y, por tanto, merecen ser atendidos debidamente. 

Pero concretándonos a las enmiendas, y por lo que 
supone de aportación, si me lo permite el portavoz del 
Grupo Socialista, diría que la enmienda propuesta vie- 
ne a ser incompleta, por lo menos en su literalidad, da- 
do que al tratar de sustituir «dar cumplimiento urgente 
a» por «al cumplimiento)), se ha olvidado, si me lo per- 
mite, añadir la palabra «de», porque si no, en castella- 
no no se va a entender correctamente. Simplemente 
quería hacer esta pequeña observación por si sirve de 
algo. 

Por lo demás, ratificamos y reiteramos nuestro apo- 
yo a esta proposición no de ley, esperando evidentemen- 
te que con ello se mejore la relación con el profesorado 
y éste pueda cumplir mejor lo que está previsto en las 
leyes de educación y que, por tanto, redunde en la edu- 
cación general de este país. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
cias, señor Souto. 

lunya, tiene la palabra el señor Garzón. 

El señor GARZON GARZON: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, 
va a votar favorablemente esta proposición no de ley 
que plantea el Grupo Catalán (Convergencia i Unió); pe- 
ro no sólo vamos a votar favorablemente la literalidad 
de la proposición no de ley, tal como viene formulada, 
referida al artículo 49.4 de la Ley Orgánica del Dere- 
cho a la Educación, en relación con la necesaria analo- 
gía retributiva, porque es evidente que nosotros, 
estando de acuerdo con ello, vamos a dar un paso más, 
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y es concretar el acuerdo al que se llegó en marzo de 
1988 entre los sindicatos y el Ministerio de Educación 
para que en 1993 esa analogía retributiva alcanzara el 
95 por ciento del salario de los profesores de la ense- 
ñanza pública. 

Decimos esto porque evidentemente en cuanto a ese 
principio de desarrollo legal que nosotros vamos a apo- 
yar, en su concreción, estimamos que el Ministerio de 
Educación y Ciencia, en concreto el año pasado, en 1991, 
al romper unilateralmente el acuerdo, la oferta que ya 
previamente había hecho a los sindicatos, deja a este 
colectivo de la enseñanza no solamente discriminado 
con respecto a la pública, sino que lo aleja de conse- 
guir ese objetivo para 1993. El portavoz socialista nos 
ha dicho que todavía quedan dos años y que en ellos 
es posible alcanzar ese 95 por ciento del salario de la 
pública. En la actualidad, los profesores de la enseñan- 
za privada concertada perciben en torno al 88,5 por 
ciento del salario de los profesores de la pública. Difí- 
cilmente creemos que se van a poder alcanzar los seis 
puntos y medio de porcentaje en estos dos años que que- 
dan. Y dudamos de que esto pueda ser así porque la 
oferta generosa que en principio aceptaron los sindi- 
catos en julio de 1991, tal vez debido al recorte presu- 
puestario fue rebajada escandalosamente por el 
Ministerio de Educación y Ciencia, como ha expuesto 
el portavoz del Grupo Catalán (Convergencia i Unió). 

Nosotros no solamente estamos a favor de la homo- 
logación, o, mejor, de la analogía retributiva en ese por- 
centaje del 95 por ciento, sino que vamos un poco más 
allá. Creemos que esta analogía retributiva afecta no 
solamente a las condiciones salariales de los profeso- 
res, sino que también debe afectar a sus condiciones 
laborales, que deben ser análogas a las de la enseñan- 
za pública, porque no se entendería muy bien que se 
reivindicara analogía retributiva y no se defendieran 
también las condiciones laborales. Y no sólo en la en- 
señanza privada concertada; esperemos que luego la de- 
recha, en los convenios colectivos de los profesores de 
la enseñanza privada privada, (no privada concertada) 
también reivindique la analogía retributiva con los de 
la concertada y con los de la pública, y también las con- 
diciones laborales. 

Nosotros entendemos que de no atender las justas rei- 
vindicacioes de este sector de profesores de la enseñan- 
za privada concertada, a los que en concreto se refiere 
la proposición no de ley -reivindicaciones planteadas 
no por un sindicato en concreto, sino que fueron unas 
peticiones unánimes y pactadas con el Ministerio por 
todos los sindicatos-, difícilmente van a ilusionar al 
profesorado de la enseñanza privada concertada, que 
también está comprometido con un objetivo priorita- 
rio de Izquierda Unida al dar su voto favorable a la 
LOGSE, que era el de que la reforma educativa llegase 
a buen puerto. Todos coincidimos en que si el profeso- 
rado no está satisfecho con sus condiciones salariales, 
difícilmente se puede ilusionar con la reforma. En es- 
te caso no puede extrañarse el Ministerio de que este 
sector educativo no se incorpore de una manera entu- 

siasta a la reforma, ya que de alguna manera la cicate- 
ría del Ministerio con estos trabajadores va en dirección 
contraria. 

Reiteramos una vez más que vamos a votar favora- 
blemente esta iniciativa y esperemos que el Ministerio 
sea más sensible a las demandas de estos trabajadores 
por el bien no solamente de su situación personal, si- 
no, evidentemente, por el bien del sector de la enseñan- 
za privada concertada. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Ro- 
cias, señor Garzón. 

dríguez Espinosa. 

El señor RODRIGUEZ ESPINOSA: Señor Presiden- 
te, señorías, intervengo en nombre de mi Grupo para 
€ijar posición en relación con la proposición no de ley 
presentada por el Grupo Catalán por la que se insta al 
Gobierno a cumplir lo establecido en el artículo 49.4 
de la MDE sobre analogía retributiva entre el profe- 
sorado de centros concertados y el profesorado de cen- 
tros públicos. 

El punto de partida que sirve de principio rector en 
la determinación de nuestra posición ante esta inicia- 
tiva legislativa es, en primer lugar, el propio texto del 
artículo 49.4 de la Ley 8/1985, al determinar con niti- 
dez que los salarios del personal docente de los centros 
concertados tenderán a hacer posible gradualmente que 
la remuneración de aquél sea análoga al del profesora- 
do estatal de los respectivos niveles; enunciado que 
ofrece pocas dudas en su interpretación, mientras que 
es rotundo en cuanto a su obligatoriedad y a su gradua- 
lidad. Además -y éste es otro de los principios que 
determinan nuestra posición-, han transcurrido ya sie- 
te años desde la aprobación de la LODE y aún el Go- 
bierno no ha alcanzado la analogía retributiva que en 
ella se determina. 

Nuestro Grupo entiende que siete años es un tiempo 
más que suficiente para que esta analogía retributiva 
se hubiera ya producido, máxime cuando su retraso 
conlleva una injusticia difícil de reparar para los afec- 
tados, a quienes incluso alcanzada esa analogía retri- 
butiva nadie les podrá resarcir de lo que no han cobrado 
durante los años hasta su consecución. 

Se da la circunstancia, además, que en ese lento ca- 
minar hacia la analogía retributiva entre profesores de 
centros concertados y profesores de centros públicos 
y en lo que respecta a 1991, no sólo no se han consegui- 
do los objetivos marcados en el punto 3 del acuerdo bá- 
sico, firmado el 8 de marzo de 1988, sino que se han 
distanciado de la meta. Y para demostrarlo, traigo a la 
consideración de SS. SS.  uno de los acuerdos que en di- 
cho punto se determinaban, concretamente que los in- 
crementos porcentuales que cada año se fijen para el 
profesorado estatal repercutirían sobre el personal do- 
cente de los centros concertados. Pues bien, en 1991, 
los funcionarios docentes tuvieron un incremento por- 
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centual del 7,22 por ciento de sus retribuciones, mien- 
tras que los docentes de centros concertados sólo tu- 
vieron un 5 por ciento. Esta diferencia porcentual del 
año 1991 entre unos y otros docentes se vio, además, 
incrementada por las 30.000 pesetas que, en concepto 
de aumento del complemento específico, percibieron los 
funcionarios docentes en el período octubre-diciembre 
de 1991, sin que ese incremento fuese tenido tampoco 
en cuenta a la hora de determinar el porcentaje de ana- 
logía que les correspondía. 

El resultado de esta actuación es que el Gobierno no 
cumplió los objetivos de acercamiento porcentual pro- 
puestos para 1991 y, como consecuencia y a efectos de 
acreditarlo, basta recordar que el porcentaje de analo- 
gía previsto para BUP en 1991 era del 86 por ciento, y 
sólo se ha llegado al 83,27; para formación profesional 
de primer grado era del 84 por ciento, y sólo se ha lle- 
gado al 81,3; en EGB el porcentaje era del 91 por cien- 
to, y sólo se ha alcanzado el 88,2. 

Así las cosas, queda patente, por tanto, que el Minis- 
terio ha dejado pasar mucho tiempo en la aplicación 
de la LODE en lo que respecta a la analogía retributiva 
y que en ese largo tiempo no se ha avanzado al ritmo 
acordado. Podría pensarse, sin embargo, que este retro- 
ceso en la consecución de la analogía retributiva entre 
los docentes durante 1991, fue algo coyuntural y que 
en 1992 se podría recuperar y corregir lo perdido en 
el año 1991, llegando felizmente a la meta de una plena 
analogía en enero de 1993. Nada más lejos de este plan- 
teamiento que la actitud del Gobierno que, una vez más, 
dice una cosa y hace otra. En este caso concreto firma 
un acuerdo con los sindicatos y propone otra cosa dis- 
tinta en los Presupuestos, con lo que viene a incumplir 
lo firmado o, por lo menos, a obstaculizarlo. 

Pero lo más lamentable, desde nuestro punto de vis- 
ta, no es la contradicción del Gobierno en sus actua- 
ciones, sino que el perjuicio lo ha ocasionado a un 
colectivo, el de los profesores de centros concertados, 
en sus derechos y en las expectativas económicas y per- 
sonales que tenía en un momento de especial impor- 
tancia para la aplicación de la reforma educativa. 
Efectivamente, en la propia reunión celebrada el 20 de 
febrero de 1991 entre los sindicatos y el Ministerio, és- 
te se comprometió a alcanzar en 1992 el porcentaje co- 
rrespondiente para cada nivel educativo de las 
retribuciones que tenía el funcionario docente, en este 
caso el 93 por ciento en EGB, el 89 por ciento en for- 
mación profesional y el 90 por ciento en BUP, y, ade- 
más, un complemento adicional del 0,5 por ciento en 
todos los casos. 

Pues bien, cuando ese compromiso se ha de concre- 
tar en la correspondiente oferta, debidamente cuanti- 
ficada, el Ministerio, que es quien había adquirido el 
compromiso el pasado 20 de febrero, en su oferta no 
contempla ni el incremento adicional de 30.000 pese- 
tas que se había producido en las retribuciones de los 
funcionarios docentes durante el año 1991 (y como con- 
secuencia desvirtúa a la baja el monto alcanzado a la 
hora de determinar el porcentaje), ni tampoco tiene en 

cuenta las 135.000 pesetas que por el mismo concepto 
van a percibir los profesores de centros públicos en 
1992, dándose en consecuencia la rebaja en las retri- 
buciones a percibir. 

Es decir, estamos ante un comportamiento en el que 
no sólo no se consigue lo acordado, sino que se vuelve 
a producir un retroceso respecto a las propuestas y a 
las previsiones iniciales, y, además, se incumple, des- 
de nuestro punto de vista, la propia LODE, ya que por 
primera vez desde que se firmó el acuerdo de analogía 
en el año 1988, en lugar de darse un aumento gradual, 
por pequeño que éste sea, en cada uno de los años que 
acerque las retribuciones del profesorado de uno y otro 
sector, se produce un retroceso que rompe el principio 
de gradualidad, pese a la interpretación que le ha da- 
do el portavoz socialista, que con tanta nitidez -por 
lo menos desde nuestro punto de vista- se explicita 
en el artículo 49.4 de la LODE. 

Ante lo expuesto quedan claros, desde nuestro per- 
sonal punto de vista, los siguientes hechos. Primero, que 
el Ministerio de Educación y Ciencia se ha tomado mu- 
cho tiempo para aplicar la LODE en lo que a analogía 
retributiva se refiere, y ese lento caminar lo ralentiza 
aún más con actitudes más o menos obstruccionistas. 
Segundo, que en 1991 no consiguió, y por tanto incum- 
plió, los -porcenajes de aproximación previstos en el 
acuerdo de 8 de marzo de 1988. Tercero, en 1992 el Mi- 
nisterio no sólo no rectifica lo ocurrido en 1991, sino 
que provoca un verdadero estancamiento de la analo- 
gía y con él el incumplimiento del artículo 49.4 de la 
Ley 8/1985, en lo que respecta a la gradualidad en el 
avance hacia la analogía. 

El Grupo Popular, consciente de esta situación y con 
el fin de alcanzar la analogía que la LODE y los acuer- 
dos posteriores entre Ministerio y sindicatos contem- 
plan, presentó en el Senado, durante el debate 
presupuestario, una enmienda por un total de 6.710 mi- 
llones destinados a conseguir la analogía retributiva de 
los profesores de centros concertados de EGB, forma- 
ción profesional y BUP, enmienda que fue rechazada 
-y es un dato muy significativo - por los votos del 
Grupo Socialista. 

Por estas razones, por coherencia con nuestra actua- 
ción en el Senado y para conseguir que en enero de 1993 
el objetivo fijado en el acuerdo de 1988 sobre analogía 
alcance el 95 por ciento de las retribuciones del profe- 
sorado de centros públicos, el Grupo Popular conside- 
ra urgente y necesario adoptar las medidas 
presupuestarias tendentes a conseguir de forma efec- 
tiva la analogía acordada y, en consecuencia, apoyamos 
favorablemente esta proposición no de ley. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

A los efectos de aceptar o rechazar las enmiendas pre- 
cias, señor Rodríguez Espinosa. 

sentadas, tiene la palabra la señora Cuenca. 

La señora CUENCA 1 VALERO: Gracias, señor Presi- 
dente. Querría decirle en primer lugar al portavoz del 
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Grupo Socialista que estamos de acuerdo, incluso, con 
la exposición, porque en todo cuanto usted se ha refe- 
rido del año 1988 a 1991 estoy de acuerdo con usted y 
usted conmigo porque hemos dicho exactamente lo mis- 
mo, pero mi proposición no de ley no se refiere a estos 
años, sino a partir de 1991, que es cuando se produce 
el incumplimiento. 

Señor Paniagua, también estamos de acuerdo en que 
la analogía no es la similitud, y así se pactó con las cen- 
trales sindicales: que analogía quería decir el 95 por 
ciento en el año 1993 de las retribuciones del profeso- 
rado público. De todas formas creo que este es un te- 
ma que se tendrá que plantear el Ministerio y 
seguramente en esta Cámara, puesto que usted decía 
que, en cuanto a la igualdad, las condiciones de selec- 
ción y otras condiciones de trabajo del profesorado pú- 
blico no son las mismas que las del privado. Usted sabe 
tanto como yo que nos estamos refiriendo con esta cir- 
cunvalación al complemento específico, y si se tiene que 
aplicar o no al profesorado de centros privados, Dele 
usted el nombre que quiera, pero acabará incluyendo 
el complemento específico en la analogía retributiva. 
Es cuestión, quizá, de tiempo y de sucesivos acuerdos 
con las centrales sindicales, comunidades autónomas 
o quizá con esta Cámara. Por tanto, mi Grupo parlamen- 
tario entiende que el 95 por ciento hoy o mañana se re- 
ferirá a las retribuciones globalmente consideradas, a 
ese 95 por ciento de las retribuciones del profesorado 
público. 

Le decía, señor Paniagua, y creo que usted lo ha en- 
tendido, pero también lo quiero decir por algún otro 
portavoz ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Seño- 
ra Cuenca, su intervención es simplemente para que 
acepte o rechace las enmiendas; no plantee otro debate. 

La señora CUENCA 1 VALER0 Señor Presidente, es- 
toy de acuerdo con lo que usted manifiesta, pero es que 
el portavoz socialista se ha referido a algo más que a 
las enmiendas y por eso le contestaba. De todas formas 
paso a la aceptación de las enmiendas socialistas. Pa- 
ra mejorar no sólo en el sentido de lengua castellana, 
que decía el señor Souto, voy a referirme a cada una 
de las enmiendas. 

En la enmienda primera de sustitución de la expre- 
sión «... a dar cumplimiento...)) por la expresión a,.. al 
cumplimiento...», el señor Souto decía que si no intro- 
ducimos la preposición <(de », no tiene mucho sentido. 
Yo creo que sí porque en la segunda enmienda, y por 
coherencia con mi exposición, creo que en vez de su- 
primir la expresión «urgente», sería mejor poner «con 
carácter permanente», puesto que permanente es el 
cumplimiento anual de los acuerdos con las centrales 
sindicales. Estoy de acuerdo no en suprimir «urgente», 
sino en sustituir «urgente» por «permanente», con lo 
cual ya no haría falta la preposición. 

Estoy de acuerdo con la tercera, la adición, a conti- 
nuación de «... en relación...», de la expresión, «al pro- 

ceso conducente ya iniciado de», puesto que sí es cierto, 
y por tanto no tengo ningún problema en aceptarla. 

En cuanto a la cuarta, propondría al portavoz socia- 
lista la sustitución del término «necesaria» por el de 
«prevista», puesto que ya está prevista en la Ley; y si 
está prevista no hace falta calificarla de necesaria ni 
de ninguna otra forma. 

Con relación a la quinta, querríamos modificarla tam- 
bién, puesto que se refiere a la especificidad retributi- 
va, no de cada sector educativo, sino de cada nivel 
educativo, como reconocen en los acuerdos las centra- 
les sindicales. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Paniagua, ¿está de acuerdo? 

El señor PANIAGUA FUENTES Absolutamente de 
acuerdo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Vamos 
a proceder a la votación. (El señor Presidente ocupa la 
Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Votación relativa a la pro- 
posición no de Ley del Grupo Catalán, Convergencia i 
Unió, que se somete a votación en los términos resul- 
tantes de la aceptación de la enmienda del Grupo So- 
cialista, modificada en el curso del debate en el sentido 
que conocen SS. SS. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 248; a favor, 248. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobada la propo- 
sición no de Ley. 

MOCIONES CONSECUENCIA DE INTERPELACIO- 
NES URGENTES: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE CDS, SOBRE 
MEDIDAS DE POLITICA ECONOMICA GENERAL 
QUE PIENSA ADOPTAR EL GOBIERNO CON LAS 
QUE PUEDA CONFECCIONARSE EL PLAN DE 

MICA EUROPEA (CEE) (Número de expediente 
1731000090) 

CONVERGENCIA CON LA COMUNIDAD ECONO- 

El señor PRESIDENTE Punto tercero del orden del 
día: Mociones consecuencia de interpelaciones ur- 
gentes. 

Moción del Grupo del CDS, subsiguiente a la inter- 
pelación sobre medidas de política económica general 
que piensa adoptar el Gobierno con las que pueda con- 
feccionarse el plan de convergencia con la Comunidad 
Económica Europea. 

Tiene la palabra el señor Abril. (El señor Vicepresi- 
dente, Muñoz García, ocupa la Presidencia.) (Rumores.) 
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El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Seño- 

Tiene la palabra el señor Abril. 
rías, les ruego silencio. (Pausa.) 

El señor ABRIL MARTORELL Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señoras y señores Diputados, mi grupo presenta es- 
ta moción como consecuencia de la interpelación ur- 
gente que realizamos la semana pasada acerca del plan 
de convergencia. Para presentar esta moción, mi gru- 
po ha estudiado cuidadosamente las intervenciones de 
los demás grupos parlamentarios y también, natural- 
mente, la intervención del señor Ministro en nombre del 
Gobierno. 

A nuestro juicio, esta moción sería suscribible por 
todos los grupos de la Cámara y también, a juicio de 
nuestro grupo naturalmente, sería algo que correspon- 
dería a la expectativa que debemos crear, en la medida 
que todavía no esté suficientemente creada en la opi- 
nión pública española sobre la trascendencia que tie- 
ne y va a tener el plan de convergencia para la economía 
española y la tercera fase de la Unión Monetaria a la 
que pretendemos incorporarnos colectivamente. Esta 
intevención se realiza con la esperanza de ver si todos 
los grupos parlamentarios, incluido el del Gobierno, 
pueden suscribir esta moción. 

Para nosotros, tal como expliqué en la interpelación 
y en las intervenciones ante el señor Ministro, el plan 
de convergencia evidentemente no es un plan económi- 
co cualquiera, no es un plan económico más a varios 
años de plazo, no debe confundirse porque tiene que 
ver pero es absolutamente diferente de un plan de com- 
petitividad, y tampoco debe enturbiar o mistificar el 
debate sobre el estado de la nación, que tiene otros mu- 
chos asuntos de gran entidad. Como consecuencia, el 
plan de convergencia debe ser tratado por este Parla- 
mento diferenciada y separadamente de otras materias 
muy importantes evidentemente, pero que no deben 
mistificar una materia tan relevante como este plan de 
convergencia con la Comunidad Europea. 

De SS. SS. es sabido que el plan de convergencia es 
un plan a realizar dentro de cuatro o cinco años, con 
objeto de capacitar a la economía española para unir- 
se con el grupo de países que lo hagan en primer tér- 
mino a la Unión Monetaria Europea. Este plan de 
convergencia se materializa en una serie de exigencias, 
en unos parámetros que son los clásicos de la econo- 
mía monetaria; son la inflación, el déficit, montante de 
la deuda pública, etcétera. 

Expuesto brevemente algo que yo creo es conocido 
de SS. SS., paso a glosar brevemente los puntos de la 
moción, aunque yo creo que se explican a sí mismos su- 
ficientemente. 

La moción dice literalmente: <(El Congreso de los Di- 
putados insta al Gobierno a: 

1. “A presentar al Congreso de los Diputados el Plan 
de Convergencia con el tiempo suficiente para permi- 
tir su debate y su eventual modificación, sin perjuicio, 
naturalmente, de la responsabilidad del Gobierno’’, D 

En este punto 1 cada palabra tiene su peso. Con «pre- 
sentar al Congreso» queremos decir que se insta a pre- 
guntar al Congreso puesto que sabemos por 
declaraciones, por filtraciones, etcétera, que ésta es la 
intención del Gobierno, pero que yo sepa hasta que el 
señor Ministro respondió a una pregunta del que les 
habla, el miércoles de la semana pasada, que efectiva- 
mente ésa era la intención del Gobierno, la verdad es 
que eso no se conocía. A una pregunta adicional o com- 
plementaria mía sobre si este tema se vería antes o des- 
pués del debate sobre el estado de la nación y no 
mezclado con él, el señor Ministro no contestó. Es evi- 
dente que este tema tratado después del debate del es- 
tado de la nación tiene unas connotaciones y tratado 
antes tiene otras; puede perder perspectiva y puede per- 
der importancia. De manera que lo primero que se ins- 
ta -y no se pone fecha- es a presentar al Congreso 
de los Diputados. Ya tuvimos el otro día una primicia 
de la actitud del Gobierno diciendo que, efectivamen- 
te, era su intención presentarlo, que lo iba a hacer, pe- 
ro que no sabía cuándo. 

En segundo término se dice: u A presentar al Congre- 
so de los Diputados el Plan de Convergencia». Esto tie- 
ne su punto importante porque se habla del plan de 
convergencia no mezclado con ninguna otra cosa, sino 
escueta, sencilla, directa y exclusivamente. 

En tercer término se pide que se presente «con el 
tiempo suficiente para permitir su debaten. Se glosa le- 
vemente en el párrafo segundo -creo que es conocido 
de S.  SS.- que el Gobierno ha puesto un énfasis a lo 
largo de todo el período de negociación de Maastricht, 
y anteriormente, a formar parte del pelotón de cabeza 
de los países que entren primero en la unión moneta- 
ria, por tanto, es una intención suya largo tiempo sos- 
tenida. En segundo témino, el Gobierno socialista lleva 
diez años con un tipo de política económica que reite- 
ra muchísimas veces es sustancialmente el mismo, por 
tanto, es de suponer que tiene sus criterios perfecta- 
mente elaborados acerca de cómo confeccionar este 
plan de convergencia. Ha llevado la política económi- 
ca muchos años de una determinada manera y, además, 
ha sostenido durante muchísismos meses que era in- 
tención suya pretender que España entre en la prime- 
ra oleada de la unión monetaria. En consecuencia, 
nosotros creemos que si este plan no se está presentan- 
do no se nos alcanzan las razones. No entramos en ello, 
decimos que por lo menos lo presente con tiempo sufi- 
ciente para ser debatido. ¿Por qué decimos esto? Por 
razón evidente. Si el Gobierno va a convocar a los par- 
t‘idos y a los grupos parlamentarios en la aprobación 
del Tratado de Maastricht, si se ha puesto énfasis en 
la creación y en el trabajo de la Comisión Mixta de las 
Comunidades Europeas, etcétera, es lo suyo que tam- 
bién recabe las aportaciones de los grupos parlamen- 
tarios en relación con el plan de convergencia. Por eso 
pedimos que se presente con tiempo suficiente. 

Sabemos que hay un problema difícil, que queda re- 
cogido diciendo: << su eventual modificación, sin perjui- 
cio, naturalmente, de la responsabilidad del Gobierno». 
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¿En qué consiste el punto delicado? En que el plan de 
convergencia es responsabilidad del Gobierno, natural- 
mente; pero nadie excluye que con las aportaciones de 
los grupos parlamentarios ese plan de convergencia lo 
quiera modificar el Gobierno. Eso sería lo pertinente 
si se obtuviese un consenso suficiente en materia tan 
trascendente y eso es lo que plantea el primer punto 
de esta moción. 

¿Qué plantea el segundo punto? El segundo punto de 
esta moción plantea una cuestión delicada cara a la opi- 
nión pública española. En realidad, las condiciones del 
Tratado de Maastricht, las del protocolo de convergen- 
cia, al que se remite el artículo 109 j), son condiciones 
diseñadas para que se pueda compartir una moneda co- 
mún o única por países con diferente renta uper capi- 
tan, con niveles de actividad y empleo diferenciados. 
Por consiguiente, se trata de cumplir determinadas con- 
diciones cifradas, porque se entiende que con esas ci- 
fras se podría compartir esa moneda, pero no pretenden 
directamente que se alcance una igualdad u homoge- 
neidad en renta «per capita» ni en nivel de empleo. 

El plan de convergencia va a ser examinado por las 
autoridades de Bruselas fundamentalmente desde el 
punto de vista de esa compatibilidad de utilización de 
una moneda común. Sin embargo, lo que al pueblo es- 
pañol le preocupa es la mejora de nuestro nivel sala- 
rial, la mejora de nuestro nivel de vida, la mejora de 
nuestra renta «per capitan, la mejora de nuestros ser- 
vicios colectivos, la mejora de nuestra prestaciones so- 
ciales. En definitiva, si acuñamos la expresión, lo que 
podríamos denominar términos de convergencia real. 
En tanto se acuña esa expresión, lo que dice el punto 
segundo de la moción es: A expresar en esa presenta- 
ción que el Gobierno haga del plan de convergencia, la 
relación e impacto de ese plan de convergencia con el 
nivel de empleo y con el acortamiento de la distancia 
en su renta «per capita» respecto de la media comuni- 
taria, con objeto de bajar a la tierra. Plan de Conver- 
gencia son magnitudes en relación a la utilización de 
una moneda común fundamentalmente, aunque indi- 
rectamente tiene un impacto en la economía. Lo que se 
pide es que el Gobierno lo exprese separada, clara e ine- 
quívocamente. Esa es la verdadera preocupación de fon- 
do de los españoles y a tal preocupación tiene que dar 
respuesta esta Cámara y se la solicita al Gobierno pa- 
ra que sea debatida. 

Punto tercero. En el punto tercero se singulariza la 
balanza de pagos. ¿Por qué razón? El montante de la 
desviación permitida, positiva o negativamente, a la ba- 
lanza de pagos en el Tratado de Maastricht no está ci- 
frado; sin embargo, se dice que será uno de los puntos 
a examinar. Lo que singulariza es que España es uno 
de los dos países, hasta muy recientemente al menos, 
y yo creo que todavía lo sigue siendo, con una de las 
balanzas comercial y por cuenta corriente más negati- 
va, dentro de los países de la Comunidad. Varios gru- 
pos parlamentarios por no decir todos, hemos insistido 
a lo largo de muchísimos meses y de varios años al Go- 
bierno acerca de las medidas de fomento a la exporta- 

ción, acerca de la mejora de esta balanza por cuenta 
corriente, etcétera. Este punto no entra en dirimir si la 
política pasada del Gobierno ha sido apropiada o no 
y que por eso hoy nos encontramos en mala posición 
frente a este punto particular, cara a la unión moneta- 
ria expresada en el Tratado de Maastricht, sino que se 
limita a decir que exprese su punto de vista (el del Go- 
bierno) y sus planes en relación con -y se entrecomi- 
lla lo que dice el texto del Tratado- ala situación y la 
evolución de la balanza de pagos por cuenta corrien- 
te», en lo relativo al cumplimiento de las obligaciones 
por los Estados a la realización de la Unión Económi- 
ca y Monetaria. Esto es lo que se pide y por eso se sin- 
gulariza. Hay clamor en muchas partes de España, y 
por parte de muchas entidades y cuerpos sociales, de 
que hace falta un plan de industrialización, etcétera. 
Aquí no se entra en eso, sino que se limita a pedir al 
Gobierno que exprese su punto de vista y sus planes 
en relación con esta materia. No la quiere prejuzgar, 
pero sí señalar que es un punto que debe preocupar- 
nos, y a algún socialista relevante yo he visto que sí le 
preocupa. 

Punto cuarto. Este punto cuarto es, en cierto modo, 
similar al anterior en un sentido, y es el siguiente: ha 
habido grupos parlamentarios, partidos políticos, que 
han expresado, de muy diversa manera y con muy di- 
versa intensidad, discrepancias de fondo con la políti- 
ca económica del Gobierno. El Gobierno, naturalmente, 
está totalmente de acuerdo con su política económica. 
Este punto no pretende prejuzgar esto, no pretende de- 
cir: señores del Gobierno, ¿cómo van a hacer un plan 
de convergencia si tienen una política económica total- 
mente errada? Lo que tendrían que hacer es cambiar- 
la. No, este punto no dice eso, naturalmente, porque 
aspira a que sea compartido por toda la Cámara, como 
decía al principio, incluido el partido del Gobierno. 

Este punto viene a decir: dada la trascendencia del 
plan de convergencia, dado que va a reiterarse anualmen- 
te este plan de convergencia, dado que es un objetivo a 
varios años, dado que en medio habrá otras elecciones 
generales, etcétera, díganos usted -Gobierno- si es su 
intención introducir, en losplazos y modo oportunos, al- 
gún plan o planes de medidas de acompañamiento al rei- 
terado plan de convergencia, pero no cualquier plan o 
planes de medidas, sino aquellos para los que pudiese 
requerir el concurso de la Cámara. Esto se dice con ab- 
soluta prudencia y discreción. Lo que no se va a preten- 
der es que el documento de plan de convergencia que 
va a ir a las autoridades comunitarias sea el mismo que 
en frío aquí se examine. Esta Cámara tiene unas preo- 
cupaciones distintas de las exclusivas que puedan tener 
las instancias comunitarias al examinar el plan de con- 
vergencia que están pensando cumplimentar para las 
condiciones en la fase de la unión monetaria. Todos los 
grupos políticos de esta Cámara tenemos otras muchas 
preocupaciones y sería muy bueno -entiendo yo- pa- 
ra el Gobierno que pudiésemos debatir y acordar las 1í- 
neas generales de ciertos planes de acompañamiento. 
Eso sería lo oportuno y conveniente. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Abril, le ruego que concluya. 

El señor ABRIL MARTORELL: Sí, señor Presidente. 
Otra cosa será que lo consigamos. Estos eventuales 

planes se enumeran y van dirigidos al ahorro, a la fis- 
calidad, a la actividad empresarial, etcétera. 

Asimismo, decimos con toda prudencia y modestia 
que deberán anticiparse lo suficiente para esclarecer 
y fundamentar el debate en lo que corresponda. A mí 
me parece que el Gobierno, en su presentación, además 
de entregarnos el plan de convergencia que vaya a ir 
a las autoridades comunitarias, caso de que no lo mo- 
difique con motivo del debate que tenga lugar, además 
de entregarnos ese documento nos debe entregar este 
conjunto de posiciones, de puntos de vista acerca de los 
aspectos que se señalan en los apartados 2 ,3  y 4 de la 
moción. 

Por todas estas razones solicito el voto favorable de 
la Cámara para esta moción. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señor Abril. 

A esta moción se han presentado enmiendas por parte 
del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalun- 
ya, Grupo Mixto y Grupo Socialista. 

Para defender las enmiendas al Grupo de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la palabra el se- 
ñor Martínez. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Gracias, señor Presi- 
dete. Voy a ser muy breve. 

Con su enmienda de sustitución nuestro grupo quie- 
re dejar claros dos principios que ya se expresaron en 
el debate de la semana pasada. En primer lugar, que 
el plan de convergencia es un reto nacional, aunque 
efectivamente la responsabilidad es del Gobierno y que, 
por tanto, en el debate para realizar ese plan de con- 
vergencia deben participar no sólo el Parlamento, que 
ya se nos aseguró la semana pasada que podríamos ha- 
cerlo, sino también las fuerzas sociales y las comuni- 
dades autónomas; en general las administraciones 
territoriales que van a estar afectadas por algunos de 
los objetivos de este plan de convergencia. 

El segundo punto que señalamos la semana pasada 
y que hemos recogido en la moción alternativa es que 
para nosotros la convergencia nominal, la convergen- 
cia en los parámetros fijados en Maastricht, es insufi- 
ciente, es un instrumento. A nosotros lo que nos 
preocupa es la convergencia real del país y que nos va- 
yamos equiparando no sólo en esos parámetros macroe- 
conómicos, que son unos más de los que se podían 
haber elegido, sino en todo lo que es el entramado so- 
cial de la producción, de la renta, de los servicios y de 
las infraestructuras. Por tanto, que cuando este país pre- 
sente al resto de países de la Comunidad su plan de con- 
vergencia para acercarse a los parámetros medios de 
la Comunidad no se reduzca ese plan sólo a los pará- 

metros de Maastricht; que no se hable sólo de los tipos 
de interés; que no se hable sólo de la inflación, sino que 
se hable también de cómo ir acercando, y por tanto dis- 
minuyendo, parámetros como son el desempleo los dé- 
ficit de equipamiento, el tema de las infraestructuras 
y demás. 

Efectivamente esos temas son tratados en el texto que 
propone el CDS, pero nos parece que sintetizarlos en 
los dos puntos era en estos momentos oportuno y por 
eso hemos presentado la enmienda alternativa, aunque 
como ha podido verse estamos fundamentalmente de 
acuerdo con lo que se ha dicho por parte del CDS. 

Nada más. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Mu- 

Por el Grupo Mixto y para defender su enmienda, tie- 
chas gracias, señor Martínez. 

ne la palabra la señora Mendizábal. 

La señora MENDIZABAL GOROSTIAGA: Gracias, se- 
ñor Presidente. 

Creemos que no es el momento oportuno para repro- 
ducir el debate de la semana pasada sobre la oportuni- 
dad o no de la interpelación. El caso es que la moción 
está aquí y es lógico que en este momento los que apo- 
yamos las negociaciones de Maastricht, así como los 
acuerdos posteriores, estemos preocupados por las con- 
secuencias que implica ese plan y el cumplimiento de 
los requisitos. 

Es evidente que el proceso de convergencia va a ser 
difícil en general, y en particular para países como Es- 
paña, que tiene un mayor desequilibrio en sus macro- 
variables o bien cumple menos requisitos. Tampoco 
queremos entrar en este momento, estando de acuerdo 
con Izquierda Unida, respecto a la diferencia que pue- 
da haber entre la convergencia nominal y real, que to- 
davía agravaría muchísimo más los temas. 

Ciñéndonos a la moción presentada por el CDS con- 
sideramos de especial relevancia lo que se refiere al pri- 
mer punto de la moción, en que se insta a la 
presentación del plan, de manera rápida y con tiempo 
suficiente para que se pueda producir un debate. 

N o  voy a referirme de manera expresa al resto de los 
puntos de la moción, porque creo que no tienen otro 
objetivo -que por otra parte me parece importante- 
que dar una visión globalizadora de la economía o de 
las políticas en las que debe insertarse ese plan de con- 
vergencia. Es precisamente la importancia de este con- 
texto globalizador lo que nos hace plantear una 
pequeña enmienda a la moción presentada por el CDS. 
Desde Euskadiko Ezkerra consideramos importante, co- 
mo complemento a este plan de convergencia, reiterar 
una vez más algo tan obvio y que por mucho que se re- 
pita parece que no terminamos de entender que uno de 
los grandes problemas, sino el más importante de nues- 
tra entrada en el mercado único, es precisamente la fal- 
ta de competitividad. Por tanto, creemos necesario 
implementar una política industrial. Está claro que 
cualquier política que pretenda evitar ese desfase en 
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la competitividad debe favorecer un aumento de la ca- 
pitalización, debe favorecer que el aparato productivo 
crezca, debe inducir un aumento de la inversión. 

Creemos que es el momento de rectificar los errores 
que hubo en la presentación del pacto social de progre- 
so y que descargaba toda la culpa o toda la responsa- 
bilidad de la falta de competitividad precisamente en 
los salarios. Por consiguiente, también es el momento 
de aceptar la necesidad de una política industrial que 
incida en otros aspectos que resultan más importantes 
como puede ser la tecnología, la calidad o la distribu- 
ción, factores sobre los que creemos es necesario ac- 
tuar de manera más importante que sobre el control 
salarial. Una economía competitiva no es aquella que 
resulta así porque tenga salarios menores, sino preci- 
samente aquella que puede competir en producto y en 
calidad. Estimamos que hay que caminar en esta direc- 
ción, y para caminar en esta dirección desde nuestro 
punto de vista hay que construir una voluntad política 
de trabajar en el diseño de políticas industriales o de 
políticas sectoriales. Nuestro tejido productivo actual 
es incapaz de responder al reto del mercado único, y 
no debemos albergar falsas esperanzas de que esto se 
solucione única y exclusivamente por la asignación de 
recursos que puede dar el mercado. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señora Mendizábal. 

Por el Grupo Socialista y para defender la enmienda 
y fijar posición sobre la moción, tiene la palabra el se- 
ñor Almunia. 

El señor ALMUNIA AMANN: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señoras y señores Diputados, el Grupo Socialista ha 
presentado una enmienda de sustitución a la moción 
que ha defendido el señor Abril en representación del 
CDS, y ello por los argumentos que ya se expusieron, 
no sólo por el Ministro de Economía y Hacienda, sino 
también por otros portavoces de grupos en el debate 
de la interpelación la semana pasada. En dicho debate 
la mayoría de los grupos, incluso creo que el propio in- 
terpelante a lo largo de sus intervenciones, convinieron 
en que mejor que mezclar en un trámite parlamenta- 
rio «menor» -entre comillas-, como una interpelación 
tanto la petición de que el plan o el programa de con- 
vergencia se debatiera en esta Cámara antes de que fue- 
ra presentado y aprobado por el Consejo de Ministros 
de la Comunidad, como la discusión sobre el fondo de 
dicho plan, estos dos puntos debían reservarse para mo- 
mentos procesales distintos. 

El otro día el Gobierno expresó, como no podía ser 
de otro modo, su convencimiento de que el plan debía 
ser presentado en esta Cámara; lo dijo, no hay ninguna 
pega, y la mayoría de los grupos, junto con el Gobier- 
no, estimaron que el momento de debatir el fondo del 
plan sería cuando ese plan fuera aprobado por el Go- 
bierno y presentado en esta Cámara. En la moción que 

presenta el CDS, a pesar de que sobre el papel admite 
este razonamiento, sin embargo mezcla algunas consi- 
deraciones de fondo, la exigencia reiterada al Gobier- 
no de que presente un plan, que ya ha manifestado el 
Gobierno que va a presentar, e incluso -y ésta sería 
la novedad de la moción- se hace referencia a algu- 
nas consideraciones de forma, de si el plan debe ser de 
una manera o de otra, si debe tener tales capítulos, ta- 
les contenidos, si debe decir tal cosa o tal otra, a la vez 
que se asegura la responsabilidad del Gobierno en la 
elaboración del plan, que será debatido en esta Cámara. 
Lo único que se pretende con nuestra enmienda es 

poner claridad en esta mezcla de conceptos y de nive- 
les distintos en la que nos ha introducido el señor Abril 
Martorell con su moción. Por tanto, la moción socialis- 
ta de sustitución propone tres principios: en primer lu- 
gar, dada la posición del Gobierno sería redundante 
pero se señala en la moción, instar al Gobierno a que 
remita a la Cámara el programa en cuanto lo apruebe 
de modo que desde el momento en que llegue a la Cá- 
mara hasta que deba ser discutido y aprobado en el 
Consejo de Ministros de la Comunidad esta Cámara ten- 
ga tiempo suficiente para conocer el plan aprobado por 
el Gobierno, de debatirlo y ver si ese plan corresponde 
al objetivo pensado para este plan en España y en los 
demás países miembros, que es acercar las economías 
de cada uno de los Doce a los requisitos de la conver- 
gencia llamada nominal no como un fin en sí mismo, 
sino como la vía que todos hemos acordado en Maas- 
tricht de avanzar hacia una mayor riqueza, hacia un ma- 
yor bienestar y en nuestro caso hacia una reducción de 
las desigualdades de nuestra prosperidad con la de los 
países más ricos de la Comunidad Europea. Por tanto, 
con este primer párrafo nadie está en desacuerdo, to- 
dos estamos de acuerdo y obviarnos discusiones, que 
tendremos cuando el plan exista, sobre si el modo en 
que el Gobierno entiende que se debe producir esa con- 
vergencia es adecuado o no a las posiciones de cada gru- 
po en materia de política económica. 

Segundo punto. Reiteramos en nuestra moción algo 
que esta Cámara ha reiterado en múltiples ocasiones: 
que el lugar mejor para debatir en sede parlamentaria 
las cuestiones ligadas a nuestra preesencia en la Comu- 
nidad Europea y a nuestro esfuerzo por adaptarnos al 
nuevo proceso de integración europea que supone 
Maastricht es la Comisión Mixta Congreso-Senado pa- 
ra las Comunidades Europeas. No vamos a inventar 
otros lugares, interpelaciones, mociones, trámites dis- 
tintos, ya que tenemos el organismo especializado, que 
hasta ahora ha servido no sólo para debatir sino para 
forjar consensos allá donde había en principio posicio- 
nes diferenciadas en una materia tan importante para 
los próximos años como es nuestra adaptación políti- 
ca, económica y social a Europa y a los países más avan- 
zados dentro de la Europa comunitaria, de la nueva 
Unión Europea. 

En tercer lugar, nuestra moción propone, recogien- 
do el parecer expuesto por el Ministro de Economía y 
también por grupos parlamentarios la semana pasada, 
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que no sólo vamos a tratar de debatir y de unir posi- 
ciones en torno al programa de convergencia entre el 
Gobierno y los grupos parlamentarios de la Cámara, 
sino que también instamos al Gobierno y a nosotros 
mismos a que ese esfuerzo de convergencia, nominal 
y real, que nos hemos planteado como uno de nuestros 
grandes objetivos para los próximos afios, sea compar- 
tido por las demás administraciones públicas, los de- 
más poderes públicos, que también deben hacer un 
esfuerzo de convergencia, y por supuesto por las fuer- 
zas sociales. 

En este sentido, creemos que, sin ir contra lo que de 
bueno y positivo tiene la iniciativa del Grupo CDS, que 
es fijar el procedimiento de debate en esta Cámara del 
programa de convergencia, lo que no hace nuestra mo- 
ción y sigue haciendo la del Grupo CDS -por eso le 
pedimos que se sume a la nuestra-, es mezclar el fon- 
do con la forma, lo procesal con lo material y nuestra 
tarea de hoy con la de dentro de quince o veinte días, 
cuando el programa esté en esta Cámara. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Para fijar posición, por el Grupo Catalán (Convergen- 
cias, señor Almunia. 

cia i Unió), tiene la palabra el señor Homs. 

El señor HOMS 1 FERRET: Gracias, señor Presidente. 
Para fijar nuestra posición en relación con la moción 

presentada por el Grupo del CDS y las enmiendas pre- 
sentadas a ese texto de la moción. 

Nuestro grupo, analizado el texto de la moción del 
Grupo Parlamentario del CDS, observa que hay dos as- 
pectos de dimensión política distinta. Hay un conteni- 
do de comprometer a esta Cámara a instar al Gobierno 
a que presente, en un plazo determinado, o en un plazo 
breve dicen otros grupos parlamentarios, el plan de con- 
vergencia, que sabemos que el Gobierno está analizan- 
do y estudiando. Ese compromiso lo valoramos como 
muy positivo en el sentido de que pudiera alcanzar un 
acuerdo global de todos los grupos de la Cámara. Se- 
ría muy oportuno y positivo iniciar ese proceso de aná- 
lisis del plan de convergencia que España tiene que 
presentar a la Comunidad Europea sobre la base de un 
amplio acuerdo de voluntad política de instar al Gobier- 
no a que lo presente en el plazo más breve posible. 

Hay otra dimensión de los contenidos de la moción 
del CDS, que es especificar el contenido de dicho plan, 
instar a que se ciñan determinados aspectos del mis- 
mo, pero convendrán SS. SS. que no es exhaustiva la re- 
dacción de estos puntos porque se dejan muchos 
aspectos, no se afrontan algunos otros, se citan algu- 
nos que son oportunos, que nosotros los valoramos tam- 
bién como oportunos, pero no es toda la redacción el 
contenido que entendemos debería afrontar el plan de 
convergencia. Por ejemplo, para citar simplemente al- 
gún aspecto muy puntual, nuestro grupo opina que lo 
más importante del plan de convergencia es adoptar las 

medidas que van a garantizar que España y la econo- 
mía española puedan estar cumpliendo en 1997 las exi- 
gencias que nos impone la Comunidad Europea. En la 
moción del CDS no se dice nada en cuanto a las cuatro 
exigencias básicas. Pero quiero valorar muy positiva- 
mente la moción que se presenta por lo que tiene de 
contenido político, de que esta Cámara inste al Gobier- 
no a que lo presente. 

Hemos analizado las demás enmiendas que se han 
presentado. Nuestro Grupo cree que en la enmienda que 
presenta el Grupo Socialista hay un segundo aspecto 
a valorar muy positivamente, e insto a todos los gru- 
pos parlamentarios a que reflexionen al respecto. Se di- 
ce -como decimos todos los grupos parlamentarios- 
que la Cámara insta al Gobierno a que presente, en el 
plazo más breve posible el plan de convergencia. En eso 
todos coincidimos. Hay un segundo aspecto política- 
mente muy importante que nuestro Grupo quisiera des- 
tacar en este debate, y es que en el segundo punto se 
dice que esta Cámara se compromete a que el Gobier- 
no tramite ese plan de convergencia una vez se haya 
aprobado y debatido en esta Cámara, aspecto que, re- 
pito, para nuestro Grupo es muy importante. Es decir, 
el Gobierno español remitiría a las Comunidades Euro- 
peas el plan de convergencia una vez que ese plan de 
convergencia hubiera alcanzado un grado de consen- 
so, de maduración, de contraposición con todos los gru- 
pos en esta Cámara, aspecto muy importante para todo 
lo que ese plan de convergencia tiene que suponer en 
su fase de aplicación. 

Nuestro Grupo invita al Grupo Parlamentario del 
CDS a que valore ese segundo punto como muy rele- 
vante. Sería muy positivo que esta Cámara se manifes- 
tara hoy en el sentido de instar al Gobierno a que 
presente el plan de convergencia, así como a debatir el 
contenido de dicho programa -como dice literalmen- 
te el punto segundo de la enmienda que presenta el Gru- 
po Socialista- en el seno de la Comisión Mixta 
Congreso-Senado para las Comunidades Europeas, pre- 
viamente a su definitiva aprobación por las institucio- 
nes comunitarias. Entendemos y valoramos ese aspecto 
de altamente positivo. Podría ello ser un buen inicio de 
ese proceso de debate interno que tiene que hacer esta 
Cámara. En ese sentido, instamos al Grupo del CDS a 
que reflexione y valore positivamente ese aspecto de la 
enmienda del Grupo Socialista. 

En cuanto a las demás enmiendas, son parciales que 
se ratifican en la voluntad política de instar al Gobier- 
no a que presente en esta Cámara el plan de convergen- 
cia y también complementan la moción del CDS, en el 
sentido de precisar algunos contenidos. Valoramos po- 
sitivamente esas enmiendas, pero quiero dejar constan- 
cia que de aceptarse la enmienda del Grupo 
Parlamentario Socialista se facilitaría un amplio con- 
senso en esta Cámara sobre el inicio de un proceso ha- 
cia el trabajo de debate del plan de convergencia que 
España tiene que presentar en la Comunidad Econó- 
mica Europea. Creo que sería un buen inicio e insto a 
todos ustedes a que reflexionen al respecto. 
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De no aceptarse la enmienda del Grupo Socialista, 
en el contenido fundamental coincidimos con la pro- 
puesta del CDS y la apoyaríamos para su aprobación. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor 
cias, señor Homs. 

Aguirre. 

El señor AGUIRRE RODRIGUEZ Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señoras y señores Diputados, la semana pasada to- 
mábamos posición en relación con la interpelación ur- 
gente del CDS en materia de medidas que se pensaban 
adoptar por parte del Gobierno para redactar el plan 
de convergencia que se deriva de los acuerdos de Maas- 
tricht. Mi Grupo, a medida que avanza el tiempo, per- 
cibe el nulo interés que este Gobierno tiene porque se 
hable del diagnóstico económico del actual año 1992. 
Entendemos que el plan de convergencia deberá ser un 
conjunto de medidas para objetivos a alcanzar a me- 
dio plazo, medio plazo que se fija en 1997, nueva fecha 
sobre la que ahora se quiere hablar para dejar de ha- 
blar de diagnóstico de la economía a principios de 1992. 

Ningún Grupo negaría a estas alturas del debate que 
los objetivos del plan de convergencia han de ser un ma- 
yor crecimiento, un frenazo a la inflación, impulsar la 
creación de empleo, vender más y mejor en el exterior 
y adecuar los tipos de interés a la baja, todo ello redu- 
ciendo el déficit y la deuda pública. Objetivos que que- 
dan claros y que dejan expectantes a esta Cámara para 
escuchar, en su momento, las medidas que lo hagan 
posible. 

Son un conjunto de medidas en las que nos gustaría 
insistir sobre la necesidad de reunir tres condiciones 
previas: un calendario de aplicación, la valoración es- 
timada de su impacto y una amplia base social que las 
respalde. Amplio respaldo del que debe de gozar este 
plan de convergencia desde un riguroso debate parla- 
mentario para el que es preciso el margen de tiempo 
suficiente, toda vez que, a nuestro entender, sería un 
error -por decirlo de una forma suave- intentar con- 
vertir el paso del plan por esta Cámara en un mero trá- 
mite informativo de hechos consumados. 

Con ocasión de la interpelación decíamos que el plan 
de convergencia se convertirá en la redefinición de la 
política económica en su conjunto, se quiera reconocer 
o no. Tan es así que el plan de convergencia no será ope- 
rativo si no contempla un reajuste presupuestario en 
toda su dimensión, reestructurando los programas de 
ingresos y gastos públicos y evitando las desviaciones 
al alza del déficit inicial. 

Los presupuestos registraron un importante 
descenso ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Aguirre, su turno es para fijar posición sobre la moción, 

no para exponer el contenido que ya tuvo lugar duran- 
te la interpelación. 

El señor AGUIRRE RODRIGUEZ: Gracias, señor Pre- 
sidente. Intentaba poner de manifiesto que con los pre- 
supuestos actuales el plan de convergencia que nos 
proponen las medidas y criterios de la moción del CDS 
será de difícil consecución. No obstante, entendemos 
que los criterios contenidos en la moción del CDS re- 
cogen los que en su momento expusimos en nuestra in- 
terpelación, y, por tanto, vemos los datos adecuados 
para poder apoyar dicha moción en sus justos térmi- 
nos. No obstante, también atenderemos a las enmien- 
das que en su momento acepte el portavoz del CDS para 
valorar el sentido final de nuestro voto. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señor Aguirre. Señor Abril, para aceptar o recha- 
zar las enmiendas presentadas, tiene S.  S. la palabra. 

El señor ABRIL MARTORELL: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Paso lo más directamente que pueda a expresar la 
aceptación o rechazo de las enmiendas, por el orden en 
que se han presentado. 

La primera que se ha discutido ha sido una enmien- 
da de sustitución de Izquierda Unida. Yo he entendido 
que decían que en la sustancia podían estar de acuer- 
do con la nuestra, pero que consideraban que tenía que 
reformularse de un modo diferente. Lo he mirado con 
mis mejores ojos y veo lo siguiente. 

El punto primero de la enmienda de Izquierda Uni- 
da dice que será discutido previamente con las centra- 
les sindicales mayoritarias y con las comunidades 
autónomas. Aquí hay un problema de fondo importan- 
te: ¿cuál es el papel de este Parlamento? Si el Gobier- 
no trae un plan de convergencia previamente 
consensuado con las fuerzas sociales, realmente ¿qué 
podemos hacer? Segundo, si no lo trae consensuado, 
¿qué valor tiene? Aun comprendiendo que esto debe de 
ser así, que probablemente lo será y que si no será pa- 
pel mojado, esto no está expresado aquí, para no entrar 
en ese problema de la función real del Parlamento. Por 
lo demás, la sustancia de la enmienda, tal como está 
expresada, la comparto, pero, sintiéndolo mucho, no 
puedo aceptar el punto primero. 

Respecto al punto segundo, creo que es una reformu- 
lación del punto segundo de la moción que mi Grupo 
ha presentado. Con mucho gusto, le ofrezco, si ello es 
suficiente, aceptar este segundo punto en lugar del ex- 
presado por nosotros. 

Por lo demás, como no hay tiempo, evito mencionar 
otros puntos. 

Por lo que se refiere a la enmienda del Grupo Mixto, 
de doña Arantza Mendizábal, he escuchado sus razones 
y comparto muchas de ellas, pero en el punto 4.0 de 
nuestra moción, no podemos eliminar la expresión «ac- 
tividad empresarial», que sí queda eliminada en la re- 
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dacción propuesta por la señora Mendizábal, porque 
puede referirse a empresas industriales y a empresas 
de servicios, puede referirse a «pymes» y puede refe- 
rirse a disposiciones fiscales y de muchas naturalezas. 
Como ésa era una expresión que si intentaba explicar- 
la era muy larga, lo dejé en «actividad empresarial», 
como una frase un poco abstracta pero comprensiva. 
Por ello, mi ofrecimiento a la señora Mendizábal es, en 
el segundo párrafo del punto 4P, donde dice: U... con- 
trol del gasto público, eficiencia de las Administracio- 
nes, etcéterau, intercalar, después de: «eficiencia de las 
Administraciones», y antes del «etcétera», la frase si- 
guiente: «plan industrial que incida sobre la configu- 
ración de nuestra oferta productiva». Con ello la 
substancia de lo expresado y la literalidad de lo pro- 
puesto queda recogido. 

En cuanto a la enmienda del Grupo Parlamentario 
Socialista, hubiera sido mi deseo, señor Almunia, tal 
como he expresado de forma privada y como hago aquí 
públicamente, que el Partido del Gobierno hubiera po- 
dido sumarse a esta moción. Comprendo las palabras 
serias y responsables que luego me ha dirigido el re- 
presentante del Grupo Catalán, pero la enmienda del 
Grupo Socialista dice lo siguiente: Remitir a la Cáma- 
ra, en el plazo más breve posible, el programa de con- 
vergencia. Segundo punto: Debatir el contenido de 
dicho programa en la Comisión Mixta Congreso-Senado. 
Tercer punto: Recabar del resto de las partes implica- 
das su participación en la implantación y ejecución del 
plan de convergencia. 

Esta enmienda propone sencillamente que la Cáma- 
ra inste al Gobierno a hacer lo que ya pensaba hacer, 
de manera que esto no es una moción de una Cámara 
política, que lo que busca es un consenso acerca de un 
plan importante que va a afectar a la economía espa- 
ñola. Esta enmienda, con todos los respetos persona- 
les y parlamentarios, prácticamente no tiene contenido. 
Aun aceptando plenamente lo que ha dicho el señor 
Homs, yo tengo la certeza de que el Gobierno, a poco 
instinto político que tenga, efectivamente va a enviar 
el plan de convergencia y lo va a debatir antes de su 
presentación en Bruselas. Yo tengo la seguridad de que 
eso verdaderamente al Gobierno le conviene y, por tan- 
to, lo va a hacer. 

Sobre esta enmienda, si me lo permite el Presidente, 
voy a esgrimir un par de razones ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): No, no 
hace falta que dé más razones, señoría. Ha afirmado 
que no acepta las enmiendas y yo creo que es suficiente. 

El señor ABRIL MAR'KIRELL: Sí, pero es que se han 
dado unas razones que me parece que ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Creo 
que el portavoz del Grupo Socialista ha comprendido 
los motivos que ha tenido para no aceptar la enmien- 
da. Yo estimo que este trámite ha terminado. 

El señor ABRIL MARTORELL: Para terminar, señor 
Presidente, me parece que la enmienda así presentada 
resta claridad a la mía; segundo, que limita el debate 
a la Comisión Mixta Congreso-Senado (no le voy a de- 
cir que ésa es una limitación innecesaria para un plan 
tan fundamental que afecta a la economía española); 
y, tercero, que resulta sorprendente, en un plan que va 
a ser el del Gobierno, cuando no se dice para nada que 
pueda ser objeto de ninguna modificación con motivo 
de este debate, recabar por anticipado que los grupos 
sociales participen en la implantación y ejecución. Eso 
me parece que ha sido un desliz, una anticipación un 
poco extraña que ha habido en la redacción, que si se 
hubiera pensando, se hubiera realizado de forma más 
completa. 

Finalmente, me queda por decir que rechazo total- 
mente -pero no tengo tiempo para desarrollarlo- que 
haya mezclado conceptos o que haya mezclado fondo 
con forma. Yo escuché la intervención del señor Minis- 
tro, vi cuál había sido la manera de desarrollarla, he 
estudiado muy cuidadosamente -como he tenido la 
oportunidad de decir- las intervenciones de todos los 
grupos, y me parece que ésta es la moción que corres- 
ponde a una Cámara política que se expresa en térmi- 
nos políticos respecto de un problema de envergadura 
y que no se puede despachar con la sencilla presenta- 
ción de un plan. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Mu- 
chas gracias, señor Abril. 

¿Acepta el portavoz de Izquierda Unida los términos 
que se han planteado por el señor Abril? (Asentimiento.) 
¿Y la señora Mendizábal? (Asentimiento.) De acuer- 

do. Vamos a proceder a la votación. (El señor Presiden- 
te ocupa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Votación relativa a la mo- 
ción del Grupo del CDS, que se somete a votación en 
los términos resultantes de la aceptación de las enmien- 
das del Grupo de Izquierda Unida y del Grupo Mixto, 
modificados en los términos resultantes del propio 
debate. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efecutada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 231; a favor, 94; en contra, 137. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada la moción. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL 
CONGRESO, RELATIVA A MEDIDAS DE POLITI- 
CA GENERAL QUE PIENSA ADOPTAR EL GO- 
BIERNO EN RELACION CON LAS POLITICAS 
ACTIVAS DEL MERCADO DE TRABAJO, PARA 
CONTRIBUIR A UN CRECIMIENTO DEL EMPLEO 
(Número de expediente 1731000091) 

El señor PRESIDENTE: Moción del Grupo Popular 
relativa a medidas de política general que piensa adop- 
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tar el Gobierno en relación con las políticas activas del 
mercado de trabajo, para contribuir a un crecimiento 
del empleo. 

En nomre del Grupo proponente, tiene la palabra la 
señora Villalobos. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Gracias, señor 
Presidente. 

La moción que presenta nuestro Grupo, consecuen- 
cia de la interpelación defendida por esta Diputada la 
semana pasada en torno a políticas activas en el mer- 
cado de trabajo, responde a lo que, desde nuestro pun- 
to de vista, deben ser una serie de medidas concretas 
tendentes a la creación de empleo. La realidad es que, 
de las palabras vertidas por el señor Ministro de Tra- 
bajo el miércoles pasado, la ausencia de planteamien- 
to de cuáles podrían ser esas medidas activas en 
políticas de empleo nos hace dudar bastante de que el 
propio Gobierno tuviera en cuenta esas medidas nece- 
sarias en el mercado de trabajo en este momento y por 
dónde iba a ir esa anunciada reforma del sistema. 
(Rumores.) 

El señor PRESIDENTE Un momento, señora Vi- 

Cuando quiera puede continuar su señoría. 
llalobos. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Gracias, señor 
Presidente. 

Como decía antes, a pesar de la actitud del Ministro 
de Trabajo rehuyendo el debate en torno a la necesidad 
de esas medidas concretas y la imposibilidad de que 
en el día de hoy el señor Ministro de Trabajo pueda to- 
mar posición sobre la propia moción de nuestro Gru- 
po, espero que el Grupo Socialista sea capaz de 
entender estas medidas concretas en el sentido que se 
plantean. 
Lo que realmente está sucediendo en este país en es- 

te momento sobre las políticas de empleo, desde mi 
punto de vista, es una desconexión absoluta de lo que 
está sucediendo en el resto de los países de la Comuni- 
dad Económica Europea. Todas las políticas activas que 
han llevado a cabo los diferentes gobiernos, desde la 
formación profesional dual de los alemanes, pasando 
por los diferentes planes de formación de Inglaterra, 
Italia, etcétera, están en cuestión. Lo que está buscan- 
do en este momento la Comunidad Económica Euro- 
pea, la Comisión de las Comunidades, son nuevas 
formas políticas activas de empleo que hagan posible 
la competencia y la creación de empleo en Europa fren- 
te a países agresivos como pueden ser Japón y Estados 
Unidos. 

Después de leer la documentación que surge de las 
Comunidades Europeas, incluido el Consejo Económi- 
co y Social, la CES, la Unice, etcétera, la conclusión fi- 
nal que uno saca es que en Europa se habla de políticas 
activas en un sentido, y en nuestro país se habla en otro 
sentido. El discurso hoy de los agentes sociales y del 
Gobierno respecto a políticas activas de empleo tiene 

3oco que ver con lo que se está discutiendo de esas PO- 
íticas en el seno de las Comunidades Europeas. No hay 
lada más que coger el documento firmado este año en- 
.re la CES -la representación de los sindicatos 
:uropeos-, la Unice -representación de la patronal 
:uropea-, y las propias Comunidades, la Comisión de 
as Comunidades, donde hay sentados comisarios es- 
3añoles, un acuerdo formal entre los tres de hacia dón- 
ie y cómo se puede ir a esa política de formación para 
ma política activa. Sin embargo, cuando lo traducimos 
:n políticas planteadas en este país, observamos que 
no hay ningún tipo de conexión. 

Por eso los puntos concretos de nuestra moción tien- 
ien a un modelo y a una filosofía muy concreta. Desde 
nuestro punto de vista, en España hay una serie de cues- 
tiones que son tabú en las relaciones laborales. Hay que 
ir a un nuevo modelo de relaciones laborales. Cuando 
:n este país se habla de flexibilidad hay una tendencia 
1 entender tal flexibilidad como despido libre y como 
rprecarización» del mercado de trabajo. En Europa no 
tienen este concepto. No tiene nada que ver la flexibili- 
dad funcional y geográfica de un modelo de relaciones, 
de un mercado de trabajo, con lo que en este país en- 
tienden los agentes sociales, tanto empresarios como 
sindicatos, y el propio Gobierno. 

Hay un cierto miedo en la Administración a entrar 
En el problema. Conociendo como conocen los datos, 
porque tienen los datos europeos, el Gobierno, el Mi- 
nisterio de Trabajo, el Ministerio de Economía y el Mi- 
nisterio de Educación, no son capaces de poner en 
marcha unas medidas que ellos saben que son así y que 
sus propios representantes en las Comunidades están 
Firmando. 

Hay que dar ese paso importante. El momento en es- 
te país es ahora, cuando el paro aumenta, cuando de- 
crece la creación de empleo. Estamos entrando en una 
etapa de recesión de creación de puestos de trabajo y 
hay que coger este toro directamente por los cuernos. 
Por eso nuestras medidas van en torno a ese concepto 
de nueva flexibilización del mercado de trabajo. Una 
flexibilización que no tiene nada que ver con el despi- 
do libre, ni con la «precarizaciónn, sino que lo que in- 
tentan es solucionar uno de los graves problemas que 
trae consigo la «precarización» del mercado de trabajo. 

Esa flexibilidd es funcional y geográfica. Hay tam- 
bién un cierto miedo a la utilización de la expresión mo- 
vilidad geográfica. Lo que ocurre es que no nos damos 
cuenta de que estamos en Europa, de que ya hay liber- 
tad de movimiento de trabajadores en los doce países 
de la Comunidad, y que la movilidad geográfica se va 
a producir, no entre Málaga y Bilbao, sino entre Frank- 
furt y Madrid. Es decir, ya existe esa flexibilidad geo- 
gráfica en el contexto de las relaciones laborales de la 
propia Comunidad, y nuestro país tiene que adaptarse 
a esa movilidad. Necesita que nuestros trabajadores es- 
tén en unas condiciones óptimas para competir con el 
resto de los trabajadores de la Comunidad que tienen 
ya, previamente, una formación profesional mucho más 
completa y más de acuerdo con las necesidades del mer- 
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cado de los países en los que están trabajando en este 
momento. ¿Cómo se consigue esta movilidad funcional? 
Desde el punto de vista del Grupo Popular se consigue 
a través de la formación. La única forma realmente im- 
portante de generar empleo es a través de una forma- 
ción adecuada a las necesidades del mercado. 

En este sentido, hay algo que no llegamos a entender 
y es la falta de utilización de los términos que actual- 
mente funcionan en Europa. Yo preguntaría al Grupo 
de la mayoría: les que en este momento no se está pro- 
duciendo una movilidad funcional real? ¿Es que a la 
velocidad con que se está moviendo la demanda de pro- 
ductos en el mercado no se hace necesaria la movili- 
dad en los productos a elaborar y en los procesos de 
elaboración de esos propios productos? ¿Qué quiere de- 
cir esto? Nuestros trabajadores tienen que estar pre- 
parados para poder ejercitar cualquier labor que en ese 
momento necesite la empresa. 

A mí me da la sensación de que en este momento la 
formación, tal como la ve el Gobierno, va en el sentido 
de aquella película que todos ustedes habrán visto, de 
Chaplin, que se llamaba «Tiempos Modernos )> -estoy 
segura de que todos ustedes recuerdan-, en la que ha- 
bía un ciudadano que se pasaba horas dándole a un tor- 
nillo y cuando acababa la cadena de producción él 
seguía dándole a los tornillos que no existían. Da la sen- 
sación de que en este país se está buscando a ese tra- 
bajador que da al tornillo y cuando se acaba el tornillo, 
da igual, sigue dándole al espacio: él sigue ahí, dando 
al vacío. 

Desde nuestro punto de vista, ¿cuál sería la solución? 
Hacer posible que ese trabajador, cuando se le acabe 
el tornillo, pueda ejercer otra función en la misma em- 
presa que no le haga perder su puesto de trabajo y que 
haga posible que esa empresa pueda seguir compitien- 
do en el mercado europeo. Nosotros introducimos al- 
go que entendemos que es fundamental, y ahí entro en 
lo que yo llamaría la cultura de la cooperación frente 
a la cultura del enfrentamiento. Estoy hablando de los 
agentes sociales. 

Por eso, el primer punto de nuestra moción dice: «El 
Congreso de los Diputados estimula a los interlocuto- 
res sociales a que hagan efectivo, en breve plazo, la sus- 
titución de las ordenanzas laborales por convenios 
colectivos...)). Y añadimos a este párrafo algo que, en 
función de lo que he dicho antes sobre la movilidad fun- 
cional, sería fundamental: «... teniendo en cuenta la ne- 
cesidad de flexibilización demandada por el sistema 
productivo a los efectos de generar empleo.» 

Me da la sensación de que desde el Gobierno ha ha- 
bido una política de enfrentar a los propios agentes so- 
ciales, de intentar que la negociación colectiva siempre 
gire en torno a los incrementos salariales, y que se han 
abandonado otra serie de medidas concretas que de- 
berían estar en la negociación colectiva, como es la pro- 
pia formación y otra serie de cortapisas que en este 
momento, debido al propio Estatuto de los Trabajado- 
res, están condicionando mucho esas relaciones labo- 
rales, que son las ordenanzas. 

Se me puede decir -y ya está bastante incumplida 
la eliminación de estas ordenanzas laborales- que 
el 1 de enero de 1993 se van a eliminar. Pero a mí eso 
no me sirve, porque hay que sustituirlas. El tema no es 
que desaparezcan del ordenamiento las ordenanzas la- 
borales sino en por qué las sustituimos. Parece bastante 
claro, desde nuestro punto de vista, que el sistema ade- 
cuado para ese tipo de nuevas relaciones laborales se 
tiene que dar en el seno de las negociaciones colecti- 
vas entre empresarios y trabajadores. Por eso nosotros 
lo centramos en torno a esa negociación y nos parece 
fundamental la necesidad de que la flexibilización apa- 
rezca en esos acuerdos que sustituyan a esas ordenan- 
zas laborales, que están total y absolutamente fuera de 
lugar. 

El segundo punto de la moción que presenta nues- 
tro Grupo insta al Gobierno a que los planes de forma- 
ción profesional garanticen cualificaciones reconocidas 
o créditos que posibiliten su obtención a los participan- 
tes en las acciones formativas. Ustedes saben que el 
plan FIP está dando cursos continuos a parados, fun- 
damentalmente, de larga duración, o jóvenes con me- 
nos de 25 años, pero la realidad es que el haber 
realizado ese curso de formación no les sirve como cré- 
dito para conseguir, a través de una serie de cursos, una 
cualificación profesional determinada que haga posi- 
ble que un empresario alemán sepa exactamente qué 
tipo de trabajo es capaz de hacer ese trabajador espa- 
ñol que ha recibido una formación. Estoy de acuerdo 
con el planteamiento de la señora Romero aquí expues- 
to relativo a que esto no es una obligación, las Comu- 
nidades Europeas no obligan. Lo que sí está claro es 
que lo que sí obligan son las propias necesidades del 
mercado de trabajo; yo entiendo que lo que hay que ha- 
cer es dar todas las posibilidades a los empresarios pa- 
ra que tengan muy claro qué abanico de posibilidades 
tiene el mercado de trabajo español y qué tipo de cua- 
lificaciones profesionales tienen nuestros trabajadores 
en activo y los que estén pasivos. 

La equiparación de la formación profesional especí- 
fica y la ocupacional es algo que está ya contemplado 
en la propia IDGSE. En el documento sobre formación 
profesional que el Ministro de Educación presenta al 
Consejo de la Formación Profesional, especifica el pro- 
pio Ministro, cuando plantea su pacto social de progre- 
so, la necesidad de la equiparación y del entendimiento 
en la formación profesional, tanto específica como re- 
glada, y, desde nuestro punto de vista, recoge de una 
forma total el planteamiento de esa propia LOGSE y de 
las declaraciones emitidas por el Ministerio de Econo- 
mía que para nosotros son muy positivas. Lo que ocu- 
rre es que, después de decirlo, habría que haberlo 
puesto en marcha. 

Entendemos que el ejercicio efectivo de la movilidad 
geográfica y funcional está interpretado en nuestra mo- 
ción en el sentido que digo. Movilidad geográfica exis- 
te ya en nuestro país respecto al resto de la Comunidad 
desde el momento en que hay libre circulación de tra- 
bajadores, y me parece una actitud política muy ciega 
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intentar no verlo así. La movilidad geográfica es un he- 
cho real hoy en la empresa europea, y debería adecuar- 
se nuestro mercado a esa situación ya existente y ya 
firmada por nuestro propio país. 

El señor PRESIDENTE: Señora Villalobos, le ruego 
que concluya. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Sí, señor Pre- 
sidente. 

La consideración de los gastos de formación profe- 
sional como inversiones nos parece básico. El Gobier- 
no ha estado subvencionando las inversiones en activos 
físicos en la empresa, y nosotros consideramos que la 
formación profesional debe interpretarse como una in- 
versión en capital humano. Es fundamental incentivar 
la participación de los empresarios en esa formación. 
Por eso, en otro punto de nuestra moción proponemos 
que se haga un estudio especial sobre las PYME, por- 
que consideramos que las PYME en este momento son 
las empresas que más empleo crean en nuestro país y 
tienen un enorme problema de formación. Habría que 
conseguir que esa formación fuera posible a través de 
incentivos fiscales y que, al mismo tiempo, fuera posi- 
be que las pequeñas empresas, dada su falta de capi- 
tal, pudieran reunirse para dar esta formación a grupos. 
En ese sentido va otro punto de nuestra moción. 

La potenciación de los servicios de información del 
INEM nos parece fundamental. En este momento el ser- 
vicio de colocación del INEM no cmple ninguno de los 
requisitos para los que fue creado. El grupo de psicó- 
logos, psiquiatras, sociológos, etcétera, que componen 
la plantilla de personal laboral del INEM, no están rea- 
lizando la función que se les encomendó que es prepa- 
rar a esos ciudadanos hoy parados que buscan un 
puesto de trabajo para que puedan encontrarlo. Esa for- 
mación va desde cómo hacer un currículum, hasta có- 
mo hacer una entrevista, para buscar cuáles son las 
posibilidades reales de esa persona en el mercado de 
trabajo. 

Desarrollar un esfuerzo especial en la formación de 
adultos nos parece fundamental. En el propio informe 
al que hacía antes referencia de las Comunidades Euro- 
peas con Unice y la CES, se dice claramente que el 80 
por ciento de las personas activas en el año 2000 ya es- 
tán en el mercado de trabajo. La generación que hoy 
tiene 17 y 18 años posee una información previa supe- 
rior a los que hoy están en el mercado de trabajo. Por 
tanto, no se puede esperar a que tenga lugar ese cam- 
bio generacional, porque estamos perdiendo en este mo- 
mento el tren de la competitividad de nuestras 
empresas. 

Nosotros creemos que España necesita un esfuerzo 
importantísimo en formación de adultos. Por eso lo con- 
sideramos no como un aspecto preferente, sino priori- 
tario en las políticas activas del Ministerio del Trabajo. 

Vincular las prestaciones por desempleo a la forma- 
ción nos parece también fundamental. Es algo que el 
propio Ministro de Hacienda ha planteado en esta Cá- 

mara; en su comparecencia hace una semana en la Co- 
misión de Política Social lo planteó como algo posible. 
Nosotros creemos que es posible y necesario. 

En este momento se está creando una dualidad en el 
mercado de trabajo en nuestro país entre personas con 
formacion ya ocupadas y personas sin formación pre- 
via, que nos preocupa tanto o más que la dualidad en 
función del contrato, es decir, nos preocupa muchísi- 
mo la dualidad en el mercado de trabajo en función de 
esa formación. 

Incrementar el porcentaje de gasto en políticas acti- 
vas es nada más y nada menos que adecuar nuestras 
medias al resto de los países de la Comunidad respec- 
to a políticas pasivas. La denominación de políticas ac- 
tivas y pasivas no es mía, es de la propia OCDE y de 
las Comunidades Europeas. Los últimos documentos 
sobre empleo a que hacía referencia el Ministro de Tra- 
bajo el miércoles pasado se basan fundamentalmente 
en políticas activas de empleo. Hay que ir hacia un mer- 
cado de políticas activas de empleo. 

En este sentido, nosotros entendemos que España de- 
bería estar exactamente, en gastos en prestaciones ac- 
tivas y en gastos en prestaciones pasivas, como el resto 
de los países de la Comunidad, es decir, dos tercios pa- 
ra pasivas y un tercio para activa. Nuestro país en este 
momento, de cada cien pesetas, dedica 87 a políticas 
pasivas y 17 para activas, cuando la relación real, si la 
comparáramos con los países de la Comunidad, sería 
66 para pasivas y 33 para activas. Habida cuenta de que 
tenemos un proceso ... 

El señor PRESIDENTE: Señora Villalobos, le ruego 
que concluya. 

La señora VILLAUJBOS TALERO: Treinta segundos, 
señor Presidente. Muchas gracias por su benevolencia. 

Nos parece que sería el momento oportuno para con- 
seguir que adecuáramos -ya que se habla siempre de 
Europa- nuestras políticas activas a las pasivas. En 
última instancia, en cuanto a la regulación de las em- 
presas de trabajo temporal, la realidad es que en este 
momento las empresas de trabajo temporal en España 
están funcionando. Si ustedes se pasean por la calle de 
Génova ... 

El señor PRESIDENTE: Señora Villalobos, la he ad- 
vertido transcurridos dos minutos de exceso sobre el 
turno. Su señoría había entonces explicado dos de los 
nueve puntos que tiene la moción. A estas alturas es im- 
prescindible que intente abreviar, no que explique los 
puntos como si estuviésemos al principio del turno. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Señor Presiden- 
te, estaba en el noveno, en el último. Déjeme terminar 
esta frase. 

El señor PRESIDENTE: Está usted exactamente 
en los mismos términos que al principio de la inter- 
vención. 
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La señora VILLALOBOS TALERO: No, señor Presi- 
dente. Estaba simplemente aclarando lo que, desde mi 
punto de vista, es importante. Si el señor Presidente me 
autoriza ... 

El señor PRESIDENTE: Señora Villalobos, todo lo 
que ha dicho S. S .  es importante e interesante. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Me alegro que lo 
reconozca. 

El señor PRESIDENTE: El problema es que los tur- 
nos son limitados y, por tanto, hay que hacer un esfuer- 
zo de concisión y de resumen en las intervenciones. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Efectivamente, se- 
ñor Presidente. Pido un esfuerzo de comprensión por 
parte de la Presidencia. 

El señor PRESIDENTE: Por favor, no polemice con 
la Presidencia y termine. 

La señora VILLALOBOS TALERO: No, señor Pre- 
sidente. 

Por último, quiero decir que las empresas europeas 
de trabajo temporal están funcionando en nuestro país 
de una forma ilegal, y en este momento se pueden ver 
letreros en la calle de empresas en búsqueda de traba- 
jo temporal, incluso hablan de contratos fijos, no sola- 
mente temporales. Desde mi punto de vista es un 
cinismo político permitir que estas empresas estén fun- 
cionando en España al margen de la ley, en economía 
sumergida, y sin que esté regulado, con lo cual se co- 
meten abusos que de todos son conocidos. 

Gracias, señor Presidente, por su benevolencia y na- 
da más. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Villalobos. 
Enmienda del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 

per Catalunya. Para su defensa, tiene la palabra el se- 
ñor Peralta. 

El señor PERALTA ORTEGA Gracias, señor Presiden- 
te. Señorías, voy a procurar ser, ciertamente, breve en 
la defensa de la enmienda que hemos presentado a la 
moción del Grupo Popular. 

Señora Villalobos, ha empleado usted una parte im- 
portante del tiempo en explicarnos la filosofía de fon- 
do de esa moción. Ha dicho usted que esa filosofía de 
fondo entronca con lo que hoy prima en Europa, la fle- 
xibilidad. Ha intentado usted decirnos que esa flexibi- 
lidad europea no es la flexibilidad del despido libre, de 
la precarización del mercado laboral. Dice usted que 
no está en esa dirección; que su dirección es una flexi- 
bilidad funcional, geográfica, etcétera. 

Señora Villalobos, ese planteamiento, para ser cohe- 
rente y riguroso, tendría que venir acompañado de unos 
puntos concretos en su moción que combatan esa fle- 
xibilidad real que existe en nuestro país, esa precari- 

zación del mercado laboral, esa facilidad del despido. 
Porque, si no, señora Villalobos, su moción viene a in- 
crementar una mayor flexibilidad a la que ya hay, evi- 
dentemente. Si no se corrige la precarización creciente 
del mercado laboral, si se deja la regulación que hay 
actualmente, y a ésa se le añade más flexibilidad, la si- 
tuación, hoy mala, será un auténtico desastre, señora 
Villalobos. Eso es lo que se pretende con esta moción, 
al menos en los puntos que nosotros enmendamos. 

En el último punto de su moción ha hablado de las 
empresas de trabajo temporal y ha dicho usted que ya 
hay algunas que ofrecen el trabajo fijo. Señora Villalo- 
bos, si fuera usted coherente, lo que tendría que decir 
es que se cumpla la ley, y denunciar ese incumplimiento 
que usted reconoce en este punto concreto, pero no, us- 
ted lo que hace es promover la legalización de unas em- 
presas que precarizan aún más el mercado laboral, y 
no dice nada de la actual situación. Esa es la filosofía 
que usted pretende. 

Y le voy a decir una cosa más señora Villalobos. Si 
quiere usted hablar de flexibilidad de la economía, no 
sólo del mercado laboral, porque esa es una visión muy 
parcial, de acuerdo por nuestra parte. Pero le diré una 
cosa muy concreta. Si hay algo inflexible es el princi- 
pio de autoridad exclusiva del empresario. Recoja us- 
ted la legislación de este país y es inflexible la 
proclamación de ese principio. Cualquier participación 
de los representantes de los trabajadores en la empre- 
sa, cualquier participación de los representantes de los 
trabajadores en el contexto global de la economía, de 
eso su Grupo -haciendo causa común con el Grupo 
Socialista- no quiere saber ni oír hablar. De eso na- 
da, señora Villalobos. Y eso es flexibilidad, una parti- 
cipación de todos los agentes económicos en la decisión; 
lo contrario es crear enfrentamientos, rigideces y con- 
flictos. Después nos echamos las manos a la cabeza por 
los conflictos, pero no queremos saber nada de sus cau- 
sas. Y no le voy a recordar acontecimientos que están 
más o menos de actualidad. 

Por tanto, señora Villalobos, si se habla de flexibili- 
dad de la economía, de acuerdo, no tenemos ningún pro- 
blema. Flexibilidad del mercado laboral ya nos parece 
que es una visión muy parcial y muy concreta, sobre 
todo cuando esa flexibilidad se proclama desde desco- 
nocer la que hoy hay. 

Decía usted que es necesario flexibilidad funcional. 
Yo le diría, señora Villalobos, que se dé usted un paseo 
por cualquier bar, y le pregunte usted al empleado qué 
hacía hace seis meses. Le dirá las cosas más peregri- 
nas y más distintas a lo que está haciendo hoy, seguro. 
Si eso no es flexibilidad funcional, que venga Dios y lo 
vea. 

Habla usted de flexibilidad geográfica. ¿Pero es que, 
señora Villalobos, en nuestro país hay mucha diferen- 
cia en las tasas de paro entre las regiones? Dice usted 
que hoy hay flexibilidad de España a Frankfurt, etcé- 
tera. Pero dentro de nuestro país, ¿qué limita realmen- 
te la flexibilidad foránea? Creo, señora Villalobos, que 
esas son proclamaciones puramente dialécticas que lo 
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que pretende realmente es precarizar aún más el mer- 
cado laboral. Y me gustaría que estuviera usted de 
acuerdo con iniciativas que ha plantado nuestro Gru- 
po de cara a corregir esa precarización que nosotros 
denunciamos. Solucionando ese tema, señora Villalo- 
bos, a lo mejor podríamos discutir en unas condicio- 
nes aceptables las condiciones de esos países europeos 
que usted proclama. Habla de Alemania; mire usted que 
tasas de precarización hay allí, y es el país modelo en 
competitividad. 

Señora Villalobos, esta moción que usted nos presen- 
ta es una moción muy amplia, que aborda toda una se- 
rie de temas. Nosotros no tenemos inconveniente en 
aceptarle el punto primero, por ejemplo, que habla de 
flexibilización demandada por el sistema productivo a 
los efectos de generar empleo. Se lo aceptamos: no te- 
nemos tabúes, señora Villalobos. Lo que no queremos 
es que haya sobre el mercado de trabajo una inciden- 
cia exclusivamente parcial en beneficio de uno de los 
agentes sociales, y esa es la posición que se esconde de- 
trás de iniciativas concretas. Específicamente los pun- 
tos 2 y el 3, que hablan de considerar los gastos en 
formación profesional, a efectos fiscales, como inver- 
sión. Señora Villalobos, usted ya sabe que la formación 
y los contratos de formación en nuestro país tienen un 
tratamiento determinado, legalmente beneficioso. Yo 
creo que lo importante sería que los empresarios lle- 
garan a darse cuenta que es necesario invertir en for- 
mación profesional, y eso es lo que no hemos 
conseguido. 

Ayer se hacía pública una encuesta de costes labora- 
les en nuestro país; muy interesante la encuesta de coste 
laboral. Decía, por ejemplo, que el coste laboral en Es- 
paña está entre los más bajos de la Comunidad Econó- 
mica Europea. No estaría de mas que esto lo recordara 
el señor Solchaga, al que tantas veces se refería usted 
la semana pasada. En esa encuesta se dice que los gas- 
tos en formación profesional son los más bajos de la 
Comunidad Europea. 

No nos parece mal lo que usted plantea en el punto 
8, de que se incremente el porcentaje de gastos por par- 
te del Estado; de acuerdo, se lo aceptamos. Pero nos pa- 
rece que la visión del punto 3 es muy poco defendible. 
De la misma manera el último apartado del punto 6, 
y reiteramos que el punto 9 nos parece que no es pro- 
cedente. 

Con estas excepciones, señora Villalobos, le pediría 
que aceptar nuestra enmienda, y votaríamos favorable- 
mente esta moción que nos presenta. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Peralta. 
Enmienda del Grupo Socialista. Tiene la palabra el 

señor Neira. 

El señor NEIRA LEON: Gracias, señor Presidente. Se- 
ñoras y señores Diputados, el pasado martes la señora 
Villalobos hizo una larga intervención de la que yo ex- 
traería, fundamentalmente, un elemento central, que 

muy poco tiene que ver con lo que hoy nos ha hablado. 
Hoy ha hablado mucho también, pero creo que ha te- 
nido más contenido y más cosas concretas. Del martes 
pasado, digo, yo extraería un elemento central, que ven- 
dría a decir algo así: Este Gobierno, o su política, ha 
generado un aumento incontrolado de las asignaciones 
en medidas pasivas a causa de la carencia de medidas 
activas en el mercado de trabajo. Es decir, la semana 
pasada, la señora Villalobos establecía una relación ne- 
cesaria entre una falta de medidas activas en el merca- 
do de trabajo y una consecuencia, que era un aumento 
incontrolado de las medidas pasivas. 
Yo quisiera, antes de entrar en el contenido de nues- 

tra enmienda, comentar por qué creemos que esta pre- 
misa es errónea. 

Nosotros pensamos que, efectivamente, no existe una 
relación necesaria entre una cosa y la otra. Así, pueden 
crecer los gastos en medidas activas, y hacerlo simul- 
táneamente en medidas pasivas, y viceversa, es decir, 
reducirse los gastos en ambas medidas. Es cierto que 
existe alguna relación, puesto que, si se desarrollasen 
unas medidas activas tales que no hubiese ningún pa- 
rado, evidentemente, obviarían las medidas pasivas. Sin 
embargo, también puede pasar lo contrario, y es que, 
habiendo muchos parados, apenas haya gastos en me- 
didas pasivas. Existe una relación, por tanto, pero no 
creo que ésta sea una relación necesaria e inmediata. 

Estamos de acuerdo -no hace falta que yo lo glose, 
porque la señora Villalobos ya lo ha remarcado- que 
en este país ha habido unos importantes esfuerzos en 
gastos de medidas pasivas; la señora Villalobos ya in- 
dicó esto la semana pasada. Pero, por si existe alguna 
duda, hay un dato que la despejaría fácilmente. La ta- 
sa de cobertura del paro en el año 1984 era del 28 por 
ciento, y hoy, la tasa de cobertura -es decir, parados 
que cobran de prestación- es del 64 por ciento. Fíjen- 
se, señorías, qué lejos queda ya aquel famoso 48 por 
ciento que habían pactado hace años la Administración 
y los sindicatos, y que fue una de las principales cau- 
sas por las que en este país se fue a una huelga general 
de 24 horas. Hoy estamos ya, como digo, al 64 por ciento. 

Pero este nivel de cobertura y de gasto no es fruto, 
en nuestra opinión, de la escasez de medidas activas 
en el mercado de trabajo. Los datos estadísticos nos de- 
muestran esta afirmación. En el año 1985, la tasa de 
población ocupada respecto de la población activa era 
del 78,36 por ciento; en el año 1991, esta misma tasa 
era del 83,65 por ciento: es decir, había un mayor nú- 
mero de trabajadores ocupados, respecto de la pobla- 
ción activa, que en el año 1985. Pero es más. Se podría 
pensar que la población activa podría haber disminui- 
do, y no es así. En el año 1985, la tasa de población ac- 
tiva respecto de la población total de mayores de 16 
años era del 47,s por ciento; en el año 1991, esta mis- 
ma tasa era del 49,ll por ciento. Es decir, había aumen- 
tado el número de población activa respecto de la 
población total. Podría plantearse también que la po- 
blación total de mayores de 18 años no hubiese creci- 
do, pero es que, además, ha crecido y mucho. Entre el 
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año 1985 y el año 1991 ha aumentado en 2.100.000 per- 
sonas el número de población mayor de 16 años. 

Si la tasa de actividad (población activa con respec- 
to a población total) ha aumentado, pese al crecimien- 
to de la población total, en más de dos millones de 
personas; si la población ocupada respecto de la acti- 
va (la tasa de ocupación) también ha aumentado, y si 
a ello le añadimos que el paro en este mismo período 
se ha reducido en casi 500.000 personas, tendremos que 
llegar a la conclusión, señora Villalobos, de que aquí 
ha habido políticas activas, y que, por lo menos, ha ha- 
bido resultados que no pueden ser fruto de la casuali- 
dad, sino de unas políticas acertadas. 

¿Cuáles son las causas, entonces, de que el gasto se 
haya disparado en medidas pasivas? Básicamente dos, 
dos medidas legislativas de este Gobierno y de esta ma- 
yoría. Primero, la flexibilización en los contratos de tra- 
bajo, que ha generado una mayor rotación y, por tanto, 
ha generado un mayor derecho al desempleo. Y una se- 
gunda medida subdividida en la creación del subsidio 
de desempleo y la posterior ampliación del mismo. 

Esto viene a demostrar cómo es posible compaginar 
un esfuerzo en medidas activas con un esfuerzo en me- 
didas pasivas. Sin perjuicio, además -como ya recor- 
dó el señor Ministro la semana pasada- de que, en 
nuestra opinión, hay una serie de gastos que vulgarmen- 
te consideramos pasivos y que tienen una repercusión 
en las políticas activas. Lo decía el señor Ministro y se 
refería a dos casos que yo repito brevemente porque no 
vale la pena extenderse en ello. La política de flexibili- 
zación en la contratación genera necesariamente una 
mayor prestación por desempleo, por la rotación de que 
antes hablaba, pero al mismo tiempo genera una flexi- 
bilidad y, por tanto, un aspecto activo de contratación 
y generación de empleo. 
Lo mismo podemos decir de las reconversiones indus- 

triales. Las reconversiones industriales implican un es- 
fuerzo de medidas pasivas, mayor desempleo, incluso 
en muchos casos mayor gasto en jubilaciones, pero al 
mismo tiempo me tiene que reconocer que se están ali- 
gerando unas plantillas y se están generando unas em- 
presas competitivas y rentables. 

Dicho esto, usted ha tenido hoy una intervención que 
creo que tiene mucho que ver con la moción y poco que 
ver con la interpelación, en la que nos presenta una se- 
rie de medidas reducidas básicamente al tema de la for- 
mación profesional; hay algunos aspectos más, pero 
básicamente repito, se refiere al tema de la formación 
profesional. Yo quisiera manifestar brevemente nues- 
tra opinión a cada uno de los puntos y el sentido de 
nuestras enmiendas. 

Estaríamos de acuerdo prácticamente con todo el pri- 
mer punto, excepto al final, donde dice «teniendo en 
cuenta la necesidad de flexibilización demandada por 
el sistema...», etcétera. ¿Por qué no estamos de acuer- 
do con esto? No es porque no lo estemos con el fondo, 
sino con la forma. Si estamos hablando de estimular 
a los interlocutores sociales a que negocien, no me pa- 
rece correcto que les digamos nosotros el contenido y 

el resultado de la negociación. Ellos sabrán, porque son 
ya mayores, el sentido que le han de dar a estas nego- 
ciaciones. 

En cuanto al segundo punto, estaríamos, asimismo, 
de acuerdo con el primer párrafo hasta donde se refie- 
re a las acciones formativas. Después habla de «equi- 
parándose las denominadas formación profesional 
específica o regladan. Esto preferiríamos no introdu- 
cirlo, porque pensamos que es (al menos a mí me lo pa- 
rece) un concepto bastante engorroso y poco claro, a 
pesar de que entendemos que puede tener una orien- 
tación correcta. Pero para que vea que no hay una dis- 
crepancia de fondo, le tengo que decir que en el Plan 
de reforma de la formación profesional, que se presen- 
tó en el Congreso el 19 de febrero por parte del señor 
Ministro de Educación y Ciencia, se habla ya del catá- 
logo de títulos profesionales, que permite, entre otros 
aspectos, explicitar la formación necesaria para acre- 
ditar la capacidad y competencias profesionales que 
componen cada uno de los perfiles de cualificación, de- 
finidos en su correspondiente ciclo formativo de gra- 
do medio y superior. 

La organización de los contenidos de formación pro- 
fesional específica en módulos formativos del ciclo cor- 
to, claramente especificados y mencionados, ha de 
permitir a las administraciones laboral y educativa un 
beneficioso proceso de convergencia en el diseño de los 
currículos de ambas modalidades de formación, es de- 
cir, formación profesional reglada y formación profe- 
sional ocupacional. 

Nosotros estamos de acuerdo en un proceso de con- 
vergencia de equivalencia entre ambas formaciones, pe- 
ro hoy, y de forma inmediata, hablar de una 
equiparación nos parece precipitado. Pensamos que es- 
te proceso de convergencia es el adecuado. 

En este momento, el reconocimiento académico de los 
saberes adquiridos dentro de los programas ocupacio- 
nales, pasa por la superación de las pruebas de evalua- 
ción de enseñanzas no escolarizadas que regularmente 
convoca el MEC, como seguramente usted sabe. Es de- 
cir, en esa dirección que ustedes apuntan se está tra- 
bajando, y entendemos que con el primer párrafo se 
recoge perfectamente el sentir de su objetivo, añadien- 
do la explicación que le acabo de dar. 

En el punto tercero no estaríamos de acuerdo en con- 
siderar los gastos de formación profesional, a efectos 
fiscales, como inversión. Pensamos que un martes por 
la tarde, a última hora, introducir en una moción un 
tema de estas características, no es el momento más 
adecuado. Es un tema que tiene unas repercusiones 
muy importantes y básicamente no estaríamos de 
acuerdo. 

Con el punto cuatro sí estaríamos de acuerdo, tal y 
como está redactado. 

En el punto cinco haríamos unas modificaciones que 
seguramente usted ya conoce, que se refieren a, en vez 
de hablar de «Desarrollar, con carácter prioritarios, de- 
cir UInsistir, con carácter preferente, en la formación 
de los adultos que formen parte de la población activa 
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y posean los más bajos niveles de instrucción». Creo 
que con esto se recoge el sentir de su moción, pero ha- 
blamos de «insistir» en vez de «desarrolar» porque se 
trata de una labor que se está haciendo a partir de la 
LOGSE, que en sus artículos 51, 52, 53 y 54 exige que 
se garantice la formación para el desarrollo personal 
y profesional de las personas adultas, y con carácter 
preferente aquellos grupos o sectores sociales con ca- 
rencias y necesidades de formación básica o con difi- 
cultades para su integración laboral. 

El Ministerio de Educación y Ciencia, a través de sus 
planes provinciales, articula una serie de programas 
destinados a cubrir estos objetivos, según unos crite- 
rios orientadores dirigidos hacía la población adulta. 
Estos criterios son básicamente dos: priorizar acciones 
que favorezcan la capacidad de comunicación, la par- 
ticipación social y la consolidación de actitudes posi- 
tivas ante situaciones cambiantes, y contemplar la 
situación del mercado de trabajo en cuanto a ocupa- 
ciones, niveles de cualificación y tendencias de evolu- 
ción. Esto simplemente justifica el cambio del término 
«desarrollar» por «insistirn, puesto que es un trabajo 
que se está desarrollando. 

El último párrafo lo quitaríamos, pues se trata de un 
comentario más de los muchos que usted suele hacer 
en esta moción, es decir, un comentario que es un jui- 
cio de valor. Dice que ya no es posible aplicar al capi- 
tal humano el principio de renovación por generación. 
Podemos estar de acuerdo, pero no entendemos su in- 
troducción en una resolución del Parlamento. 

El señor PRESIDENTE. Señor Neira, vaya con- 
cluyendo. 

El señor NEIRA LEON Voy concluyendo, señor Pre- 
sidente. 

Los puntos 6, 7 y 8 los voy a leer para abreviar. (La 
señora Villalobos Talero: Los conozco.) Si los conoce, 
seguro que los ha estudiado con la atención debida y 
reconocerá que se trata de perfeccionar la redacción 
en la mayoría de los casos, dando un sentido más claro 
a las ideas que usted planteaba. 

Por último, en el punto 9 me limitaré a lo dicho por 
el señor Peralta. Se trata de introducir, casi de tapadi- 
110, un mecanismo con el que nosotros, en principio, es- 
tamos en contra, con el que discrepamos. Es un poco 
privatizar la colocación. Sabe usted -lo hemos mani- 
festado en otras ocasiones- que es un criterio que no 
compartimos. Por tanto, nuestra enmienda sería de su- 
presión. 

En definitiva, señorías, pensamos que, básicamente, 
la enmienda rechaza aquellos puntos que no pueden ser 
asumidos por nosotros, le da un sentido y le quita 
-como se dice vulgarmente- paja a la moción en los 
demás puntos. Hoy la señora Villalobos se ha referido 
con insistencia a la necesidad de flexibilización, y no- 
sotros entendemos que, cuando se habla de flexibiliza- 
ción, no se debe equiparar con el despido libre ni con 
el empleo precario, sino con la movilidad funcional, la 

movilidad geográfica, etcétera. A nivel de discurso nos 
parece bien, pero tiene que convenir con nosotros que 
En su moción -aunque habla de la movilidad 
Funcional- no hace referencia concreta a soluciones 
para este tema. Simplemente habla de la formación pro- 
Fesional como un modo de facilitar la movilidad fun- 
cional. Pero, repito, tiene que convenir conmigo -sobre 
todo después de la importancia que le ha dado a este 
tema- que la formación no es el único elemento que 
obstruye la movilidad funcional. Existen otros, existen 
otro tipo de rigideces y, sobre todo, la movilidad geo- 
gráfica. 

El señor PRESIDENTE: Señor Neira, le ruego 
concluya. 

El señor NEIRA LEON Sí, señor Presidente. 
Señora Villalobos, conoce usted nuestra enmienda. 

Esperamos que, dada las aclaraciones que he hecho y 
el propio contenido de la misma, merezca su conside- 
ración y visto bueno. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Neira. 
¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor Abril. 

El señor ABRIL MARTORELL Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

He sido urgido a ser breve y voy a hacer honor a la 
respuesta que he dado de que lo sería. 

Esta moción es consecuencia de una interpelación an- 
terior, acerca de la cual tuve oportunidad de manifes- 
tarme en el sentido de que la interpelación había sido 
muy amplia, había tocado muchos aspectos y, como 
consecuencia, era difícil pronunciarse acerca de la mis- 
ma. La moción es muchísimo más concreta, se ciñe, tal 
como era originalmente el texto de la interpelación, a 
las políticas activas del mercado de trabajo, y creo que 
la mejor prueba de que aquí hay una preocupación de 
toda la Cámara -que no será fácil resolver, porque si 
lo fuese no existiría el nivel de desempleo que tenemos 
en España-, la mejor prueba, como digo, es que las en- 
miendas que han venido de los partidos sedicentes de 
izquierda, el Partido Socialista e Izquierda Unida, re- 
sulta que no son de sustitución, sino que ha habido unas 
matizaciones, unas precisiones, etcétera. Por lo tanto, 
el contenido de la moción, dejando aparte cuestiones 
semánticas, es básicamente una enumeración del con- 
junto de conceptos que se entienden habitualmente por 
política activa. El conjunto de enunciados o el conjun- 
to de temas a que se refiere básicamente es válido. Na- 
turalmente que, por el modo de estar escrito, siempre 
se puede pensar que si esto corresponde a este tipo de 
planteamiento ideológico o a tal otro, o que si esto co- 
rresponde a una interpretación de la marcha de la eco- 
nomía de tipo neoliberal o de tipo socialdemócrata. Eso 
se puede hacer, pero la verdad es que se va más allá del 
texto literal de la moción en muchos casos. 
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También quisiera expresar que, como, en definitiva, 
este texto va dirigido al Gobierno, es difícil pensar que 
el Gobierno fuese a ejecutarlo, caso de que tomase en 
su literalidad esta moción, tal como está expresado, si- 
no que seguramente supliría y complementaría amplia- 
mente este texto y su interpretación. Por lo tanto, desde 
ese punto de vista tampoco es un texto, por así decir, 
susceptible de ser aplicado con peligrosidad hacia 
terceros. 

De manera que, básicamente, desconocemos lo que 
va a suceder con estas enmiendas que se han presenta- 
do; algunas son de supresión, otras muchas son de ma- 
tización, por razones que son perfectamente 
comprensibles, pero que responden más bien a trayec- 
torias o a complementos de la información que está so- 
bre la mesa. Tal vez el Grupo Popular las acepte, tal vez 
no; sería de desear que algunas de estas cuestiones que 
no cambian el fondo fuesen aceptadas y al final tuvié- 
semos una votación lo más amplia posible. ¿Acerca de 
qué? Acerca de un tema que preocupa a la Cámara y 
que de esta manera demostraría que le preocupa. N o  
acabamos de resolver en España el problema del em- 
pleo o el problema del desempleo, según se quiera de- 
cir: no brillamos como colectivo nacional a mucha 
altura en el tema de las políticas activas y no estaría 
mal que alcanzásemos una relativa unanimidad o una 
razonable unanimidad acerca de estas cuestiones. 

Dos o tres puntos breves de detalle. Sobre el punto 
tercero he de decir que ya sé que los gastos de inver- 
sión tienen otras alternativas y son difíciles de contro- 
lar. Lo que pasa es que el Gobierno haría algo muy 
razonable, caso de que esto le llegase aprobado, tal co- 
mo está escrito. 

El verbo vincular, del punto 7, relativo a las presta- 
ciones de desempleo a un conjunto de medidas, com- 
prendo que suscita unas connotaciones. Tal vez hubiera 
diso preferible utilizar otro tipo de verbo. Por lo tanto, 
comprendo las reticencias. 
Y en cuanto al punto noveno, hay un mal de fondo. 

A nadie le gusta este tipo de empresas. Lo que pasa es 
que es opinable si vale más tener un mal controlado o 
procurar erradicarlo. Comprendo que hay opiniones di- 
ferentes, pero no quería dejar de mencionarlo. 

Las demás enmiendas básicamente son alteraciones 
en maneras de redacción que obedecen a distintas preo- 
cupaciones. 

De modo que nuestro grupo va a apoyar, a reserva de 
cuál sea la aceptación de enmiendas por parte del Gru- 
po Popular, y tiene algunas observaciones acerca de es- 
tos puntos que he mencionado. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Abril. 
Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 

palabra el señor Hinojosa. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, la Cámara va a agradecerme la brevedad 
de mi intervención, pero querría manifestar dos cues- 

:iones, dos reflexiones, al hilo de la moción con nueve 
]untos que nos ha presentado el Partido Popular en esta 
xasión. 

De los nueve puntos hay seis que hacen referencia a 
'ormación Profesional, lo que denota una preocupación 
Jrofunda en este tema, que compartimos. Y no he vis- 
:o que en las enmiendas presentadas se haya dejado de 
:ompartir. Se trata de un tema vital, que vamos afron- 
;ando, pero que tenemos que impulsar porque en ello 
10s va el futuro de la competitividad y de la relación 
ie nuestros jóvenes trabajadores, y de nuestros traba- 
iadores no tan jóvenes, con los demás de Europa. Por 
tanto, mi Grupo no puede sino coincidir, por lo dicho 
aquí, con la señora Villalobos en este aspecto y votar 
ju moción. 

Hay un par de puntos concretos que apoyaríamos con 
mayor entusiasmo, si cabe: el 6 y el 8, porque son dos 
puntos que nos parecen importantes. Las PYME requie- 
ren una atención especial y la necesidad de destinar ma- 
yores recursos a la formación profesional nos parece 
vital. 

Los dos intervinientes que han enmendado la moción 
roinciden en rechazar el punto 3. A mí no me parece 
tan rechazable este punto, porque si bien es cierto que 
los contratos en prácticas y en formación pueden de al- 
guna manera ser una vía fiscal a la incentivación para 
~1 empleo, también es cierto que se ha dicho aquí que 
la inversión en formación profesional es poca, es muy 
escasa, y una manera de incentivar al empresario para 
que invierta en formación profesional podría ser esta 
vía. 

En cualquier caso, mi Grupo va a apoyar la moción, 
consecuencia de la interpelación de la semana pasada, 
que presenta la señora Villalobos en nombre de su Gru- 
po, admitiendo o no las enmiendas que se han defendi- 
do aquí. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Hinojosa. 
En nombre del Grupo proponente, y al exclusivo ob- 

jeto de expresar la aceptación o rechazo de las enmien- 
das, tiene la palabra la señora Villalobos. 

La señora VILLALOBOS TALERO. Gracias, señor 
Presidente. 

Respecto a las enmiendas planteadas por el Grupo 
Socialista, de la mayoría, después de su intervención 
no deduzco el porqué han presentado la mayoría de es- 
tas enmiendas. Van dirigidas más a la justificación de 
una acción de gobierno en estos años que a actitudes 
profundas respecto a lo que significan las políticas ac- 
tivas del mercado de trabajo. No veo en la supresión 
del punto 1 de la moción, sinceramente, el planteamien- 
to del porqué ... 

El señor PRESIDENTE: Señora Villalobos, exprese 
la aceptación o rechazo de las enmiendas y no inicie 
una réplica punto por punto. 
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La señora VILLALOBOS TALERO Sí, señor Presiden- 
te. Como decía antes, las enmiendas del Grupo Socia- 
lista, desde mi punto de vista, cambian profundamente 
lo que es la filosofía de fondo de nuestra moción. Cree- 
mos que en estas enmiendas se suprime la importan- 
cia que nosotros dábamos a la negociación colectiva 
como nuevo sistema para esa movilidad y esa flexibili- 
dad real que pedíamos para el mercado de trabajo. Por 
tanto, tenemos que rechazarlas y tenemos que recha- 
zar las enmiendas de sustitución porque se plantean 
desde un espíritu totalmente diferente a cómo las ha 
planteado nuestro Grupo. 

Respecto a Izquierda Unida, siento decir que recha- 
zamos sus enmiendas fundamentalmente por las de su- 
presión. En lo que respecta al punto 9, nos encantaría 
no haberlo tenido que incluir en la moción, pero la rea- 
lidad es que esas empresas existen y, si no se quieren, 
que se persigan con la ley. Lo que nos parece inadecua- 
da es la utilización que se está haciendo de las empre- 
sas de trabajo temporal, que sí están contribuyendo a 
la situación de precarización del mercado de trabajo 
porque, además, están dentro de la economía sumergi- 
da y no contemplan ni respetan la ley que afecta al res- 
to de los empresarios y trabajadores. Por tanto, siento 
decir que este punto concreto no lo puedo suprimir, por- 
que la intención es que no exista economía sumergida 
en nuestro país y que no existan empresas que funcio- 
nan, como están funcionando hoy en España, al mar- 
gen totalmente de la ley. 

Por tanto, no admito enmiendas de ningún tipo. 
Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Está claro, señora Vi- 
llalobos. 

El señor PERALTA ORTEGA Señor Presidente, pido 
la palabra. 

El señor PRESIDENTE El señor Peralta tiene la 
palabra. 

El señor PERALTA ORTEGA Señor Presidente, mi 
grupo desearía que se votaran en un mismo bloque to- 
dos los puntos no enmendados por nosotros, es decir, 
los apartados números 1 , 4 , 5 , 7 , 8  y el apartado 6, sal- 
vo el párrafo final. 

El señor PRESIDENTE Vamos a proceder a las vo- 
taciones relativas a la moción presentada por el Gru- 
po Popular. 

En primer lugar, sometemos a votación los puntos 1, 
4, 5, 7, 8 y 6, excepto el último párrafo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 213; a favor, 83; en contra, 130. 

El señor PRESIDENTE En consecuencia, quedan re- 
chazados los apartados de la moción sometidos a vo- 
tación. 

Seguidamente se someten a votación los restantes 
puntos de la moción. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 213; a favor, 7% en contra, 136. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazados los res- 

El Pleno se reanudará mañana, a las cuatro de la 

Se suspende la sesión. 

Eran las nueve y cuarenta y cinco minutos de la 

tantes extremos de la moción. 

tarde. 

noche. 



Imprime RIVADENEYRA, S. A. - MADRID 

Cuesta de San Vicente, 28 y 36 

Teléfono 247-23-00.-28008-Madrid 
Depósito legal: M. 12.580 - 1961 




